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I. Introducción

La adaptabilidad y la adquisición de nuevas 
habilidades siempre han sido imperativas en 
el cambiante mundo del derecho. Sin embar-
go, en la era digital y la inteligencia artificial 
estas habilidades evolucionan y deben adap-
tarse a los retos y oportunidades que ofrecen 
las nuevas tecnologías.

Un ejemplo de ello es el “legal prompt engi-
neering”, una habilidad emergente que se re-
fiere a la capacidad de interactuar y comuni-
carse eficazmente con agentes conversaciona-
les basados en IA, como es el caso de ChatGPT.

Aunque esta destreza parezca novedosa, 
en realidad pertenece a un grupo de prácti-
cas con las que la abogacía se encuentra fa-
miliarizada. De este modo, el “legal prompt 
engineering” puede ser entendido como una 
adaptación y extensión de estas habilidades 
existentes a la era de los chatbots y los agentes 
conversacionales de IA.

El presente trabajo se enfoca en advertir la 
importancia y la necesidad de incorporar esta 
faceta en la práctica legal contemporánea.

Sobre la base de la teoría de los juegos de 
las conversaciones se analizará cómo la inte-
racción con un agente conversacional puede 
ser optimizada, postulando que la precisión 

de los términos utilizados en las preguntas 
puede hacernos obtener respuestas más pre-
cisas y útiles.

En ese entendimiento, veremos que el “le-
gal prompt engineering” es una habilidad 
crucial que abarca y mejora varios aspectos 
de la práctica jurídica en la era digital, no so-
lamente en la búsqueda de información sino 
también en la confección escritos legales, la 
argumentación de casos de manera efectiva 
o el diseño de estrategias jurídicas mejora-
das a través de la interacción precisa y efec-
tiva con agentes conversacionales sofistica-
dos. Esta adaptación no solo es necesaria, 
sino que puede ofrecer grades oportunidades 
para acentuar el camino de la reconversión y 
optimizar el curso de práctica legal y el desa-
rrollo de la justicia inteligente en la era de las 
máquinas.

Para facilitar el entendimiento y la aplica-
ción práctica de este concepto, al final de este 
trabajo se presentarán varios ejemplos de 
prompts efectivos. Estos servirán como guía 
para que las personas puedan interactuar de 
manera más eficaz y precisa con agentes de 
inteligencia artificial, y así obtener respuestas 
más exactas y útiles para su práctica diaria. En 
última instancia, estas instrucciones repre-
sentarán una herramienta fundamental para 
maximizar los beneficios que estas tecnolo-
gías pueden aportar al campo del derecho.

II. La teoría de los juegos de la conversación

Para poder abordar el tema vinculado con 
la interacción de humanos con máquinas, 
resulta útil emplear algún postulado que 
ilustre cómo son los procesos cognitivos 
subyacentes en el ámbito de las conversa-
ciones.

En esa dirección utilizaremos la teoría de 
los juegos de la conversación (1), la cual inten-
ta describir cómo se estructuran y funcionan 
las conversaciones humanas (2). Esta teoría 
se basa en dos campos principales de estu-
dio: la pragmática y la teoría de los juegos en 
sí misma (3).

La pragmática es una rama de la lingüística 
que se ocupa del uso del lenguaje en contex-
tos específicos y cómo ese contexto puede in-
fluir en la interpretación del significado. Por 
otro lado, la teoría de los juegos es una rama 
de las matemáticas que se ocupa de los mo-
delos de conflicto y cooperación entre deci-
siones racionales.

La teoría de los juegos de la conversación 
combina estos dos campos para describir las 
conversaciones como juegos cooperativos. 
En estos “juegos”, la personas que participan 
tienen ciertos objetivos (por ejemplo, comu-
nicar una idea, obtener información, etc.) y 
deben seguir ciertas reglas (por ejemplo, tur-

narse para hablar, responder a las preguntas, 
etc.) para alcanzar esos objetivos.

Los “movimientos” en estos juegos son las 
contribuciones individuales a la conversa-
ción, como hacer una afirmación, hacer una 
pregunta, dar una respuesta, etc. Las perso-
nas participantes en la conversación hacen 
estos movimientos en un intento de alcanzar 
sus objetivos, mientras siguen esas reglas.

El objetivo de la teoría de los juegos de la 
conversación es proporcionar un marco para 
entender cómo se estructuran las conversa-
ciones y cómo los participantes negocian el 
significado en el curso de la conversación. Ló-
gicamente, esta teoría puede aplicarse en una 
variedad de situaciones, desde la interacción 
social cotidiana hasta el diseño de sistemas 
de inteligencia artificial que pueden partici-
par en conversaciones humanas.

Para profundizar esto, veremos que este 
postulado resulta muy ilustrativo al describir 
cinco fases del proceso de comprensión de 
un acto comunicativo.

Estas fases son las siguientes:

1. Significado literal: En esta fase, esta teoría 
afirma que la persona receptora reconstruye 
el significado literal de las palabras utilizadas 
por la hablante. La receptora utiliza su cono-
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(1) Esto surge del trabajo que Megan Ma, Directora Ge-

nente en el Computational Law Repor en el Instituto Tec-
nológico de Massachusetts (MIT), ha compartido en el MIT 
Computational Law Workshop. Para más información visi-
tar https://law.mit.edu

(2) Esta teoría fue empleada por AIRENTI, Gabriella - 
BARA, Bruno G. - COLOMBO, Marco, en un artículo llama-
do “Conversation and Behavior Games in the Pragmatics of 
Dialogue” (publicado en la revista Cognitive Science, 1993, 
vol. 17, ps. 197/256). Allí, presentaron las bases para una 

teoría computacional de los procesos cognitivos subyacen-
tes a la comunicación humana, centrándose en el análisis 
de las fases en las que se puede dividir lógicamente el pro-
ceso de comprensión de un acto comunicativo, desde el sig-
nificado literal hasta la construcción de respuestas.

(3) Cabe destacar que existen innumerables teorías so-
bre las conversaciones, entre ellas se podría mencionar 
a la teoría de la relevancia: desarrollada por Dan Sperber 
y Deirdre Wilson. Sostiene que los participantes en una 
conversación buscan la máxima relevancia: es decir, bus-
can obtener la mayor cantidad de información posible 

con el menor esfuerzo cognitivo. Puede ampliarse sobre 
la misma en SPERBER, Dan; WILSON, Deirdre, “Relevan-
ce: Communication and Cognition”, Blackwell Publishers 
Ltd., United Kingdom, 1988, 2ª ed. La teoría de los actos de 
habla: desarrollada por John Searle. Esta teoría se centra 
en cómo las palabras pueden ser usadas no solo para pre-
sentar información, sino también para realizar acciones 
(como prometer, ordenar, preguntar, etc.). Para ampliar 
su contenido ver SEARLE, John, “Expression and Meaning: 
Studies in the Theory of Speech Acts”, Cambridge Univer-
sity Press, 1979, United Kingdom/New York. El análisis de 

la conversación: este postulado fue desarrollado por Har-
vey Sacks. Su enfoque se centra en el estudio detallado de 
las transcripciones de las conversaciones para entender 
las estructuras y los procesos implicados en la conversa-
ción. A diferencia de la teoría de los juegos de la conver-
sación, que ve las conversaciones en términos de objetivos 
y estrategias, el análisis de la conversación se centra más 
en las normas y estructuras que rigen la interacción con-
versacional. Para mayor interés, consultar SACKS, Harvey, 
“Lectures on conversation”, Blackwell Publishing, Vol. I y II, 
1995, United Kingdom.

https://drive.google.com/file/d/16vYRFsguO4E8dC707m4qwd79Xb0Io7bT/view?usp=sharing
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cimiento del lenguaje y su contexto para com-
prender lo que se está diciendo. Por ejemplo, 
si alguien dice “hace mucho calor afuera”, la 
persona receptora entiende que la tempera-
tura es alta.

La fase del significado literal es la primera 
etapa en el proceso de comprensión. Durante 
esta fase, la persona receptora reconstruye los 
estados mentales que la persona hablante ha 
expresado literalmente a través de su lengua-
je y otros signos verbales. En otras palabras, la 
persona que recibe el mensaje trata de enten-
der lo que la otra ha dicho exactamente. Para 
lograr esto, la persona receptora debe tener en 
cuenta varios factores, como las palabras que 
fueron utilizadas, su orden y estructura gra-
matical, así como cualquier otro signo verbal 
utilizado (como pausas o énfasis). Además, 
la persona receptora debe tener en cuenta 
cualquier conocimiento previo relevante que 
tenga sobre el tema o contexto en cuestión. 
Es importante destacar que la comprensión 
del significado literal no siempre es suficiente 
para entender completamente lo que se está 
comunicando. Por ejemplo, si alguien dice 
“Estoy bien” con un tono sarcástico o irónico, 
puede estar expresando algo muy diferente a 
lo que las palabras literales sugieren.

Si la persona receptora no comprende bien 
las palabras utilizadas por la persona hablan-
te durante la fase del significado literal, puede 
solicitar una aclaración o pedir que se le ex-
plique de otra manera. Esto es especialmente 
importante si la persona receptora no está se-
gura de si ha entendido correctamente lo que 
se ha dicho o si hay alguna ambigüedad en la 
comunicación. En la teoría del juego de las 
conversaciones se considera que es respon-
sabilidad tanto de la persona hablante como 
de la persona receptora asegurarse de que la 
comunicación sea clara y efectiva. Por lo tan-
to, si la persona receptora no comprende bien 
las palabras utilizadas por la persona hablan-
te, es importante que solicite una aclaración 
para evitar malentendidos y garantizar una 
comunicación efectiva (4).

2. Significado de la persona hablante: La 
fase del significado de la persona hablante es 
la segunda etapa en el proceso de compren-
sión según la teoría de juegos de la conversa-
ción. Durante esta fase, la persona receptora 
intenta reconstruir las intenciones comunica-
tivas de la persona hablante. En esa tarea, la 
persona receptora trata de entender por qué 
la persona hablante ha dicho lo que ha dicho 
y qué quiere lograr con su comunicación. 
Para lograr esto, la persona receptora debe 
tener en cuenta varios factores, como el con-
texto en el que se produce la comunicación, 
las relaciones entre las personas interlocu-
toras y cualquier conocimiento previo rele-
vante que tenga sobre el tema o situación en 
cuestión. Además, la persona receptora debe 
tener en cuenta cualquier pista no verbal o 
paralingüística que pueda proporcionar in-
formación adicional sobre las intenciones de 
la persona hablante. Es importante destacar 
que las intenciones comunicativas de la per-
sona hablante pueden ser diferentes a lo que 
se expresa literalmente a través del lenguaje. 
Por ejemplo, si alguien dice “¿Podés cerrar la 
ventana?” con un tono enfático y una expre-

sión facial molesta, puede estar expresando 
su frustración por tener que pedir algo tan 
obvio (5).

3. Efecto comunicativo: En esta fase, la per-
sona receptora modifica sus propias creencias 
y actitudes en función de lo que ha entendido 
de la persona hablante. La persona receptora 
utiliza su comprensión del significado y la in-
tención comunicativa de la persona hablante 
para actualizar sus propias creencias y actitu-
des sobre el tema en cuestión. Por ejemplo, si 
alguien dice “hace mucho calor afuera” con 
un tono preocupado y una expresión facial 
ansiosa, la persona receptora puede sentirse 
más preocupada por las condiciones climá-
ticas. En esta fase, el objetivo es alcanzar el 
efecto comunicativo deseado por la persona 
hablante. A diferencia de las fases anteriores, 
esta fase no es una tarea de reconocimiento. 
Aunque comprender el significado literal y 
el significado de la persona hablante impli-
ca necesariamente el uso de conocimiento 
compartido, alcanzar el efecto comunicativo 
también implica conocimiento privado y mo-
tivaciones. Por ejemplo, para entender que 
alguien está solicitando un préstamo, es una 
cuestión de conocimiento compartido sobre 
el uso del lenguaje (6).

4. Reacción: En esta fase, la persona re-
ceptora decide cómo responder a la persona 
hablante en función de su comprensión del 
significado y la intención comunicativa de la 
persona hablante. La persona receptora pue-
de decidir responder con una pregunta, una 
afirmación o una acción en función de lo que 
se está comunicando. Por ejemplo, si alguien 
dice “hace mucho calor afuera” con un tono 
preocupado y una expresión facial ansiosa, la 
persona receptora puede preguntar si la per-
sona necesita ayuda para refrescarse.

En esta fase, la persona receptora procesa 
la información recibida y decide cómo res-
ponderá a la persona hablante. A diferencia 
de las fases anteriores, el efecto de la expre-
sión en la persona receptora es una cuestión 
de procesamiento privado donde prevalecen 
las motivaciones individuales y la inteligencia 
general. Por lo tanto, no es posible formular 
un conjunto exhaustivo de reglas para esta 
fase. En la fase de reacción, la persona recep-
tora puede modificar sus propias creencias e 
intenciones en función de lo que ha compren-
dido hasta ahora. Finalmente, se destaca que 
acá se producen las intenciones para gene-
rar una respuesta y en la fase de respuesta se 
construye la respuesta explícita u otra acción 
apropiada para lograr el efecto comunicativo 
deseado por la persona hablante. Entonces, 
en la fase de reacción es crucial para lograr 
una comunicación exitosa, porque permite a 
la persona receptora procesar y comprender 
completamente lo que ha sido comunicado 
y decidir cómo responderá a la persona ha-
blante para lograr el efecto deseado.

5. Respuesta: En la fase de respuesta, la per-
sona receptora debe planificar y ejecutar una 
respuesta que sea apropiada para el contexto 
comunicativo y que logre los objetivos comu-
nicativos deseados. La fase de respuesta se 
divide en dos procesos: la planificación de la 
expresión de ciertos estados mentales como 

función de las intenciones comunicativas y la 
asignación de estos estados mentales a una 
representación lingüística o no lingüística. En 
el primer proceso se deben seleccionar los es-
tados mentales apropiados para expresar en 
respuesta a las intenciones comunicativas de 
la persona hablante. Estos estados mentales 
pueden incluir creencias, deseos, emociones 
y actitudes hacia la persona hablante o hacia 
el tema discutido. En el segundo proceso se 
debe asignar estos estados mentales a una re-
presentación lingüística o no lingüística que 
sea apropiada para el contexto comunicativo. 
Si la respuesta es una expresión lingüística, 
se debe decidir qué decir (contenido propo-
sicional) y cómo decirlo (fuerza ilocuciona-
ria que se ejerce para describir con palabras 
el sentido de nuestra interacción mediante 
afirmaciones asertivas, interrogativas o direc-
tivas). Si la respuesta es no verbal, se deben 
seleccionar los gestos, expresiones faciales u 
otras señales no verbales apropiadas. Ade-
más, en la fase de respuesta también se deben 
tener en cuenta factores como las normas 
sociales y culturales que rigen la interacción 
entre persona hablante y persona receptora. 
Por ejemplo, algunas situaciones pueden re-
querir un alto nivel de cortesía o formalidad 
en la respuesta. Por lo tanto, en la fase de res-
puesta, la persona receptora debe planificar 
y ejecutar una respuesta que sea apropiada 
para el contexto comunicativo y que logre 
los objetivos comunicativos deseados. Esto 
implica seleccionar los estados mentales ade-
cuados para expresar, asignarlos a una repre-
sentación lingüística o no lingüística y tener 
en cuenta las normas sociales y culturales 
que rigen la interacción (7).

En definitiva, si bien en un juego de la 
conversación no hay una estructura clara de 
inicio y finalización, como en los juegos tra-
dicionales, ya que la interacción y las decisio-
nes ocurren de manera continua durante la 
conversación, el hecho de que la persona ha-
blante no obtenga la respuesta deseada deja 
latente la oportunidad de reiniciar las fase 
hasta que esta quede satisfecha.

Por lo tanto, los sistemas de diálogo basa-
dos en inteligencia artificial pueden utilizar 
esta teoría para comprender mejor las inten-
ciones comunicativas de los usuarios y gene-
rar respuestas más precisas y relevantes. El 
hecho de aprender de la retroalimentación 
humana permite el progreso en la comunica-
ción. Los actos ilocucionarios tienen el efec-
to de mitigar la errónea interpretación en la 
conversación, ya que van más allá de la sim-
ple emisión de palabras. De ahí que los robots 
que interactúen con humanos podrán bene-
ficiarse de una comprensión más profunda 
de los procesos cognitivos subyacentes a la 
comunicación humana, para mejorar su ca-
pacidad para interactuar con las personas de 
manera efectiva. Obviamente, queda en ma-
nos de las personas escoger las palabras, ins-
trucciones o comandos precisos para evitar la 
menor repetición de fases posibles.

III. ¿Qué es el legal prompt engineering?

En informática, un “prompt” se refiere a 
una línea de texto en una interfaz por la cual 
se solicita la ejecución de una acción. Cuan-

do esta indicación es precisa por parte de 
una persona para que un sistema realice una 
acción determinada, estamos realizando un 
prompt engineering, es decir, elaborando ins-
trucciones eficaces (8).

El mejor ejemplo para graficar esto es 
cuando interactuamos en un buscador para 
que nos brinde una información determina-
da. Pero como no nos referimos únicamen-
te al “input” o entrada de datos en general, 
sino a la precisión con la que se realiza —en 
este caso— la búsqueda, diremos que cuan-
do utilizamos algunos caracteres como por 
ejemplo las comillas para encerrar nuestra 
petición, el sistema realiza un “search” sobre 
esa frase exacta. En ese entonces, en este caso 
estaríamos haciendo un “search prompt en-
gineering”.

En el ámbito de la inteligencia artificial 
aplicada a los chatbots o asistentes virtuales, 
por analogía, un “prompt” es la entrada o 
“input” que realiza la persona usuaria para 
que el sistema responda en forma automati-
zada. Es decir, es la interacción que se realiza 
y puede consistir en describir una situación, 
plantear un problema o hacer una pregunta, 
entre otras cosas.

Si le preguntamos a un asistente de inteli-
gencia artificial “¿Qué día es hoy?”, esa pre-
gunta es el “prompt”.

Al día de hoy, el prompt engineering ha de-
mostrado ser una técnica muy efectiva para 
mejorar la calidad de la generación de len-
guaje natural en aplicaciones de IA. Al utilizar 
prompts efectivos, los modelos de IA pueden 
generar texto y/o imágenes que se ajuste a 
los requisitos específicos de cada producto, 
lo que aumenta la relevancia y la calidad del 
resultado (9).

Sin embargo, antes de continuar, para de-
limitar el campo de exploración de este tra-
bajo, corresponde diferenciar una actividad 
dentro del “prompt engineering” que es el 
proceso de “fine-tuning” (10) de los grandes 
modelos de lenguajes (11). El “fine-tuning” 
o “afinamiento” es una técnica que ayuda a 
ajustar los modelos pre-entrenados para ta-
reas específicas (12). Este proceso de ajuste se 
realiza mediante el entrenamiento adicional 
del modelo con datos específicos de la tarea. 
Un caso paradigmático sobre esta actividad 
sucedió cuando ajustaron a ChatGPT para 
que realice un examen de admisión de ma-
trícula de abogacía (13). Es decir, ajustaron a 
ChatGPT para que pueda brindar respuestas 
más precisas sobre el derecho, ya que —por 
default— solamente tiene conocimientos ge-
nerales.

Retomando entonces el concepto de “prompts”, 
dijimos que estos —básicamente— son ins-
trucciones o comandos que se brindan a 
modelos de procesamiento de lenguaje na-
tural para generar respuestas específicas.

Por ejemplo, si queremos que un sistema 
traduzca una frase del inglés al español, po-
dríamos usar la indicación: “Traducí el si-
guiente texto del inglés al español: ‘Hello, how 
are you?’”. En este caso, la indicación comple-

(4) AIRENTI, Gabriella, BARA, Bruno G., COLOMBO, 
Marco, “Conversation and Behavior Games in the Pragma-
tics of Dialogue”, ob. cit., p. 3.

(5) Ibídem, p. 33.
(6) Ibídem, p. 42.
(7) Ibídem, p. 55.
(8) Conf. “Qué es un prompt: significado y definición”, dis-

ponible en https://aulacm.com/que-es/prompt-significa-
do-definicion/

(9) ALONSO, Chema, “Cómo ser `Prompt Engineer´ y 
dominar las técnicas de `Prompt Injection´”, disponible 
en https://www.elladodelmal.com/2023/03/como-ser-
prompt-engineer-y-dominar-las.html?m=1

(10) Open AI ofrece una guía para saber cómo ajustar los 
modelos disponibles, en tanto reconoce que GPT ha sido 
entrenado previamente con una gran cantidad de texto 

que está disponible en internet. Cuando se le da un aviso 
con solo unos pocos ejemplos, a menudo puede intuir qué 
tarea está tratando de realizar y generar una finalización 
plausible. Esto a menudo se llama “few-shot learning” 
o aprendizaje de pocos disparos. El ajuste fino mejora el 
aprendizaje mediante la capacitación en muchos más 
ejemplos de los que pueden caber en el indicador, lo que 
le permite lograr mejores resultados en una gran cantidad 
de tareas. Una vez que se ha ajustado un modelo, ya no se 
necesita proporcionar ejemplos en el prompt. Esto ahorra 
costos y permite ejecutar solicitudes con menor retardo. 
Ver más en https://platform.openai.com/docs/guides/
fine-tuning

(11) OpenAI ofrece el “Playground”, una interfaz web in-
teractiva que permite a las personas usuarias experimentar 
y probar las capacidades del modelo de lenguaje GPT-3.5. 

Ofrece la posibilidad de ingresar texto o prompts y recibir 
respuestas generadas por el modelo en tiempo real. Tam-
bién se pueden ajustar diferentes parámetros, como la 
“temperatura”, para controlar el nivel de aleatoriedad en las 
respuestas generadas, el número máximo de tokens y tam-
bién “penalizarlos”. Para ver más https://platform.openai.
com/playground

(12) Esto despierta, sin lugar a dudas, una posible recon-
versión del sector legal hacia la programación, en donde, sin 
poseer los conocimientos propios de esa materia, integren 
equipos multidisciplinarios para que se hagan los ajustes 
necesarios para lograr precisión.

(13) KATZ, Daniel M., BOMMARITO, Michael J. - GAO, 
Shang - ARREDONDO, Pablo D., “GPT-4 Passes the bar 
exam”. En el estudio los investigadores pre-entrenaron 
el modelo GPT-4 utilizando un conjunto de datos de más 

de 1 millón de preguntas y respuestas relacionadas con 
la ley. Este conjunto de datos se recopiló a partir de di-
versas fuentes, incluidos sitios web legales y foros en lí-
nea, y se utilizó para enseñar al modelo el lenguaje y la 
terminología jurídica necesaria para aprobar el examen 
de abogacía. Los investigadores utilizaron una técnica 
llamada “aprendizaje no supervisado” para pre-entre-
nar el modelo, lo que significa que el modelo aprendió a 
partir del conjunto de datos sin recibir retroalimentación 
específica sobre su rendimiento. Una vez que se com-
pletó el pre-entrenamiento, los investigadores afinaron 
el modelo utilizando el “aprendizaje por refuerzo”, que 
implica proporcionar retroalimentación al modelo sobre 
su rendimiento y ajustar sus parámetros en consecuen-
cia. Disponible en https://github.com/mjbommar/gpt4-
passes-the-bar



Miércoles 31 de mayo de 2023 | 3

ta incluye tanto la instrucción como el ejem-
plo específico a traducir.

Eso significa que para que un sistema 
pueda entender mejor una tarea, podemos 
utilizar diferentes enfoques. Estos enfoques 
se describen comúnmente como “few-shot”, 
“one-shot” y “zero-shot”, y se refieren a la can-
tidad de ejemplos proporcionados al modelo 
en cada entrada (14).

- En el enfoque “few-shot” se proporcionan 
varios ejemplos de pares entrada-etiqueta 
en la indicación. Un par entrada-etiqueta es 
un ejemplo de una entrada que una persona 
usuaria podría proporcionar a un agente con-
versacional y la correspondiente respuesta 
que se esperaría que el modelo generara. Por 
ejemplo, un prompt sería: “Necesito saber en 
qué otros casos se expidió la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación Argentina sobre la 
doctrina de la real malicia. Por ejemplo, en el 
caso Barrantes la Corte aplicó la doctrina de 
la real malicia al concluir que el periodista ac-
tuó con conocimiento de que la información 
era falsa. En el caso Patitó la Corte también 
aplicó la doctrina, pero concluyó que el pe-
riodista actuó con negligencia y no con cono-
cimiento de falsedad”.

- El enfoque “one-shot” implica propor-
cionar solo un par entrada-etiqueta en la 
indicación. Por ejemplo, “Necesito saber en 
qué otros casos se expidió la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación Argentina sobre la 
doctrina de la real malicia”. Por ejemplo, en el 
caso ‘Patitó’, la Corte aplicó la doctrina al de-
terminar que los medios tenían la obligación 
de verificar la veracidad de las declaraciones 
antes de publicarlas.

- En el enfoque “zero-shot” no se propor-
ciona ningún par entrada-etiqueta en la in-
dicación. En su lugar se proporciona solo la 
instrucción y se espera que el modelo lleve a 
cabo la tarea basándose en su entrenamiento 
previo. Por ejemplo, “Necesito saber en qué 
casos se expidió la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación Argentina sobre la doctrina de la 
real malicia”.

Los modelos de lenguaje utilizan estos 
ejemplos para orientarse y producir la res-
puesta más adecuada para la tarea en cues-
tión. Estos enfoques se utilizan para mejorar 
la capacidad del modelo para manejar una 
variedad de tareas y para aumentar su utili-
dad en aplicaciones prácticas (15).

Por supuesto que cada enfoque tiene sus 
ventajas y sus limitaciones. Los enfoques 
“one-shot” y “few-shot” podrían permitir al 
modelo comprender mejor una tarea especí-
fica, pero obviamente requieren ejemplos re-
levantes y precisos. Por otro lado, el enfoque 
“zero-shot” permite una mayor flexibilidad, 

ya que no requiere ejemplos específicos, pero 
podría no ser tan preciso si la tarea es muy es-
pecífica o compleja (16).

Además es importante destacar que las 
indicaciones no siempre dependen de ejem-
plos, ya que cuando conversamos con al-
guien no siempre ejemplificamos nuestras 
intenciones.

En esa dirección podemos utilizar pistas 
sobre posibles etiquetas en forma de un con-
junto de respuestas de opción múltiple (mul-
tiple choice), del cual el modelo debería se-
leccionar (17). Por ejemplo, “De los siguientes 
casos decididos por la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación Argentina, ¿cuál de ellos se 
refiere a la doctrina de la real malicia? a) Caso 
Barrantes, b)  Caso Patitó, c)  Caso González, 
d) Caso Rodríguez”.

Como consecuencia de ello, vemos que el 
“legal prompt engineering” en el ámbito de 
la inteligencia artificial y el derecho serían 
aquellas indicaciones precisas —sustentadas 
tanto en ejemplos, o no; como en opciones— 
que haga una persona a un sistema inteligen-
te para encontrar algún tipo de información 
o respuesta relevante vinculada con su tarea.

IV. La sinergia entre la teoría del juego de la 
conversación y el legal prompt engineering 
en agentes conversacionales

A medida que la inteligencia artificial se 
vuelve más sofisticada, su aplicación en el 
ámbito de los agentes conversacionales des-
pierta un mayor interés. Estos sistemas, capa-
ces de interactuar con las personas usuarias 
a través del lenguaje natural, han demostrado 
su utilidad en una amplia gama de campos, 
incluido el derecho. Sin embargo, para garan-
tizar su eficacia en el contexto legal, resultaría 
valioso comprobar cómo se pueden aplicar 
tanto la teoría de los juegos de la conversa-
ción como el diseño de prompts.

En este sentido, la teoría del juego de la con-
versación aparece como un marco conceptual 
valioso para comprender la interacción entre 
los agentes conversacionales y las personas 
que los utilizan. Al incorporar los principios 
estratégicos que hemos visto, estos sistemas 
pueden adaptarse mejor a las necesidades de 
las y los profesionales del derecho y propor-
cionar respuestas más precisas y contextual-
mente relevantes.

Por su parte, el diseño de prompts en 
agentes conversacionales para el ámbito 
jurídico es de suma importancia para po-
der obtener respuestas precisas, optimizar 
la eficiencia en la interacción, adaptar esta 
última al contexto legal, facilitar el lenguaje 
comprensible y mejorar la experiencia de la 
persona usuaria.

Por ejemplo, si un abogado o una abogada 
pregunta: “¿Cuáles son los fallos relevantes 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
Argentina sobre la doctrina de la arbitrarie-
dad?”, podemos observar lo siguiente:

El prompt diseñado permite al sistema re-
conocer que se espera información específica 
sobre fallos relevantes de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación Argentina relaciona-
dos con la doctrina de la arbitrariedad. Esta 
especificidad ayuda al agente conversacional 
a proporcionar respuestas precisas y per-
tinentes a la consulta legal del abogado o la 
abogada.

También permite al sistema comprender 
claramente lo que se está solicitando, evitan-
do malentendidos o respuestas irrelevantes. 
Al entender la consulta específica, el agente 
conversacional puede proporcionar rápida-
mente las respuestas necesarias, lo que me-
jora la eficiencia en la interacción y ahorra 
tiempo tanto al abogado como al agente con-
versacional, optimizando recursos.

Al mencionar la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación argentina y la doctrina de la 
arbitrariedad, cuenta con un contexto legal 
específico. Esta consideración asegura que el 
sistema comprenda la relevancia y el marco 
jurídico adecuado para proporcionar res-
puestas acordes al entorno en cuestión.

Formulándose el enunciado en un lengua-
je claro y sencillo se evita el uso excesivo de 
terminología técnica o jerga legal que pueda 
dificultar la comprensión de la pregunta. Esto 
facilita la comunicación efectiva y asegura 
que la persona usuaria comprenda plena-
mente el contenido y las respuestas propor-
cionadas.

Como resultado de la obtención de respues-
tas precisas y relevantes de manera eficiente y 
comprensible, mejoramos la experiencia de 
la persona usuaria. Al sentir comprensión, se 
tiene una interacción más satisfactoria con el 
agente conversacional, lo que a su vez forta-
lece la confianza en el sistema y su capacidad 
para proporcionar respuestas confiables.

Al mismo tiempo, la teoría de los juegos de 
la conversación puede influir en la interac-
ción con los agentes conversacionales —so-
bre la base de sus principios— para mejorar 
esa comprensión del contexto, permitir res-
puestas estratégicas, facilitar el manejo de la 
cooperación y la competencia, y adaptarse a 
diferentes roles en la conversación. Estos ele-
mentos contribuyen a una conversación más 
fluida, relevante y satisfactoria con el modelo 
de lenguaje.

Por último, resulta relevante destacar su 
implicancia en el rol de la persona usuaria, 

ya que esta tiene una marcada incidencia 
en la interacción. El establecimiento de ex-
pectativas, acciones de retroalimentación, 
estrategias de comunicación y cambios en el 
curso de la conversación influyen en la for-
ma en que el modelo de lenguaje interpreta 
y responde. Considerar entonces el rol de la 
persona usuaria bajo este prisma permite 
una interacción más personalizada, relevante 
y satisfactoria con la máquina, tal como vere-
mos más adelante.

IV. ChatGPT y la disrupción de la IA Genera-
tiva

En el mundo existen millones de inteligen-
cia, pero el ser humano solo puede identifi-
car dos. La primera es la suya, caracterizada 
por el acceso a procesos cognitivos comple-
jos como el razonamiento, la resolución de 
problemas, el aprendizaje, la creatividad, la 
competencia emocional, la conciencia social 
y la adaptabilidad. La segunda es un softwa-
re generativo llamado ChatGPT, cuya virtud 
característica es hablarnos en nuestro propio 
idioma. A esta inteligencia se la llama artifi-
cial e interesa más que ninguna otra.

ChatGPT forma parte de los denominados 
agentes conversacionales y es uno de los más 
sofisticados hasta el momento (18).

Si bien pueden haber existido otros desa-
rrollos de herramientas de inteligencia arti-
ficial conversacional disruptivos como Repli-
ka, Kuki y Dynabench, la política de apertura 
que tiene la empresa desarrolladora de este 
agente permite que su producto y servicio lle-
guen al público de manera masiva y con eso 
cause furor por fuera de sus capacidades (19).

ChatGPT es un programa, una interfaz en 
formato de chat con el que interactuamos. 
En su corazón, o mejor dicho, su cerebro es 
el modelo de lenguaje por Inteligencia Arti-
ficial GPT, desarrollado por la empresa Ope-
nAI. GPT-4 es actualmente la última versión 
de GPT, que ha sido lanzada el 14 de marzo 
del 2023 (20).

Forma parte del nuevo paradigma de la 
IA generativa (21) y cuenta con una interfaz 
intuitiva propia del paradigma de la inteli-
gencia aumentada (inteligencia humana más 
inteligencia artificial), la cual parte de una 
asistencia inicial tan generosa hacia la per-
sona usuaria que evita que esta última deba 
proporcionar una cantidad de datos innece-
saria para obtener una respuesta.

Es decir, estos sistemas sofisticados par-
ten de un cuestionamiento crítico, ¿qué es 
lo que desea hacer la persona? De tal forma, 
la persona usuaria no tiene que someterse a 
una burocracia digital reflejada por un input 
interminable de datos (por ejemplo, en un 

(14) Conf. TRAUTMANN, Dietrich - PETROVA, Alina - 
SCHILDER, Frank, “Legal Prompt Engineering for Multilin-
gual Legal Judgement Prediction”, Arxiv, arXiv:2212.02199, 
p. 2. Disponible en https://arxiv.org/abs/2212.02199

(15) Sobre el punto, es importante recordar la tarea del 
“fine-tuning” explicada en la referencia 9 con el caso de 
OpenAI.

(16) Ver las limitaciones de ChatGPT expuestas a lo largo 
del trabajo.

(17) Conf. TRAUTMANN, Dietrich - PETROVA, Alina - 
SCHILDER, Frank, ob. cit.

(18) También existe Google Bard, el generador de texto 
de Google, que ya está disponible en 180 países, aunque 
por ahora solo en inglés, japonés y coreano. Se basa en el 
modelo LaMDA y cuenta con funciones que lo hacen dife-
rente a su competidor, teniendo la opción de proyectarse 
como una opción superior para aquellos que quieren gene-
rar contenido en texto a través de indicaciones o preguntas. 
Las mejoras de Bard frente a ChatGPT tiene que ver con res-
puestas de mayor calidad, en tanto afirman que el mode-
lo es entrenado constantemente por la base de datos que 
tiene la compañía, que es más amplia y eso lleva a que dé 
mejores respuestas. Además, ya está conectado a internet 
(como solo, en principio, está la versión paga de ChatGPT) y 
por ese motivo sus resultados están actualizados. Sobre la 

interacción también cabe decir que es distinta, ya que frente 
a una misma pregunta ofrece tres distintas respuestas. La 
idea de estos borradores es que la persona usuaria escoja 
cuál contenido se acoda mejor a lo que estaba buscando. 
También puede pedírsele que haga el resumen de una pági-
na de internet, lo cual a diferencia de ChatGPT que tiene un 
límite entre 100 o 200 palabras, la mayoría de veces genera 
el texto partiendo de lo que dice el link. Sobre la fuente de 
la información, Bard enlaza las fuentes que usó para dar la 
referencia a la persona usuaria, algo que es útil para dirigir-
se a esa página y complementar la información, realizar ci-
tas para trabajos y profundizar la búsqueda. Finalmente, se 
destaca que posee un enlace con las herramientas de Goo-
gle, pudiendo llevar el contenido generado a Docs, Hojas de 
Cálculo o a un correo de Gmail con un solo click. Ver más en 
https://bard.google.com

(19) CORVALÁN, Juan G., “ChatGPT vs. GPT-4: ¿Imper-
fecto por diseño?, explorando los límites de la inteligencia 
artificial conversacional”, La Ley, Buenos Aires, 2023, p. 24.

(20) También podemos mencionar a Bing, quien es un 
modelo creado por Microsoft sobre la base de GPT. Su uso 
está disponible a través del navegador Microsoft Edfge y 
permite buscar contenido relevante en la web. Sobre ese 
resultado, resume lo que encuentra para generar una res-
puesta útil. Cita las fuentes de sus respuestas, permitiendo 

acceder al contenido web al que hace referencia. Sin em-
bargo, esos links no siempre coinciden con la información 
proporcionada. Por otra parte, la interacción es distinta a 
ChatGPT, ya que ofrece tres tipos de conversaciones: una 
creativa, una equilibrada y una precisa; esto hace que el 
tiempo de respuesta varíe y, en comparación con ChatGPT, 
es mucho más lento. Al mismo tiempo, vale remarcar que 
tiene un input más extenso que el modelo más conocido de 
OpenAI, permitiendo un ingreso de 4.000 caracteres. Ver 
mas información en https://www.bing.com/new#faq

(21) Hasta ahora, hay dos técnicas predominantes de 
IA generativa: Red adversarial generativa (GAN Genera-
tive Adversarial Networks) y Transformador preentrenado 
generativo (GPT Generative Pre-Trained Transformer). La 
Red Adversarial Generativa utiliza dos redes neuronales 
para generar nuevos datos que se asemejan a los datos 
de entrada. Una red genera datos falsos, mientras que la 
otra red trata de distinguir entre los datos falsos y los da-
tos reales. Ambas compiten entre sí: la red generadora 
trata de producir datos que no se pueden distinguir de los 
datos reales, y la red discriminadora trata de identificar co-
rrectamente qué datos son falsos y cuáles son reales. A me-
dida que se enfrentan, la red generativa va creando cada 
vez datos más creíbles, ya que puede haber cientos o mi-
les de intentos antes de que la red discriminadora acepte 

el resultado ofrecido por su rival. Rechazo tras rechazo, la 
red generativa irá aprendiendo qué es lo que busca su rival. 
Un ejemplo de aplicación de estas tecnologías se da en los 
generadores de rostros humanos fake. ChatGPT ha sido en-
trenado en una gran cantidad de datos de texto usando el 
método de aprendizaje no supervisado, a partir de una ar-
quitectura de red neuronal profunda llamada Transforma-
dor, que le permite procesar grandes cantidades de datos 
de texto y generar texto similar a los datos de entrada en 
los que se entrenó. Este paradigma es el que se encuentra 
detrás de todos los productos recientes de OpenAI: desde 
GPT-2 y GPT-3 hasta InstructGPT y por supuesto, ChatGPT. 
ChatGPT constituye un modelo de lenguaje generativo 
que, basado en la arquitectura de los transformadores 
mencionados, procesa secuencias de elementos como las 
palabras de una frase, utilizando transformaciones y aten-
ción. Se le proporciona una entrada en forma de pregunta 
o una frase de contexto y a partir de la entrada GPT genera 
una respuesta. La arquitectura de transformadores presta 
atención a diferentes partes de la secuencia en diferentes 
momentos mientras la procesa, lo cual permite mayor efi-
ciencia y precisión. Conf. CORVALÁN, Juan G. y sus citas en 
“ChatGPT vs. GPT-4: ¿Imperfecto por diseño?, explorando 
los límites de la inteligencia artificial conversacional”, cit., 
ps. 32/33.
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sistema de gestión judicial: ingresar el nú-
mero de la causa, seleccionar un organismo, 
encontrar un trámite dentro de los tantos 
existentes, abrirlo y luego recién leerlo), rea-
lizar una cantidad considerable de clicks y un 
constante scrolleo del mouse para poder en-
contrar la información que se busca.

¿Cómo trabaja? Gracias al desarrollo de las 
técnicas de procesamiento del lenguaje natu-
ral (en adelante, también, NLP por sus siglas 
en inglés), hoy podemos hablar de dos sub-
áreas que facilitan esta labor: la comprensión 
del lenguaje natural y la generación del len-
guaje natural.

La comprensión del lenguaje natural es un 
subconjunto del NLP que hace referencia a 
las técnicas de procesamiento del lenguaje 
natural que emplean un análisis sintáctico y 
semántico del texto o el discurso en sí para 
tratar de comprender el significado de una 
oración. Es decir, que el chat decodifica la en-
trada de la persona usuaria y la “comprende”.

Por su parte, la generación de lenguaje na-
tural es un subconjunto del NLP que, en lugar 
de comprender oraciones, las genera confor-
mando un texto completo con base en una 
determinada entrada. Lo que hace entonces 
el chat es brindar la respuesta, sobre la base 
de esa “comprensión” de la entrada de la per-
sona usuaria.

Su esquema de funcionamiento interno 
está dado por una red neuronal sumamente 
compleja que —salvando las distancias— es 
muy similar al cerebro humano. Si en el ce-
rebro las neuronas pasan un potencial de 
acción a través de cada uno de sus axones 
generando una sinapsis, en las redes neuro-
nales lo ejecutan a través de conexiones de 
parámetros.

Para clarificar estas funciones ejecutivas, 
debemos decir que el cerebro humano tiene 
entre 86 mil y 100 mil millones de conexiones 

neuronales, mientras GPT4 tiene 100 billones 
de conexiones, a través de sus 100 billones de 
parámetros de conexión que ha generado.

Ahora bien, lógicamente parámetros no es 
lo mismo que neuronas. Los parámetros son 
aquellos números a los cuales se les atribuye 
un peso determinado de relevancia. Las neu-
ronas no son tan simples como un número 
con un peso, de hecho hay una multiplicidad 
de ellas (según el tipo de neurotransmisor 
que liberen: glutamatérgicas, dopaminérgi-
cas, serotinérgicas, etc.), por lo tanto su orden 
de magnitud es más complejo que un pará-
metro de inteligencia artificial.

De todos modos, su comparación vale para 
no tomar a la ligera a esta clase de desarrollos, 
ya que el nivel de conexión e intercambio de 
información que poseen es altamente consi-
derable.

Tengamos en cuenta que el proceso de 
aprendizaje humano (más allá de ser paula-
tino) tiene una limitación cognitiva en cuanto 
a su “capacidad de almacenamiento”. Por su 
parte, esta red neuronal está entrenada con 
toda la base pública que existe de datos dis-
ponible en internet (22). Si, todo internet (pa-
pers, libros, tratados, tweets, pdf, blogs, etc.).

Para dimensionar su funcionamiento y 
avances, resulta crucial analizar y comparar 
sus diferentes versiones. A continuación, se 
presenta un cuadro comparativo donde se 
desglosan las características y mejoras entre 
sus versiones 1, 2, 3 y 4.

Cada versión marca un hito importante 
en la evolución de esta inteligencia artificial 
y contribuye a su eficiencia en su interfaz 
como herramienta conversacional. De hecho, 
ChatGPT-4 es un modelo de inteligencia ar-
tificial que se denomina multimodal, porque 
acepta entradas tanto de texto como de imá-
genes y es capaz de procesar varias instruc-
ciones respecto de ellas.

Pero ¿cómo hace para responder, cómo 
aprende? Si el aprendizaje automático o “ma-
chine learning” requiere de un dato y un va-
lor, la cadena de datos utilizada por OpenAI 
para desarrollar GPT fueron todas y cada una 
de las palabras que existen en internet (que 
en su conjunto forman los papers, libros, tra-
tados, etc.). Básicamente la frase anterior y la 
frase siguiente en cada texto (el cielo es azul). 
Luego la entrenaron tomando la palabra an-
terior y la palabra siguiente (el cielo) y luego 
la letra anterior y la letra siguiente (e,l).

Ahora bien, como la precisión no puede 
ser exacta, según el peso de cada letra (com-
puesta por bytes), decidieron agrupar cierta 
cantidad de peso de ciertas letras en tokens 
(1 token: 4 bytes) para poder entrenar el sis-
tema.

¿Qué significa esto? Que frente a la des-
cripción de una frase, la tarea de completi-
tud que hace GPT está sustentada en revisar 
toda su base de datos para “probabilística-
mente” emplear cuál es la más utilizada. Por 
ejemplo, si realizamos una entrada como la 
siguiente, en donde ponemos: “el cielo es”, 
ChatGPT con seguridad completará la frase 
con la palabra “azul”, desde que es la descrip-
ción más utilizada por la humanidad para 
describir el color del cielo y, así lo hará, con 
cada situación a la que se enfrente. Dicho en 
otras palabras, encuentra la corresponden-
cia mediante el seguimiento de relaciones 
en datos secuenciales como las palabras de 
esta oración (24).

El problema que tiene ChatGPT es que no 
conoce en profundidad el significado de las 
palabras ni las contextualiza (25) como lo 
hace la persona humana. Solo utiliza su en-
trenamiento para realizar una acción de infe-
rencia, la cual consiste en determinar cuál es 
la palabra que continúa a la otra. Quiere de-
cir que no siempre va a inferir el empleo de la 
palabra correcta, más aún si, por ejemplo, la 
interacción se produce en un idioma sobre los 
cuales ha sido entrenada por default (léase, 
inglés).

Por eso, es que deviene importante reali-
zar el tipo de entrada (asertiva, interrogativa 
o directiva) correcta para que la salida (la 
respuesta) sea lo más acertada posible. Aun-
que estos modelos sean muy sofisticados, 
las ciencias jurídicas presentan obstáculos 
únicos para ellos, dado que tanto la jurispru-
dencia como la legislación no pueden ser 
fácilmente sometidos a motores de predic-
ción. Más bien, al ofrecer respuestas, la sali-
da generada por estos modelos debe reflejar 
exactamente la palabra de la ley o sentencia 
en cuestión (26).

En cuanto al ingreso estructurado de pa-
labras, es común observarlo a través del uso 
de los agentes conversacionales convencio-

nales o chatbots programados sobre la base 
reglas lógicas, en donde su capacidad no 
permite interactuar con las respuestas que 
salen de su programación o las instrucciones 
recibidas (27).

Por consiguiente, cuando interactuamos 
con un agente conversacional poco sofis-
ticado y no incluimos la respuesta prede-
terminada por quien desarrolla el sistema 
(como puede ser: opción 1, opción 2 u op-
ción 3) o no la redactamos correctamente (al 
no tipear: “si”, “no”, “tal vez”; e ingresamos: 
“is”, “nop”, “tal ves”) lo más probable es que el 
chatbot nos reitere la pregunta que inició la 
conversación o simplemente no ejecute nin-
guna acción, ya que su escaso nivel de NLP 
no le permite interactuar más allá de ello.

Como ChatGPT posee una interfaz suma-
mente dinámica y cuenta con una capacidad 
increíble para interpretar el lenguaje huma-
no, genera una interacción sumamente flui-
da, comprensiva y con un nivel de respuesta 
asombroso. No obstante, también posee de-
terminadas limitaciones, ya que carece de 
capacidad —como dijéramos — para com-
prender el contexto de la conversación, tiene 
ausencia de análisis semántico y desconoce 
del significado de las palabras, entre otras fa-
lencias (28).

Por otra parte, es importante destacar que 
tiene la habilidad de generar contenido y 
eso implica que está diseñado para otorgar 
respuestas de interés general o específico. 
Por eso es que existe la posibilidad concreta 
de que, aún en el caso de no “saber”, arroje 
respuestas incorrectas, poco precisas o des-
contextualizadas (29). En su esencia, radica 
el propósito de asistir a la persona humana 
bajo un prisma de respuesta a cualquier pre-
cio.

En el juego de la conversación lo ideal es 
que el hablante pueda predecir cómo el re-
ceptor reconstruirá el significado del enun-
ciado y el receptor comprende al hablante y, 
de hecho, es capaz de reconstruir su signifi-
cado. Pero como no siempre el receptor logra 
reaccionar o responder al hablante, el juego 
se reiniciará hasta que se logre una represen-
tación congruente. Por eso es que el juego de 
la conversación puede resultar ineficiente, si 
no hay un entendimiento compartido.

Al mismo tiempo, debemos tener en cuen-
ta que estos errores, imprecisiones o falta de 
contexto no obedecen únicamente a la inca-
pacidad del agente para hacer un entendi-
miento similar al humano en el marco de una 
conversación, sino que obedecen también a 
la falta de valores morales y/o éticos de que 
carece el sistema como para reconocer que 
no está comprendiendo lo que se está con-
sultando o afirmar que no tiene esa respues-
ta (30). En definitiva, ChatGPT es un hito 

Para graficar este nivel de sofisticación, a continuación se ofrece este esquema comparativo 
que permite dimensionar tanto su progreso como su funcionamiento actual.

GPT-1 GPT-2 GPT-3 GPT-4

Año de 
lanzamiento 2018 2019 2020 2022

Parámetros 117 millones 1.5 mil millones 175 mil millones 100 billones

Dataset Libros1 + WebText WebText2 Common Crawl Common Crawl + 
Otros

Atención Solo atención 
enmascarada (23)

Atención en 
todas las 

direcciones

Atención en todas 
las direcciones

Atención en todas 
las direcciones

Uso Generación de 
texto básico

Generación 
de texto más 
avanzado y 

tareas específicas 
del lenguaje

Aplicaciones de IA 
conversacional y 
creación de texto

Inteligencia 
Artificial más 
sofisticada, 

generación de 
texto, simulaciones 
y tareas avanzadas

Limitaciones

Generación de 
texto limitada e 

incapacidad para 
entender contexto

Mejor que GPT-
1 pero todavía 

tiene problemas 
con la coherencia 
del texto y con el 

entendimiento 
del contexto

Aunque es mucho 
mejor que GPT-2, 
tiene problemas 

con la coherencia 
a largo plazo y la 
contextualización

Aún no está 
perfectamente 

optimizado para 
entender todos los 
matices humanos, 

puede generar 
información falsa

(22) Es común que se utilice Common Crawl, una orga-
nización sin fines de lucro con el objetivo de democratizar 
el acceso a la información web al producir y mantener un 
repositorio abierto de datos de rastreo web que sea univer-
salmente accesible y analizable. Consultar su sitio web en 
https://commoncrawl.org/

(23) Durante el entrenamiento, algunas partes de la en-
trada se “enmascaran” o se ocultan al modelo de aprendi-
zaje, lo que lo obliga a predecir esas partes basándose en 
el contexto proporcionado por las partes no enmascaradas. 
Esto ayuda al modelo a aprender a generar predicciones 
más precisas a partir del contexto. En GPT-1, se utilizó este 
tipo de atención enmascarada llamada “atención causal” o 
“atención hacia adelante”. Esto significa que el modelo po-

día atender a palabras anteriores en la secuencia pero no a 
las siguientes. Esta restricción se usa para asegurar que el 
modelo puede ser utilizado de manera autorregresiva para 
generar texto, palabra por palabra, siempre alimentando la 
palabra generada previamente a la siguiente entrada.

(24) MERRIT, Rick, “¿Qué es un modelo transformer?”. 
Disponible en https://la.blogs.nvidia.com/2022/04/19/
que-es-un-modelo-transformer/#:~:text=Los%20mode-
los%20transformer%20aplican%20un,documento%20
de%202017%20de%20Google.

(25) No puede recordar conversaciones anteriores pero sí 
puede seguir el hilo de una conversación. No tiene contex-
to del mundo real al no estar conectada a internet (hoy por 
hoy) o sufre limitaciones sobre esas actualizaciones. Tam-

poco tiene capacidad como para inferir determinadas cues-
tiones que se presentan en el marco de una conversación si 
es que no se mencionan explícitamente en ella.

(26) Conf. CURRAN, Shawn - BETHELL, Oliver - LANS-
LEY, Sam, “Asking the Right Questions: How Automatic 
Question Generation Algorithms Boost Conversational AI 
Training Data for Law Firms”, Travers Smit, p. 7.

(27) Este mundo de agentes conversacionales puede di-
vidirse en tres grandes grupos según la complejidad de los 
sistemas. La primera versión y más básica es la que más se 
ha usado en estos últimos años. Se entrena al sistema a par-
tir de preguntas preconfiguradas, a la vez que se ofrece en 
la misma pantalla preguntas más frecuentes sobre ciertos 
temas o servicios más usuales, procesando el lenguaje para 
interpretar el deseo del usuario mediante una técnica de red 
neuronal o machine learning que interactúa con el interesa-
do mediante un diálogo dirigido por preguntas. La segunda 
versión de estos agentes conversacionales, se vincula con 
sistemas de inteligencia artificial más avanzados (redes 
neuronales profundas). Aquí, se pueden generar diálogos 
abiertos, porque las redes suelen modelar conversaciones 
como una cuestión de predicción de la siguiente oración o 
de la posible respuesta en base a la conversación anterior. 
Conf. Corvalán, Juan G., “Prometea: inteligencia artificial 

para transformar organizaciones públicas”, Astrea, Buenos 
Aires, p. 59.

(28) Al mismo tiempo podemos ver cómo tiene una li-
mitación en su base de datos. Por ejemplo, el hecho de 
que tenga la capacidad para brindar consejos sobre cómo 
negociar o cómo conciliar, no significa que tenga esa prác-
tica. Por tanto, va a desconocer muchas circunstancias que 
rodean esa situación y su “output” va estar limitado. Aun 
cuando pueda “conocer” respecto de situaciones que estén 
planteadas en textos, estos no tienen una narrativa exacta 
de los hechos sucedidos.

(29) Algo parecido a lo que hacen las personas a partir de 
sus sesgos y prejuicios, generalizar y construir reglas a par-
tir de unos pocos datos. Ver más sobre el tema en SIGMAN, 
Mariano, “El poder de la palabra”, Debate, Buenos Aires, 
2022, 6ª ed., ps. 38 y ss.

(30) No se desconocen los casos en donde luego de una 
interacción sostenida, reconoce el error; o si es que se realiza 
una consulta sobre un hecho posterior a su lanzamiento o se 
pregunta sobre algo que esté fuera de su base de datos. En el 
caso de ChatGPT4, su base de datos está actualizada hasta 
septiembre de 2021 y las actualizaciones del sistema tienden 
a modificar este comportamiento de manera que el sistema 
pueda reconocer su incapacidad para realizar un output.
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revolucionario en la intersección de la tecno-
logía y la comunicación humana. Esta inteli-
gencia artificial, que hace uso de un grado de 
sofisticación que supera a los agentes conver-
sacionales tradicionales, representa una tran-
sición importante hacia un futuro donde las 
personas interactúen de manera más intuiti-
va y fluida con las máquinas.

Como veremos a continuación, la calidad 
de la interacción con estos desarrollos depen-
de en gran medida del tipo de entrada propor-
cionada por la persona usuaria. Por lo tanto, 
a medida que avancemos hacia el futuro, ne-
cesitaremos desarrollar una nueva habilidad 
o competencia para interactuar mejor y apro-
vechar al máximo este emergente tipo de in-
teligencia artificial.

V. ¿Por qué hablamos de una nueva habilidad?

Básicamente, una habilidad es una apti-
tud o destreza para realizar una determinada 
acción (31). El campo de la psicología suele 
diferenciar dos clases que, a esta altura, re-
sultan más que conocidas, las habilidades 
duras y las habilidades blandas (hard skills y 
soft skills).

Las primeras están emparentadas con las 
habilidades técnicas que se pueden enseñar, 
medir y evaluar de manera objetiva. Gene-
ralmente son específicas de una industria o 
profesión y se adquieren a través de la edu-
cación, la formación y la propia experiencia 
laboral (escritura, análisis, investigación, di-
seño, etc.).

Las segundas son habilidades persona-
les más difíciles de cuantificar; y se refie-
ren a cómo interactuamos con el resto de 
las personas, así como también cómo nos 
gestionamos a nosotros mismos (liderazgo, 
trabajo en equipo, empatía, comunicación, 
etc.) (32).

En el marco del ejercicio de la profesión 
legal (libre o judicial) resulta esencial com-
prender que se requieren tanto habilidades 
duras como blandas. Es decir, hoy por hoy a 
una persona que ejerce la magistratura ya no 
le basta con conocer el derecho sustantivo 
en forma cabal, si no cuenta con habilidades 
de liderazgo para llevar adelante su organi-
zación (tribunal, juzgado, etc.) (33); como 
tampoco le alcanza a una persona que ejerce 
la profesión liberal conocer toda la jurispru-
dencia vinculante a un caso, si no tiene la ha-
bilidad para negociar un conflicto (34).

Por supuesto que a veces la línea entre ha-
bilidades duras y blandas resulta ser muy dé-

bil; y algunas aptitudes pueden contener ele-
mentos de ambas. Lo que no tiene margen 
de duda es que ambas son indispensables 
para brindar una mejor calidad de servicio 
en la profesión (35).

En cuanto a lo que nos convoca, tenemos 
que remarcar que la capacidad para buscar 
y encontrar información es una habilidad 
blanda. Sin embargo, ciertos aspectos de 
esta, como sería el caso de cómo utilizar una 
base de datos específica o cómo realizar una 
búsqueda avanzada en el tesauro, también 
pueden ser considerados una habilidad dura, 
desde que —como se dijera más arriba— esta 
se relaciona con la educación, la formación y 
la propia experiencia laboral jurídica.

“Si bien buscas, encontrarás”, afirmaba 
Platón en la antigua Grecia. Una máxima 
que atraviesa cualquier ámbito de nuestra 
vida, pero que cobra mayor relevancia a la 
hora de abogar o juzgar. No es lo mismo ite-
rar con Netflix para elegir una película que se 
adapte a mis gustos o preferencias, que bus-
car un criterio jurisprudencial a los fines de 
poder cuantificar adecuadamente un rubro 
resarcitorio.

Por eso es se afirma que esta tarea de ha-
cer búsquedas, generar interacción y realizar 
entrada de datos con el objeto de tener res-
puestas más precisas resultará ser una habi-
lidad crucial en la profesión jurídica de la era 
digital frente al uso de agentes conversacio-
nales generativos.

La tarea que antes hacía una persona en 
una biblioteca, al ofrecernos el tomo exac-
to en donde se encontraba la jurispruden-
cia que necesitábamos o la que —hoy por 
hoy— llevan a cabo aquellas personas que 
dominan los sistemas de búsqueda de ju-
risprudencia [como ser JUBA (36), en la Pro-
vincia de Buenos Aires]; ahora la realiza el 
procesador del lenguaje natural de ChatGPT 
al decodificar aquel lenguaje poco preciso 
que podemos utilizar para dar con nuestro 
interés. Básicamente está automatizando 
tareas y resolviendo cuestiones que antes 
requerían múltiples pasos, procedimientos 
y fases (37).

El problema que enfrentamos, entonces, 
sigue siendo el mismo, aunque ahora la in-
teracción es frente a un sistema avanzado. 
Retomando el caso mencionado, si hace al-
gunos años no acudíamos a la biblioteca con 
la referencia precisa de la jurisprudencia 
que necesitábamos (ejemplo, La Ley, 2004, 
LXIV-E, pág. 65), teníamos que quedar suje-
tos al talento de la persona bibliotecaria para 

que nos interprete y finalmente nos pueda 
brindar el fallo que queríamos. En la era 
“electrónica” la incorrecta inclusión de tér-
minos en los portales de información o el no 
uso de caracteres para precisar la búsqueda 
también siguen atentando contra la preci-
sión en la búsqueda (38).

Dicho esto, corresponde aclarar algo muy 
importante: además de que pueda cumplir 
su función esencial de búsqueda de juris-
prudencia, la versatilidad de ChatGPT abar-
ca un espectro más amplio de solicitudes.

No se trata simplemente de un buscador 
de información, sino de un avanzado agen-
te conversacional capaz de responder a cual-
quier tipo de consulta, independientemente 
de su naturaleza.

De ahí que se le puede pedir desde la 
confección de un escrito [demanda, con-
testación de demanda (39), oficio, carta do-
cumento, recurso], la reformulación de un 
texto [si quisiéramos hablar con claridad, 
simpleza, inclusión, etc. (40); o en el caso de 
que queramos ser más precisos, argumen-
tativos, explicativos (41)], pasando por con-
sejos sobre cómo preparar una audiencia (a 
celebrarse con personas menores de edad, 
víctimas de delitos sensibles o con dificultad 
en el habla, o en ambientes hostiles, etc.), 
asistencia para calendarizar o esquematizar 
un proceso (determinando los días disponi-
bles para agendar nuevas instancias) (42), 
consultas sobre cómo gestionar cuestiones 
inherentes a la organización interna del 
juzgado, tribunal o estudio (consejos sobre 
liderazgo o cómo abordar pedidos de licen-
cias, problemas personales de las personas, 
conflictos laborales, etc.) (43); o incluso para 
que genere árboles de decisión (44), que lue-
go nos sirvan de base para programar otros 
sistemas inteligentes (en código Python, Ja-
vaScript, Java, C++, C#, Ruby, PHP, Swift, Go, 
Rust, entre otros); entre otros tantos innu-
merables requerimientos.

Lo importante es tener en cuenta que aun 
contando con un importante desarrollo del 
procesamiento del lenguaje natural y una 
gran capacidad para generar respuesta, si-
gue siendo crítico el accionar de la persona 
usuaria al seleccionar los términos, las pa-
labras, las frases, el dialecto, la jerga o las 
referencias, aclaraciones y connotaciones 
(entre otras tantos elementos lingüísticos y 
literales); así como los ejemplos o las opcio-
nes que se incluyan en el “input” y; por su-
puesto, la supervisión del contenido. No se 
puede confiar por completo o ciegamente en 
sus respuestas.

Según la teoría de los juegos de la conversa-
ción explicada, para que el agente conversacio-
nal pueda planificar y ejecutar una respuesta 
que sea apropiada para el contexto comuni-
cativo y que logre los objetivos comunicativos 
deseados, resulta trascendente que ayudemos 
a la máquina a que reconstruya aquellos famo-
sos “estados mentales” que expresamos en for-
ma literal cuando hacemos el “prompt”.

A partir de allí entonces el asistente vir-
tual tratará de entender lo que hemos dicho, 
considerando varios factores, como las pa-
labras que utilizamos, el orden y estructura 
gramatical, así como cualquier otro signo 
verbal empleado (como signos de puntua-
ción, exclamación o interrogación) (45).

Vale mencionar que en su procesamien-
to podrá tener en cuenta cualquier conoci-
miento previo relevante sobre el tema o un 
contexto determinado propio de su data set 
de entrenamiento, que puede estar sesgado, 
resultar prejuicioso o discriminativo (46).

Ahora bien, como la comprensión del sig-
nificado literal no siempre resultará suficien-
te para que el agente conversacional entien-
da completamente lo que estamos comu-
nicando, corresponde entonces aclarar las 
intenciones comunicativas y cuáles son los 
efectos que buscamos. En otras palabras, si 
no precisamos o contextualizamos median-
te enfoques “few-shot”, “one-shot” o “multi-
ple choice”, el prompt nos puede generar un 
resultado no deseado.

ChatGPT puede realizar un “output” sin 
reconocer si ha entendido correctamente lo 
que hemos dicho o si hay alguna ambigüe-
dad en la comunicación. Su fase de reacción 
es sumamente limitada en ese sentido.

Por eso la teoría mencionada afirma que es 
responsabilidad tanto de la persona hablante 
como de la persona receptora —en este caso 
el agente conversacional— asegurarse de que 
la comunicación sea clara y efectiva. A causa 
de ello, como esta responsabilidad no puede 
endilgarse a la máquina, la obligación de “afi-
nar” la entrada recaerá únicamente en quien 
realice el prompt.

Tal vez, si contara con herramientas para 
procesar el lenguaje natural por voz, aque-
llas instrucciones o entradas podrán ser 
comprendidas en forma diferente a lo que 
expresamos literalmente a través del lengua-
je escrito (47).

De tal modo, a fin de abordar esta nueva 
realidad, a continuación se presentarán al-

(31) Conf. definiciones de la Real Academia Española, ver 
https://dle.rae.es/habilidad

(32) ROVIRA SALVADOR, Isabel; “Diferencias entre ́ soft 
skills´ y ́ hard skills´”. Disponible en https://psicologiaymen-
te.com/organizaciones/diferencias-soft-skills-hard-skills

(33) En sintonía con este pensamiento, se puede acudir 
al trabajo de GRISOLÍA, Julio A., “El juez del ser y del deber 
ser. Una mirada sobre el perfil de los jueces del futuro”, TR 
LALEY AR/DOC/673/2023

(34) Esta lógica parte del modelo del “Abogado Delta” 
que consta en la capacitación de tres áreas específicas para 
el éxito de la profesión legal actual: derecho, negocios y ha-
bilidades personales. Ver más en RUNYON, Natalie - CA-
RREL, Alyson, “Adapting for 21st century success: The Delta 
Lawyer Competency”, disponible en https://legal.thom-
sonreuters.com/content/dam/ewp-m/documents/legal/
en/pdf/white-papers/delta-lawyer-competency.pdf

(35) Según Robin Li, cofundador y consejero delegado 
del gigante chino de la IA, Baidu, “En diez años, la mitad 
de los puestos de trabajo del mundo estarán relacionados 
con prompt engineering. Y los que no sepan escribir prompts 
se quedarán en camino”. Ver más en “Qué es y qué hace un 
prompt engineer: el boom de las aplicaciones de IA genera-
tiva están dando lugar a una nueva carrera”. Disponible en 
https://www.forbesargentina.com/innovacion/que-ha-
ce-prompt-engineer-boom-aplicaciones-ia-generativa-es-
tan-dando-lugar-una-nueva-carrera-n31978

(36) Para acceder al mismo, visitar https://juba.scba.
gov.ar

(37) Conf. CORVALÁN, Juan G.; “Prometea: inteligencia 
artificial para transformar organizaciones públicas”, ob. cit., 
p. 56.

(38) Por ejemplo, ver el Manual de Uso de Juba del Poder 
Judicial de la Provincia de Buenos Aires. Disponible en ht-
tps://juba.scba.gov.ar/descargas/ayudajuba.pdf

(39) Sobre este punto ver RIEHL, Damien, “#ChatGPT 
as #Legal Briefwriting Tool”. Disponible en https://www.
linkedin.com/pulse/chatgpt-legal-briefwriting-tool-da-
mien-riehl/

(40) Ver más en LEHMANN, Kevin, “Comunicación judi-
cial: el poder judicial como actor en el espacio público”, Ad-
vocatus, Córdoba, 2019.

(41) Provocaría un fuerte impacto a la hora de “reformu-
lar” enunciados en las preguntas que se llevan adelante en 
los procesos judicial, a través de las denominadas “técnicas 
de indagación”, interrogativas y narrativas. Sabido es que 
las expresiones que se utilicen -en pos de obtener el me-
jor provecho- deben ser realizadas en forma sencilla, clara 
y concreta, ya que el camino del lenguaje técnico muchas 
veces no permite que las personas interrogadas puedan 
comprender las preguntas. Por eso es que estas deben for-
mularse en un lenguaje comprensible, teniendo en cuenta 
las condiciones personales de la persona a quien se la inte-
rroga. Ver más en BERIZONCE, Roberto O., “La garantía del 
contradictorio y el derecho a la prueba”, publicado en Revis-
ta de Derecho Procesal, 2021-2, El proceso eficaz-II, Rubinzal 
Culzoni, Santa Fe, ps. 142/143; y ARAZI, Roland, “Declara-
ción de testigos en el proceso oral”, publicado en Revista de 

Derecho Procesal, 2019-1, La oralidad en el proceso, Rubin-
zal Culzoni, Santa Fe, p. 254.

(42) Ver más en TOLEDO, Pablo R. - LESTARD, Rafael A., 
“Oficina judicial civil y gestión procesal. Implicancias sobre 
la caducidad de instancia”, LA LEY 22/05/2023, 8; entre 
otros trabajos.

(43) Este contenido puede ser empleado en MAXWELL, 
John C., “Las 21 leyes irrefutables del liderazgo”, Grupo Nel-
son Inc., 2016.

(44) Estos árboles son diagramas de construcciones lógi-
cas, basados en reglas, que sirven para representar y cate-
gorizar una serie de condiciones que se presentan de forma 
sucesiva, para la resolución de un problema. Para realizar-
los de manera correcta, es preciso transitar por tres fases: 
1) Identificar la temática; 2) Identificar las distintas variables 
fácticas dentro de la temática; 3) Identificar las respuestas 
para cada variable fáctica. En un árbol de decisión aparece-
rán delimitados todos los escenarios posibles ante un deter-
minado supuesto. Un ejemplo de árbol de decisión de flujo 
de circuito cerrado es el árbol que utilizamos en la Fiscalía 
como base para los dictámenes “no autosuficientes” men-
cionados precedentemente. Conf. CORVALÁN, Juan G.; 
“Hacia una Administración Pública 4.0: digital y basada en 
inteligencia artificial. Decreto de ̀ Tramitación digital com-
pleta´”, LA LEY, 2018-D, 917.

(45) Volvemos sobre el punto crítico del interrogatorio de 
testigos, en donde las elecciones verbales cumplen un pa-
pel vital. Los enunciados emitidos en dicha interacción pue-
dan sesgar los testimonios. Ver más en GARCÍA, Adolfo M., 

“El papel del lenguaje en la obtención de los testimonios”, 
en BAILIÑA, Julia - DEANESI, Laura - HERNÁNDEZ LEH-
MAN, Victoria, “Creencias implícitas sobre la memoria hu-
mana y el comportamiento de los testigos. Un análisis pre-
liminar sobre su incidencia en la toma de decisión judicial”, 
publicado en PASTOR, Daniel - ROCA, María; “”, Editorial 
Hammurabi, Buenos Aires, 2019, ps. 167/169.

(46) Para más información ver CORVALÁN, Juan G. - 
MACCHIAVELLI, Nieves, “El sesgo de los agentes conver-
sacionales”, en donde se explica que la presencia de sesgos 
(y prejuicios) en los sistemas inteligentes obedece, entre 
otros motivos, a que son entrenados con datos provenien-
tes de internet de los que absorben prácticas, prejuicios y 
estereotipos y, en ocasiones, son diseñados y desarrollados 
por equipos profesionales que no presentan la formación, 
ni la diversidad necesaria para dar una adecuada respues-
ta a esta problemática. Disponible en https://ialab.com.
ar/wp-content/uploads/2022/09/El-sesgo-de-los-Agen-
tes-Conversacionales.pdfTambién pueden consultarse los 
resultados del trabajo de investigación específico sobre 
ChatGPT en CORVALÁN, Juan G., “ChatGPT vs. GPT-4: ¿Im-
perfecto por diseño?, explorando los límites de la inteligen-
cia artificial conversacional”, en Anexos Libro ChatGPT vs 
GPT-4.pdf - Google Drive.

(47) Distinta será la situación en donde la interacción esté 
sustentada en el reconocimiento automático de voz” (Auto-
matic Speech Recognition, ASR, en inglés) y puedan tomar-
se decisiones a partir de esas entradas. Algo que ya se viene 
aplicando con el uso de Corti en Dinamarca, un sistema que 
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gunos prompts descriptivos que pueden ser utilizados como guía efectiva para obtener me-
jores respuestas por parte de la inteligencia artificial (48).

Por supuesto que el único propósito es facilitar la comunicación clara y precisa, permitien-
do así una interacción más satisfactoria con los asistentes digitales y maximizando los resul-
tados deseados en cada intercambio. En consecuencia, de ningún modo constituyen un con-
junto de pasos a seguir ni se erigen en las únicas herramientas para lograr dichos resultados.

Prompt Descripción

El tono Especificando el tono deseado (por ejemplo, formal, informal, informativo, 
persuasivo).

El formato Definiendo el formato o estructura deseado (por ejemplo, borrador, escrito, 
esquema, diálogo).

El “actuar como” Indicando un rol o perspectiva para que adopte (por ejemplo, juez/jueza, per-
sona experta, testigo).

El objetivo Estableciendo la meta o propósito que buscamos con la respuesta (por ejem-
plo, informar, persuadir, conciliar).

El contexto
Proporcionando información de fondo, datos o contexto para una generación 
más precisa del contenido (por ejemplo, “en el marco de un proceso de daños 
y perjuicios”).

Las palabras clave Enumerando las palabras clave o frases importantes que deben incluirse (por 
ejemplo, arbitrariedad, cuestión federal, admisibilidad).

Las limitaciones
Especificando restricciones, como la cantidad de palabras o caracteres (por 
ejemplo, “no emplear masculinidades en el texto”; “no más de cinco renglo-
nes” ).

Los ejemplos
Proporcionando ejemplos del estilo, estructura o contenido deseado (por 
ejemplo, “una carta documento como suelen enviarse en los casos de pre-
aviso laboral”).

La audiencia
Aclarando la audiencia objetivo para el contenido personalizado (por ejemplo, 
“redactar una citación a una entrevista para tomar contacto con una persona 
menor de edad”).

El idioma

Indicando el idioma de la respuesta, si es diferente de la solicitud (por ejem-
plo, “necesito que me traduzcas el contenido de esta “class action” al idioma 
español y que la adaptes a un modelo de demanda colectiva que se pueda 
llegar a promover en la justicia nacional argentina”).

Las citas

Solicitando la inclusión de citas o fuentes para respaldar la información (por 
ejemplo, “necesito saber qué dice la doctrina jurídica argentina respecto del 
derecho al olvido, incluyendo la fuente de esa información para poder referen-
ciarla conforme normas APA”).

Los puntos de vista

Pidiendo que se considere múltiples perspectivas u opiniones (por ejemplo, 
“necesito conocer la opinión de la Corte Suprema de Justicia Argentina sobre 
libertad de expresión, teniendo en cuenta los votos de la mayoría, la minoría y 
las opiniones personales de las juezas y los jueces que componen el órgano”).

Los 
contraargumentos

Solicitando abordar posibles contraargumentos (por ejemplo, “necesito ar-
gumentar que la lesión que sufrió mi cliente fue un accidente laboral, con-
siderando que en la contestación de la demanda pueden refutar los hechos 
alegando que es una enfermedad inculpable”).

La terminología Utilizando términos específicos de la profesión para usar o evitar (por ejem-
plo, en materia recursiva: “admisibilidad”, “suficiencia”, “procedencia”).

Las analogías

Pidiendo al modelo que utilice analogías o ejemplos para aclarar conceptos 
(por ejemplo, “necesito redactar este pasaje del escrito de expresión de agra-
vios en donde ejemplifique por qué el hecho de que la parte actora solicita 
una cosa distinta a la que incluyó en la demanda, infracciona el principio de 
congruencia”).

Nota a fallo

Protección  
del ambiente
Protección del agua. Pedido de suspensión 
de actos administrativos. Pedido de infor-
mes.

1. -	 En la acción de amparo iniciada contra 
la Provincia de Jujuy y de Salta y el Es-
tado nacional con el objeto de que se 
ordene suspender todos los actos ad-
ministrativos que promueven y autori-
zan la exploración y explotación de litio 
y borato en la Cuenca Salinas Grandes, 
la Corte Suprema considera necesario, 
en ejercicio del control encomendado 
a la justicia sobre las actividades de 
los otros poderes del Estado, la adop-

ción de las medidas conducentes que, 
sin menoscabar las atribuciones de es-
tos últimos, tiendan a sostener la ob-
servancia de la Constitución Nacional, 
más allá de la decisión que pueda re-
caer en el momento que se expida so-
bre su competencia para entender en el 
caso por vía de la instancia prevista en 
el art. 117 CN.

2. -	 El Estado nacional (Secretaría de Mi-
nería de la Nación) debe informar y 
acompañar con copia de todas las ac-
tuaciones vinculadas a la exploración 
y/o explotación de litio y borato en las 
provincias de Jujuy y Salta y las em-
presas y/o consorcios vinculados y las 
proyecciones económicas de tal acti-
vidad.

3. -	 La Provincia de Salta y la de Jujuy 
deben presentar copia de todas las 
autorizaciones de permisos de ex-
ploración y explotaciones mineras 
otorgadas por la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Desarrollo Sustenta-
ble y/o el Juzgado Administrativo de 
Minas o a la autoridad administrati-
va que haya intervenido; de las actas 
de audiencias públicas convocadas y 
celebradas a tal fin, de los recursos, 
impugnaciones, denuncias recibi-
das contra dichas autorizaciones y/o 
frente a las situaciones de permisos 
mineros; que informe detalladamen-
te y acompañe todas las actuaciones 
relativas a los aspectos ambientales 
relevados en cada uno de esos su-
puestos.

4. -	 El principio in dubio pro aqua, consis-
tente con el principio pro natura, esta-
blece que las controversias ambienta-
les y de agua deberán ser resueltas en 
los tribunales y las leyes de aplicación, 
interpretadas del modo más favorable 
a la protección y preservación de los re-
cursos de agua y ecosistemas conexos.

CS, 28/03/2023. - Comunidad Aborigen de 
Santuario de Tres Pozos y otras c. Jujuy, Pro-
vincia de y otros s/amparo ambiental.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/21666/2023]

Véase el texto completo en p. 9

Prompt Descripción

Las citas
Solicitando la inclusión de citas relevantes o declaraciones de expertos 
(por ejemplo, “necesito saber qué es el estrés postraumático y qué opinan 
las personas expertas acerca de ello”).

Las estadísticas

Fomentando el uso de estadísticas o datos para respaldar afirmaciones 
(por ejemplo, “necesito saber cuál es el tiempo de resolución de 
conflictos civiles en materia de accidentes de tránsito en la provincia 
de Córdoba —Argentina— a fin de poder usarlo como herramienta de 
negociación”).

La sensibilidad

Mencionando temas o problemas sensibles que deben tratarse con 
cuidado o evitarse (por ejemplo, “necesito redactar esta demanda de 
alimentos considerando que su texto debe tener una perspectiva de 
género”).

se utiliza en las llamadas recibidas por el teléfono de emer-
gencias en Copenhague y que es capaz de diagnosticar casos 
de paro cardíaco mediante el análisis del lenguaje verbal, el 

tono de voz y en los patrones de respiración, contrastándolos 
con los síntomas que se describen. Ver más en https://www.
europapress.es/portaltic/sector/noticia-dinamarca-prue-

ba-inteligencia-artificial-diagnostica-paros-cardiacos-lla-
madas-emergencias-20180115110110.html

(48) OpenAI ofrece algunas prácticas recomendadas 

para hacer prompt engineering con ChatGPT en https://
help.openai.com/en/articles/6654000-best-practi-
ces-for-prompt-engineering-with-openai-api

VI. Conclusiones

En la era de la inteligencia artificial y 
de los agentes conversacionales, como 
ChatGPT, las habilidades requeridas en 
diversas profesiones, especialmente en el 
campo jurídico, están cambiando de ma-
nera significativa. El trabajo que aquí se 
presenta enfatiza la emergencia de una ha-
bilidad nueva y esencial: la del legal prompt 
engineering.

Desde la teoría de los juegos de las con-
versación hemos explorado cómo las abo-
gadas y los abogados deben interactuar 
con los agentes conversacionales y cómo 
esta interacción puede ser optimizada 
para obtener la información requerida 
de forma más eficiente. La teoría nos ha 
proporcionado una visión profunda de 
cómo los diálogos se desarrollan y cómo 
los agentes conversacionales, como 
ChatGPT, pueden ser instruidos para pro-
porcionar respuestas más útiles y preci-
sas.

El papel del legal prompt engineering se 
establece como fundamental en esta nueva 
realidad. Siendo capaces de manejar y guiar 
adecuadamente la interacción con los asis-
tentes virtuales, podremos garantizar que es-
tos agentes puedan ser una herramienta útil y 
precisa para el mundo del derecho.

Sin embargo, no todo es color de rosa. La 
veracidad y actualidad de la información ge-
nerada son áreas críticas a tener en cuenta, 
debido a que las respuestas requieren preci-
sión y este tipo de asistentes pueden generar 
contenido no deseado. Es un error entregar-
se por completo a su contenido sin supervi-
sarlo.

Cuando hablamos de una nueva habili-
dad, establecimos que la interacción apro-
piada con los agentes conversacionales re-
quiere un enfoque y una comprensión simi-
lar a la que debemos emplear habitualmen-
te en nuestra profesión. Las abogadas y los 
abogados deberán formular sus preguntas y 
solicitudes de manera precisa para obtener 
la respuesta que necesitan.

En conclusión, aparece un nuevo desafío 
en el sector jurídico, propio del desarrollo de 
la tecnología y el legal prompt engineering se 
presenta como una figura esencial en esta 
nueva realidad.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1243/2023
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I. Introducción. La democracia ambiental y 
la Corte Suprema

La Corte Suprema en la sentencia del 28 de 
marzo de 2023 en “Comunidad Aborigen de 
Santuario de Tres Pozos” dicta una resolución, 
precisa elementos y establece postulados, que 
significan una importante —y trascendente— 
concreción y proyección de la democracia 
ambiental.

Se trata de una pieza jurisprudencia que 
hace latir el corazón de la democracia am-
biental como un nuevo estadio —evoluciona-
do e imprescindible— de la democracia en el 
antropoceno (1) .

Algunas de sus características básicas de 
la democracia ambiental están ligadas a los 
tres accesos que establece el Acuerdo de Es-
cazú (2), ya que “los derechos de acceso a la 
información, la participación pública y la jus-
ticia en asuntos ambientales constituyen una 
parte central de la relación entre el medio am-
biente y los derechos humanos, y son la base 
de la democracia ambiental” (3), por lo que en 
la democracia ambiental no solo es central la 
información y participación sino además el 
efectivo acceso a la justicia ambiental —tanto 
judicial como administrativa— evidenciando 
el círculo virtuoso entre derechos humanos, 
medio ambiente y derechos de acceso (4) y su 
importancia para la democracia ambiental, 
que conjuga, garantiza y concreta el fallo.

Incluso antes de Escazú, la Declaración de 
Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 
1992 “desarrolla los tres pilares tal como se co-
nocen actualmente y hace visible los tres dere-
chos de acceso para tratar los asuntos ambien-
tales. Veinte años más tarde, el documento 
de Río+20 de 2012, “El futuro que queremos”, 
exhorta en el numeral 99 a la adopción de me-
didas a nivel regional, nacional, subnacional 
y local para promover el acceso a la informa-
ción, la participación del público y el acceso a 
la justicia en los asuntos ambientales” (5).

En los puntos siguientes, luego de reseñar la 
decisión, se analizan los contenidos, enfoques 
y elementos de la sentencia que representan 
la concreción y la proyección —fuerte y deci-
dida— de la democracia ambiental.

Reconocer la relación entre derechos hu-
manos y ambiente es lo que fortalece los es-
pacios de la democracia ambiental (6). Por lo 
que se ha destacado el círculo virtuoso entre 
derechos humanos, medio ambiente y dere-
chos de acceso (7).

II. El caso y la decisión

Como uno de los datos salientes de la de-
mocracia ambiental, se observa cómo la “so-
ciedad civil y los movimientos sociales han 
adquirido cada vez mayor relevancia para 
avanzar en la transición hacia la sostenibili-
dad” (8), ya que la democracia ambiental es 
un estadio democrático que evoluciona diná-
micamente para convertirse en un dispositivo 
que se va rediseñando —continuamente— 
para, entre otras cosas, dar respuesta a lo que 
se denomina “conflicto socioambiental”, que 
“es un tipo de conflicto social cuya dinámica 
gira en torno al control y el uso de los recur-
sos naturales y el acceso a estos, así como a los 
efectos ambientales de las actividades econó-
micas” (9).

Lo recién indicado cobra importancia, por-
que ya determina que el propio caso y la de-
cisión adoptada ingresa claramente dentro de 
esos conflictos socioambientales que involu-
cran a la democracia ambiental. En efecto:

a. Se presenta como actora la Comuni-
dad Aborigen de Santuario de Tres Pozos, y 
otras comunidades indígenas que habitan 
la zona, en su carácter de afectadas direc-
tas en sus derechos a un ambiente sano, a 
la vida, al agua y a la autodeterminación y 
la Fundación Ambiente y Recursos Natura-
les (FARN), deduciendo acción de amparo 
contra la Provincia de Jujuy, la Provincia de 
Salta y el Estado Nacional, con el objeto, en-
tre otros, de que se ordene a los demandados 
suspender todos los actos administrativos 
que promueven y autorizan la exploración 
y explotación de litio y borato en la cuenca 
Salinas Grandes, que abarca ambas jurisdic-
ciones, y a realizar una gestión ambiental del 
sistema hídrico compartido por ambas pro-
vincias; también que las demandadas lleven 
adelante una gestión integral de la cuenca 
Salinas Grandes-Guayatayoc, que garantice 
el cuidado del ambiente. Además solicitan el 

dictado de una medida cautelar de no inno-
var, por la cual se ordene a ambas provincias 
abstenerse de otorgar cualquier permiso 
administrativo de cateo o exploración y ex-
plotación minera en la zona, especialmente 
las referidas a litio y borato, así como que se 
suspenda la ejecución de los permisos ya 
otorgados.

b. Finalmente la Corte “resuelve requerir: 
(I) al Estado Nacional (Secretaría de Minería 
de la Nación) que informe y acompañe copia 
de todas las actuaciones vinculadas a la ex-
ploración y/o explotación de litio y borato en 
las provincias de Jujuy y Salta y las empresas 
y/o consorcios vinculadas a las mismas y las 
proyecciones económicas de tal actividad; 
(II) a la Provincia de Salta, para que presente 
copia de todas las autorizaciones de permisos 
de exploración y explotaciones mineras otor-
gadas por la Secretaría de Medio Ambiente y 
Desarrollo Sustentable y/o el Juzgado Admi-
nistrativo de Minas o a la autoridad adminis-
trativa que haya intervenido; de las actas de 
audiencias públicas convocadas y celebra-
das a tal fin, de los recursos, impugnaciones, 
denuncias recibidas contra dichas autoriza-
ciones y/o frente a las situaciones de permi-
sos mineros; que informe detalladamente y 
acompañe todas las actuaciones relativas a los 
aspectos ambientales relevados en cada uno 
de esos supuestos; (III) a la Provincia de Jujuy, 
para que presente copia de todas las autori-
zaciones de permisos de exploración y explo-
taciones mineras otorgadas por la Secretaría 
de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable 
y/o el Juzgado Administrativo de Minas o a la 
autoridad administrativa que haya interveni-
do; de las actas de audiencias públicas con-
vocadas y celebradas a tal fin, de los recursos, 
impugnaciones, denuncias recibidas contra 
dichas autorizaciones y/o frente a las situacio-
nes de permisos mineros; que informe deta-
lladamente y acompañe todas las actuaciones 
relativas a los aspectos ambientales relevados 
en cada uno de esos supuestos. (…) Asimis-
mo, para su cumplimiento, se fija un plazo de 
treinta (30) días”.

Con relación a esto último: la decisión de 
la Corte significa —e implica— una innega-
ble y fuerte efectivización y una amplia —y 
dinámica— proyección de la información 

ambiental. Por ello, antes de reseñar los ele-
mentos y contenidos del fallo, se realizan 
algunas consideraciones relativas a la infor-
mación ambiental.

III. La información ambiental

Se ha afirmado que la información ambien-
tal resulta ser un “presupuesto” indispensable 
de la eficaz tutela ambiental (10) para el dis-
frute de derechos relativos a la cuestión am-
biental, como el derecho a la salud (11), y “para 
la plena y correcta actuación de los demás 
principios constitucionales” (12).

De tal manera la información en materia 
ambiental “adquiere una relevancia notable... 
es un requisito previo e imprescindible para 
la participación ciudadana, ya que quien no 
cuente con información o sea informado de 
manera inexacta o parcial no tendrá la posi-
bilidad de participar de manera adecuada y 
en igualdad de condiciones en un proceso de 
toma de decisiones. De igual forma su impor-
tancia también reside en que se constituye 
como un requisito previo para el ejercicio de 
defensa de otros derechos, principalmente los 
que hacen a la protección del ambiente” (13) 
y además “opera de bisagra para hacer verda-
deros los restantes cuadrantes en que vive y se 
desenvuelve la participación” (14).

Es por ello que “el Estado asume, en orden 
a la información, dos deberes: uno, recolec-
tarla y procesarla debidamente, es decir, el 
Estado debe informarse él mismo, lo cual 
presupone —entre otras muchas cosas— 
una vigilancia y un control permanente para 
conocer las situaciones real o potencialmen-
te riesgosas o dañinas; el otro deber consis-
te en suministrar y difundir la información 
acumulada y actualizada, todo ello de modo 
eficaz y constante” (15).

Resulta clara, por lo que así se entiende la 
obligación del Estado de “recopilar y procesar 
información ambiental a los efectos de poner-
la a disposición de la comunidad” (16) siendo 
Escazú un insumo normativo de privilegiado 
rango para definir la noción, el peso, la impor-
tancia y el alcance de la información ambien-
tal que queda regida consecuentemente por “el 
principio de máxima publicidad” (17).

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) PEÑA CHACÓN, Mario, “Sentencias ambienta-

les en el Antropoceno. Análisis del amparo en revisión 
54/2021 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación de México”, RDAmb Nro. 71 p. 257, lo define 
como el “Término utilizado para designar la era geológica 
actual que se distingue por el papel central que desem-
peña la humanidad para propiciar significativos cambios 
geológicos. Fue propuesto en el año 2000 por el Nobel 
de Química, Paul Crutzen, y se refiere a la época en que 
los humanos sustituyeron a la naturaleza como la fuerza 
ambiental dominante en la Tierra, siendo que su acción ya 
marcó el estrato geológico” con cambios ambientales muy 
negativos que fueron ya anticipados con gran precisión a 
principios de la década del ‘70 por el Club de Roma en los 
“Límites del crecimiento”, ver al respecto MEADOWS, Den-
nis, et al., “Los límites del crecimiento”, Fondo de Cultura 
Económica, México, 1985.

(2) Nos referimos al Acuerdo Regional sobre el Acceso a 
la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Jus-
ticia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe 
aprobado en Argentina por ley 27.566 que en su artículo 1 
establece: “El objetivo de presente Acuerdo es garantizar la 
implementación plena y efectiva en América Latina y el Ca-
ribe de los derechos de acceso a la información ambiental, 

participación pública en los procesos de toma de decisio-
nes ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambien-
tales, así como la creación y el fortalecimiento de las capa-
cidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del 
derecho de cada persona, de las generaciones presentes y 
futuras, a vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo 
sostenible”. 

(3) NÁPOLI, Andrés, “El acceso a información y la par-
ticipación en procesos de toma de decisiones ambien-
tales a 20 años de la Ley General del Ambiente”, LA LEY 
29/11/2022, 4, TR LALEY AR/DOC/3434/2022

(4) Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL), “Acceso a la información, la participación y la jus-
ticia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe: 
hacia el logro de la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible (LC/TS.2017/83)”, 2018, p. 27.

(5) Como se explica en “El Acuerdo de Escazú sobre de-
mocracia ambiental y su relación con la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible”, Alicia Bárcena, Valeria Torres, 
Lina Muñoz Ávila, editoras, Bogotá, Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL), Universidad del 
Rosario, 2021, p. 44.

(6) “El Acuerdo de Escazú sobre democracia ambiental y 
su relación con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sosteni-
ble”, Alicia Bárcena, Valeria Torres, Lina Muñoz Ávila, edito-

ras, Bogotá, Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL), Universidad del Rosario, 2021, p. 283.

(7) Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL), “Acceso a la información, la participación y la jus-
ticia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe: 
hacia el logro de la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible (LC/TS.2017/83)”, 2018, p. 27

(8) “El Acuerdo de Escazú sobre democracia ambiental y 
su relación con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sosteni-
ble, Alicia Bárcena, Valeria Torres, Lina Muñoz Ávila, edito-
ras, Bogotá, Comisión Económica para América Latina y el 
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También la información pública ambien-
tal “es clave para el ejercicio activo de los 
derechos ambientales. (…) Por lo que no 
se puede actuar ni participar, si no se sabe 
y no se sabe, si no se puede acceder a los 
mecanismos de obtención de la informa-
ción pública ambiental” (18), por lo que ga-
rantizarla es “fundamental para la efectiva 
defensa del medio ambiente” (19), por lo 
que resulta indudable que el ejercicio del 
derecho a un ambiente sano, establecido 
por el art. 41 CN, requiere de la posibilidad 
cierta de acceder a la información ambien-
tal” (20) como se ha determinado jurispru-
dencialmente (21).

La información ambiental aparece, en-
tonces, como esencial e imprescindible para 
una correcta, oportuna y eficaz acción de 
protección real del ambiente, al punto que, 
de no verificarse, muy difícilmente podrá 
existir una verdadera y efectiva protección 
ambiental (22).

Por esto la información ambiental para 
ser tal —para ser verdadera información 
ambiental— debe ser clara, accesible (23) y 
veraz (24), y debe abastecer exigencias in-
eludibles como la corrección, la objetividad, 
la organización de los datos, la independen-
cia del organismo que la recolecta y brinda, 
la seguridad de la continuidad del fluir de 
datos, la completividad de los datos, la fácil 
comprensión, la fiabilidad y la tempestivi-
dad (25) y debe estar actualizada de modo 
“permanente” (26).

IV. La democracia ambiental en la sentencia 
de la Corte Suprema

El fallo de la Corte Suprema, como hemos 
venido indicando, tanto por lo que decide 
como por las premisas y postulados que an-
teceden esa decisión: encauza, concreta, de-
sarrolla, tanto como profundiza y proyecta, 
la democracia ambiental.

Precisar los elementos del fallo que ponen 
eso en evidencia es lo que resta. Tarea que 
acometemos en este punto.

Con ese fin, en primer lugar, debe mencio-
narse el amplio, abarcativo, incisivo y preci-
so contenido de la información ambiental 
que se requiere en la decisión del Maximo 
Tribunal.

Se destaca que:

1. No solo requiere que el Estado Nacional 
“informe”, sino también que “acompañe co-
pia” de “todas” las actuaciones vinculadas a 
la exploración y/o explotación de litio y bo-
rato en las provincias de Jujuy y Salta

2. Se avanza sobre los sujetos privados que 
obtendrán ganancias económicas de esas 
actividades y cuáles serían esas ganancias, al 
pedir que el Estado Nacional informe sobre 
“las empresas y/o consorcios vinculados a 
las mismas” y se agrega “y las proyecciones 
económicas de tal actividad”,

3. Dispone que las provincias: 3.a. “pre-
sente (n) copia” de “todas” las “autorizacio-
nes de permisos” de exploración y explota-
ciones mineras otorgadas por cada una de 
las provincias de Jujuy y Salta; 3.b. presenten 
“actas de audiencias públicas convocadas y 
celebradas”; 3.c. presenten “recursos, im-
pugnaciones, denuncias recibidas contra 
dichas autorizaciones y/o frente a las situa-
ciones de permisos mineros”.

4. Agrega un pedido que abarca, y englo-
ba, todo lo que podría quedar fuera de esas 
requisitorias, cuando pide que las provincias 
informen “detalladamente” y “acompañen” 
todas las actuaciones relativas a los aspectos 
ambientales relevados en cada uno de esos 
supuestos.

5. Otorga un plazo sumamente acotado de 
30 días “para su cumplimiento”.

El fallo concreta, profundiza, proyecta 
y desarrolla los elementos de una eficaz, 
real, decididamente ampliada y profundi-
zada —y, por ende, evolucionada— infor-
mación ambiental propia de la democracia 
ambiental.

Claramente la decisión concreta “La 
obligación de transparencia activa, para 
suministrar información completa, com-
prensible y accesible, (que) es uno de los 
elementos de prevención de conflictos so-
cioambientales y de formación de una ciu-
dadanía activa, necesaria para la democra-
cia ambiental” (27).

Y se potencia aún más esa democracia 
ambiental por la acentuada protección a 
los vulnerables (28), determinando eficaz-
mente “una mayor rendición de cuentas de 
los Gobiernos, aportando legitimidad y for-
taleciendo los niveles de transparencia. To-
dos estos elementos son importantes para 
la ciudadanía en general. El mayor reto en 
la región es el de la inclusión y la conside-
ración de las personas que se encuentran 
en situación de vulnerabilidad, que es uno 
de los ejes transversales de protección en el 
Acuerdo de Escazú” (29) (30).

También aborda la decisión un rol preven-
tivo-ambiental esencial que incluye también 
a los privados —al disponer que el Estado 
Nacional informe sobre “las empresas y/o 

consorcios vinculadas a las mismas”—, ele-
mentos imprescindibles de una democracia 
ambiental en la medida que “para prevenir 
y mitigar los conflictos socioambientales, es 
preciso incrementar las medidas tendientes 
a generar información y difundirla y promo-
ver instancias de relacionamiento tempra-
nas entre los proponentes de proyectos de 
inversión y la población directa o indirecta-
mente afectada” (31).

Sumado a esto último resulta de gran im-
portancia incluir expresamente “las proyec-
ciones económicas de tal actividad”, como 
parte de lo que debe ser informado con rela-
ción a los sujetos privados.

Esta exigencia de la información ambien-
tal resulta sumamente significativa y de un 
peso e importancia enorme para la demo-
cracia ambiental por varios motivos, como 
por el concepto de externalidades en la me-
dida que “la noción de externalidad negati-
va o costo social de la conducta individual 
(que) ha sido un aporte fundamental para el 
ambientalismo” (32).

Nos hallamos en una época histórica de-
finida por “una filosofía arrolladoramente 
predominante, la del mercado” (33) y que 
“la ciencia económica no tiene ninguna 
respuesta convincente, ante la crítica eco-
lógica que puede resumirse en una pala-
bra: la inconmensurabilidad” (34). De tal 
manera, como parte central de la democra-
cia ambiental no puede soslayarse en abso-
luto que “la nueva cultura ecológica pone 
en discusión poderosos intereses econó-
micos” (35) y determina que debe incorpo-
rarse al razonamiento a las generaciones 
futuras (36).

Cobra paralelamente importancia in-
eludible en ese análisis la noción de sus-
tentabilidad en la medida que “expresa un 
concepción humanista y antimercantilis-
ta” (37). El enfoque desde la sustentabili-
dad resulta entonces clave y se halla uni-
do a lo económico —a las “proyecciones 
económicas de tal actividad” en la senten-
cia—, recordando que la la sustentabilidad 
“es una filosofía de la responsabilidad y del 
límite, de la autolimitación de los huma-
nos” (38).

Como se observa, la decisión de la senten-
cia encauza, concreta y proyecta elementos 
de la democracia ambiental para las genera-
ciones presentes y futuras.

A esto se suma que además —previamen-
te a esa decisión— la sentencia establece y 
desarrolla enfoques, directrices, premisas y 
postulados de enorme peso e importancia 

que, al igual que la decisión, concretan y de-
sarrollan la democracia ambiental.

Una sistematización de esos contenidos 
del fallo, propios de la democracia ambien-
tal, sería el siguiente:

- Unidad e interdependencia del sistema: 
se destaca la unidad del sistema integral eco-
lógico o ambiental, resaltándose también la 
noción de interdependencia de las diversas 
partes que lo componen.

- Necesidad de comprensión ampliada o 
amplia: pues la unidad e interrelación deter-
mina la necesidad de una compresión am-
plia de las complejidades de las situaciones 
que se pueden generar.

- Dos territorialidades en el mismo espacio: 
operan dos territorialidades, la ambiental y la 
federal, que responden a diferentes factores

- La relevancia constitucional de la protec-
ción ambiental.

- Determinante atención al cambio gene-
rado por la normativa ambiental de los últi-
mos años.

- Mutación: del antropocentrismo a un 
modelo ecocéntrico.

- Superación de una visión que solo repa-
ra en la utilidad privada de la persona, o la 
utilidad pública, con la consecuente emer-
sión de los intereses del sistema ambiental. 
Se supera la visión y la proyección reducida 
a intereses de las personas en su versión pri-
vada o estadual.

- Límite a la tecnología disponible.

- Límite a la apropiación humana del am-
biente en función de necesidades del humano.

- Necesidad de considerar el principio in 
dubio pro natura e in dubio pro aqua

- Interpretación —de las leyes—:la que sea 
más favorable al ambiente.

- Priorizar medidas ambientales condu-
centes frente a cuestiones clásicas jurídicas, 
como la competencia.

Estos fundamentos de la sentencia —al 
igual que la decisión adoptada— establecen, 
diagraman y proyectan la noción de demo-
cracia ambiental, para las generaciones pre-
sentes y futuras.
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Buenos Aires, marzo 28 de 2023.

Considerando: 

1º) Que la Comunidad Aborigen de San-
tuario de Tres Pozos, y el resto de las comu-
nidades indígenas que se individualizan en 
el escrito de inicio y que habitan la zona, en 
su carácter de afectadas directas en sus de-
rechos a un ambiente sano, a la vida, al agua 
y a la autodeterminación (art. 75, inc. 17 de 
la Constitución Nacional y Convenio 169 de 
la OIT), y la Fundación Ambiente y Recursos 
Naturales (FARN), deducen acción de ampa-
ro contra la Provincia de Jujuy, la Provincia 
de Salta y el Estado Nacional con el objeto de 
que (a) se ordene a los demandados suspen-
der todos los actos administrativos que pro-
mueven y autorizan la exploración y explo-
tación de litio y borato en la Cuenca Salinas 
Grandes que abarca ambas jurisdicciones 
y a realizar una gestión ambiental conjunta 
de la Cuenca Hídrica Salinas Grandes, a fin 
de prevenir el daño grave e irreversible que 
provocará la minería de litio y borato en el 
sistema hídrico compartido por ambas pro-
vincias; (b) que las demandadas lleven ade-
lante una gestión integral de la cuenca Sa-
linas Grandes-Guayatayoc que garantice el 
cuidado del ambiente; (c) que se efectúe una 
línea de base de la cuenca y luego la Evalua-
ción de Impacto Ambiental adecuadas para 
el ecosistema y la actividad en cuestión, que 
deberá ser acumulativa para cada petición 
de exploración minera en la superficie de la 
zona; o adoptar las medidas que el Tribunal 
estime necesarias y suficientes para proteger 
el ambiente.

Asimismo piden la conformación de un 
comité de expertos independientes, con 
participación de especialistas a designar 
por las partes, que estudien con un enfoque 
ecosistémico de hidrología, la biodiversidad 
y los aspectos socioculturales de la Cuenca 
Salinas Grandes-Guayatayoc y establezcan 
una línea de base de la cuenca y determinen 
los posibles impactos en el ambiente físico, 
social y cultural de la minería de litio en sus 
diferentes técnicas y con variables de inten-
sidad.

Adicionalmente solicitan el dictado de 
una medida cautelar de no innovar por la 
cual se ordene a ambas provincias abstener-
se de otorgar cualquier permiso adminis-
trativo de cateo o exploración y explotación 
minera en la zona de riesgo en cuestión, es-
pecialmente las referidas a litio y borato, así 
como también que se suspenda la ejecución 
de los permisos ya otorgados, hasta tanto se 
dicte sentencia definitiva en autos.

Peticionan también que se declare la in-
constitucionalidad de los arts. 4º, 5º, 13, 
incs. 2 y 4 y ss. de la ley 26.854 (medidas cau-
telares en las que es parte el Estado Nacio-
nal).

2º) Que fundan su pretensión en los 
arts. 16, 41, 43, 75, incs. 17 y 18 de la Cons-
titución Nacional, en los instrumentos in-
ternacionales de derechos humanos con 
jerarquía constitucional enunciados en el 
inc. 22 de ese precepto, en el Convenio 169 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes de la OIT y la Ley 25.675 Ge-
neral del Ambiente.

3º) Que demandan a las provincias de Sal-
ta y Jujuy, en primer lugar, por ser las titula-
res de las jurisdicciones afectadas pero, ade-
más, por ser quienes han autorizado permi-
sos para la exploración y explotación de litio 
y borato en la zona.

En ese marco, afirman que las autorida-
des y las empresas involucradas no realizan 
una adecuada evaluación de los impactos 

ambientales, carecen de línea de base de 
la cuenca, no consideran la acumulación 
de proyectos ni la unicidad del recurso, de 
manera que se avanza con la actividad sin 
previsiones ambientales y tampoco se ha 
implementado una gestión integral de la 
cuenca, todo lo cual lesiona, restringe, al-
tera y amenaza, con arbitrariedad e ilegali-
dad manifiesta, los derechos a un ambiente 
sano, a la vida, al agua y a la autodetermi-
nación.

A su vez, dirigen su demanda contra el Es-
tado Nacional debido a la presunta conducta 
omisiva en que incurrió, a través del Ministe-
rio del Interior, Obras Públicas y Vivienda - 
Secretaría de Infraestructura y Política Hídri-
ca, que es el encargado de la coordinación e 
implementación del Plan Nacional del Agua 
en todo el territorio nacional y quien incum-
plió los deberes a su cargo de garantizar la 
efectividad y ejercicio de los derechos de los 
pueblos indígenas.

4º) Que señalan que la Cuenca Salinas 
Grandes presenta una superficie de 17.522 
km2 y se extiende desde el sur de San Anto-
nio de los Cobres, en la Provincia de Salta, 
hasta el Norte de Abra Pampa, en la Provin-
cia de Jujuy, por lo que ambas comparten 
la cuenca hídrica Salinas Grandes-Guaya-
tayoc, cuenca endorreica cuyos ríos y arro-
yos alimentan el humedal de altura llamado 
Salinas Grandes y la laguna de Guayatayoc, 
salar en el que se halla “el oro blanco del si-
glo XXI”: litio.

De acuerdo con lo planteado por la ac-
tora, estaría en cuestión un recurso natural 
interjurisdiccional y, según la ley 25.688 de 
Recursos Hídricos, ambas provincias deben 
establecer una gestión conjunta, integral de 
toda la cuenca, pues su art. 4º crea los co-
mités de cuencas hídricas con la misión de 
asesorar a la autoridad competente en ma-
teria de recursos hídricos y colaborar en la 
gestión ambientalmente sustentable de las 
cuencas hídricas.

Agregan que “...para que sea posible esa 
gestión Integral adecuada, para que sea po-
sible la autorización de cualquier proyecto 
de minería de litio es necesario primero 
contar con una línea de base de la cuen-
ca, estudiar de forma exhaustiva el siste-
ma hidrológico, y comprender las posibles 
conexiones que existan entre las cuencas, 
sus unidades secundarias y los acuíferos 
que las alimentan. Esta línea de base debe 
servir para comprender como ha estado 
funcionando este ecosistema, y cual podría 
ser potencialmente el impacto de las activi-
dades mineras, incluyendo las particulari-
dades del ecosistema así como las técnicas 
empleadas, y no solamente repetir el tipo 
de información que se utilizó para otros 
proyectos de minería”.

Señalan que, sin perjuicio de las caracte-
rísticas propias de cada cuenca, esta activi-
dad ya se está llevando a cabo en la cuenca 
de Olaroz, arrojando como resultado —se-
gún un estudio que acompañan—, que la ex-
tracción de litio está reduciendo los acuífe-
ros dulces de la mencionada cuenca, dado 
que al bajar el agua salada debajo del salar, 
el agua dulce penetra y se saliniza.

Hacen referencia a la disparidad en la 
regulación de la protección del mismo re-
curso, que exigiría el tratamiento de forma 
suprajurisdiccional de las evaluaciones de 
impacto ambiental.

Finalmente, destacan la inexistencia de 
instancias de participación ciudadana pre-
vias al otorgamiento de cualquier autoriza-
ción, diferentes de la consulta a los pueblos 
originarios, por lo que cualquier permiso 
concedido resultaría inválido.

5º) Que afirman que la afectación al am-
biente que se busca prevenir, en caso de 

producirse, configurará una violación a 
otros derechos humanos fundamentales, 
tales como el agua, la salud, la dignidad, la 
vida y la autodeterminación, además de la 
protección al humedal que se encuentra en 
la zona.

6º) Que esta Corte ha resaltado la impor-
tancia de las cuencas hídricas diciendo que 
es la unidad que comprende al ciclo hidro-
lógico en su conjunto, ligado a un territorio 
y a un ambiente en particular; se trata de un 
sistema integral que se refleja en la estrecha 
interdependencia entre las diversas par-
tes del curso de agua y que la comprensión 
amplia de las complejas situaciones que los 
conflictos alrededor de la gestión de una 
cuenca hídrica pueden generar, demanda 
conjugar la territorialidad ambiental, que 
responde a factores predominantemente 
naturales (como el que demarca la extensión 
de la cuenca hídrica) con la territorialidad 
federal, que expresa una decisión predomi-
nantemente histórica y cultural (aquella que 
delimita las jurisdicciones espaciales de los 
sujetos partícipes del federalismo argenti-
no); la relevancia constitucional que la pro-
tección ambiental y el federalismo tienen en 
nuestro país y que exige emprender una ta-
rea de “compatibilización”, que no es una ta-
rea “natural” (porque ello significaría “obli-
gar” a la naturaleza a seguir los mandatos 
del hombre) sino predominantemente “cul-
tural” (Fallos: 342:2136; 343:603; 340:1695).

7º) Que la regulación jurídica del agua ha 
cambiado sustancialmente en los últimos 
años. La visión basada en un modelo antro-
pocéntrico, puramente dominial que solo 
repara en la utilidad privada que una perso-
na puede obtener de ella o bien en la utilidad 
pública que restringe a la actividad del Esta-
do, ha mutado hacia un modelo eco-céntri-
co o sistémico ya que el paradigma jurídico 
actual que ordena la regulación del agua no 
tiene en cuenta solamente los intereses pri-
vados o estaduales, sino los del mismo sis-
tema, como bien lo establece la Ley General 
del Ambiente. Para la Constitución Nacional 
el ambiente no es un objeto destinado al ex-
clusivo servicio del hombre, apropiable en 
función de sus necesidades y de la tecno-
logía disponible, tal como aquello que res-
ponde a la voluntad de un sujeto que es su 
propietario. Ello surge del art. 41 de la Nor-
ma Fundamental argentina, que al proteger 
al ambiente permite afirmar la existencia de 
deberes positivos en cabeza de los particu-
lares y del Estado. En el derecho infracons-
titucional se desarrollan estos deberes en la 
Ley General del Ambiente y en el Cód. Civ. y 
Com. de la Nación de modo coherente, tanto 
en el ámbito público como privado (Fallos: 
340:1695).

8º) Que los jueces deben considerar el 
principio in dubio pro natura que establece 
que en caso de duda, todos los procesos ante 
tribunales, órganos administrativos y otros 
tomadores de decisión deberán ser resueltos 
de manera tal que favorezcan la protección 
y conservación del medio ambiente, dando 
preferencia a las alternativas menos perjudi-
ciales y no se emprenderán acciones cuando 
sus potenciales efectos adversos sean des-
proporcionados o excesivos en relación con 
los beneficios derivados de los mismos (Fa-
llos: 342:1203).

Especialmente el principio in dubio pro 
aqua, consistente con el principio in dubio 
pro natura, que en caso de incerteza, esta-
blece que las controversias ambientales y de 
agua deberán ser resueltas en los tribunales, 
y las leyes de aplicación interpretadas del 
modo más favorable a la protección y pre-
servación de los recursos de agua y ecosis-
temas conexos (UICN. Octavo Foro Mundial 
del Agua. Brasilia, Declaration of Judges on 
Water Justice. Brasilia, 21 de marzo de 2018).

9º) Que por ello y ante los hechos que se 
denuncian, el Tribunal considera necesa-

rio en ese marco —en ejercicio del control 
encomendado a la justicia sobre las activi-
dades de los otros poderes del Estado—, la 
adopción de las medidas conducentes que, 
sin menoscabar las atribuciones de estos 
últimos, tiendan a sostener la observancia 
de la Constitución Nacional, más allá de la 
decisión que pueda recaer en el momento 
que se expida sobre su competencia para 
entender en el caso por vía de la instancia 
prevista en el art. 117 de la Constitución 
Nacional (conf. causas “Salas, Dino”, Fallos: 
331:2925; CSJ 175/2007 (43-V)/CS1 “Vargas, 
Ricardo Marcelo c. San Juan, Provincia de y 
otros s/ daño ambiental”, sentencia del 24 de 
abril de 2012).

Ello es así, pues le corresponde al Poder 
Judicial de la Nación buscar los caminos que 
permitan garantizar la eficacia de los dere-
chos, y evitar que estos sean vulnerados, 
como objetivo fundamental y rector a la hora 
de administrar justicia y de tomar decisiones 
en los procesos que se someten a su conoci-
miento. No debe verse en ello una intromi-
sión indebida del Poder Judicial cuando lo 
único que hace es tender a tutelar derechos, 
o suplir omisiones en la medida en que di-
chos derechos pueden estar lesionados (Fa-
llos: 328:1146).

10) Que de tal manera, el Tribunal como 
custodio que es de las garantías constitucio-
nales, y con fundamento en la Ley General 
del Ambiente, en cuanto establece que “el 
juez interviniente podrá disponer todas las 
medidas necesarias para ordenar, conducir 
o probar los hechos dañosos en el proceso, 
a fin de proteger efectivamente el interés ge-
neral” (art. 32, ley 25.675), ordenará las me-
didas que se disponen en la parte dispositiva 
de este pronunciamiento.

Por ello, oída en esta instancia la señora 
Procuradora Fiscal, sin perjuicio de lo que 
en definitiva se decida, se resuelve requerir: 
(I) al Estado Nacional (Secretaría de Mine-
ría de la Nación) que informe y acompañe 
copia de todas las actuaciones vinculadas a 
la exploración y/o explotación de litio y bo-
rato en las provincias de Jujuy y Salta y las 
empresas y/o consorcios vinculadas a las 
mismas y las proyecciones económicas de 
tal actividad; (II) a la Provincia de Salta, para 
que presente copia de todas las autorizacio-
nes de permisos de exploración y explota-
ciones mineras otorgadas por la Secretaría 
de Medio Ambiente y Desarrollo Sustenta-
ble y/o el Juzgado Administrativo de Minas 
o a la autoridad administrativa que haya in-
tervenido; de las actas de audiencias públi-
cas convocadas y celebradas a tal fin, de los 
recursos, impugnaciones, denuncias recibi-
das contra dichas autorizaciones y/o frente 
a las situaciones de permisos mineros; que 
informe detalladamente y acompañe to-
das las actuaciones relativas a los aspectos 
ambientales relevados en cada uno de esos 
supuestos; (III) a la Provincia de Jujuy, para 
que presente copia de todas las autorizacio-
nes de permisos de exploración y explota-
ciones mineras otorgadas por la Secretaría 
de Medio Ambiente y Desarrollo Sustenta-
ble y/o el Juzgado Administrativo de Minas 
o a la autoridad administrativa que haya in-
tervenido; de las actas de audiencias públi-
cas convocadas y celebradas a tal fin, de los 
recursos, impugnaciones, denuncias recibi-
das contra dichas autorizaciones y/o frente 
a las situaciones de permisos mineros; que 
informe detalladamente y acompañe todas 
las actuaciones relativas a los aspectos am-
bientales relevados en cada uno de esos su-
puestos.

En todos los casos, deberá acompañar co-
pia autenticada de las actuaciones produci-
das y la documentación relacionada. Asimis-
mo, para su cumplimiento, se fija un plazo 
de treinta (30) días. Para su comunicación, 
líbrense los oficios pertinentes. — Horacio 
D. Rosatti. — Juan C. Maqueda. — Ricardo 
L. Lorenzetti.

Texto completo de fallo de p. 6
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Jurisprudencia
Medidas cautelares
Rehabilitación de CUIT. Fiscalización que 
concluye que se trata de un sujeto generador 
de crédito fiscal ilegítimo. Ausencia de vero-
similitud del derecho.

1. -	 La medida innovativa articulada con el 
objeto de que se ordene la inmediata re-
habilitación de la CUIT debe ser recha-
zada, pues no se encuentra configura-
do con la entidad suficiente el recaudo 
de la verosimilitud del derecho necesa-
rio. La limitación de la CUIT de la actora 
obedece a su inclusión previa en la base 
E-APOC sustentada en la Resolución Ge-
neral 3832/2016 (AFIP). En el marco de 
la fiscalización que se llevó adelante se 
concluyó que aquella era un sujeto ge-
nerador de crédito fiscal ilegítimo al no 
constatarse a través de las acciones de 
fiscalización realizadas elementos con-
cretos que respalden las operaciones 
facturadas. [1]

2. -	 La concesión de la medida cautelar —en 
el caso, la rehabilitación de CUIT— anti-
ciparía el resultado final del juicio, lo que 
contraría la finalidad propia de este insti-
tuto procesal. Esto así, ya que la determi-
nación de la verosimilitud del derecho en 
autos requiere de un riguroso escrutinio 
jurídico, el cual, al ser omitido en la con-
cesión de la cautelar, conduciría a una re-
solución anticipada del pleito sin haber 
agotado previamente la sustanciación de 
la causa.

3. -	 Más allá de la invocación del supuesto 
agravio constitucional, las consecuen-
cias que podrían derivar en perjuicio de 
la parte actora se circunscriben exclusi-
vamente al ámbito patrimonial y que, en 
caso de que la decisión final del proceso 
determine que la actividad estatal des-
plegada ha resultado en un daño injusti-
ficado para sus intereses, podrá obtener 
una reparación adecuada de los perjui-
cios que eventualmente pueda causarle 
el proceder de la demandada por el me-
dio procesal idóneo.

CFed. Posadas, 13/03/2023. – Batista Dos 
Santos, Rosa c. AFIP-DGI s/ Incidente. 

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/20154/2023]

Jurisprudencia vinculada

[1] Ver también. Entre otros: Cámara Federal 
de Apelaciones de Posadas, “Decoud, Na-
hir Xiomara c. AFIP s/ Impugnación de acto 
administrativo”, 17/09/2021, TRLALEY AR/
JUR/154893/2021

Costas

A la actora perdidosa (art. 68 Cód. Proc. Civ. 
y Com.).

2ª Instancia.- Posadas, marzo 13 de 2023.

Vistos: 1) Que en fecha 19/05/2022 la Sra. 
Rosa Batista Dos Santos —por intermedio de 
su apoderado— interpone demanda con-
tenciosa administrativa contra la Resolución 
AFIP Nº 2/2022 (DT OBER) mediante la cual 
se rechazó el reclamo de la suspensión de la 
CUIT de la actora y su exclusión de la base 
e-apoc y solicita que se declare la nulidad 
del referido acto administrativo.

En forma complementaria, requiere medi-
da innovativa contra los efectos de la Reso-

lución Nº 2/2022 (DT OBER) y solicita se or-
dene la inmediata rehabilitación de la CUIT 
a fin de garantizar su derecho de ejercer el 
comercio en los términos del art. 14 CN.

En esa misma oportunidad, relató la acto-
ra que se desempeña como responsable titu-
lar de una empresa unipersonal para inter-
venir en la cosecha e intermediación de hoja 
verde de yerba mate y que se encuentra ins-
cripta como productora, comercializadora y 
prestadora del servicio de cosecha de yerba 
mate ante el INYM desde mayo de 2010.

Que del relato de los hechos, surge que a 
raíz de investigaciones realizadas por AFIP, 
se sugirió verificar a través de una fiscaliza-
ción ordinaria las operaciones de compras y 
ventas exteriorizadas en las DDJJ del IVA de 
la Sra. Batista.

Que en julio de 2019 se da inicio a la ins-
pección con el objeto de fiscalizar las obli-
gaciones y períodos correspondientes al IVA 
desde octubre de 2015 al mes de abril de 
2016 y por ello fue recibiendo distintas de 
visitas de AFIP.

Que de las inspecciones se tuvo como re-
sultado que la actora desconocía el monto 
que facturó en los períodos 2015-2016, como 
así también los kilogramos de hoja verde 
que operó, lo cual se contradecía con el con-
tenido de las actas de inspección.

Que luego de estas observaciones, la Sra. 
Batista se presentó el 22/02/2022 a las ofici-
nas de la AFIP en Posadas (AFIP) a dar expli-
caciones y planteó recurso en los términos 
del art. 35 inc. h) de la ley 11.683, lo que lue-
go concluyó con la inclusión de la actora en 
la BASE E-APOC.

Que esta inclusión, publicada ya en fecha 
31/03/2020, limitó el uso de la CUIT de la ac-
tora en los términos de la RG AFIP 3832/16 
por estar comprendida dentro de la Base de 
Contribuyentes NO Confiables y en atención 
a ello es que solicita de la medida cautelar 
innovativa de rehabilitación de la CUIT.

2) En fecha 13/10/2022 el magistrado que 
nos antecede rechazó la medida cautelar in-
novativa planteada por la actora y le impuso 
las costas a la misma.

Para así decidir, el juez analizó los re-
caudos necesarios para la procedencia de 
las medidas cautelares y así, en cuanto a la 
verosimilitud del derecho, destacó que la 
administración demandada había efectua-
do un estudio pormenorizado de la situa-
ción fiscal de la actora y fundado en ello, 
concluyó que correspondía incorporar a la 
Sra. Batista en la base de contribuyentes no 
confiables. En consecuencia, entendió que 
no se había podido revertir la presunción 
de legitimidad que contiene la actividad 
administrativa.

Agregó que tampoco se acreditó que haya 
sido cumplido el requisito de agotamiento 
de la vía administrativa y que con ello habría 
consentido el dictado de la resolución que 
pretende atacar.

Por ello concluyó que de las pruebas in-
corporadas a la causa no se apreciaba con 
claridad necesaria el requisito de la verosi-
militud del derecho para este tipo de medi-
das.

Por otro lado, en relación al peligro en la 
demora, tampoco advirtió el magistrado que 
esté cumplido el requisito.

Destacó que de las manifestaciones de la 
propia actora surge que su inclusión en la 
base E-APOC se publicó el 31/03/2020 y que 

recién el 10 de febrero del 2022 se presentó a 
las oficinas de la demandada y solicitó cam-
bio de identificación tributaria CUIT, por lo 
que no se comprende cómo podría afectarla 
desde la óptica del requisito de Peligro en la 
Demora.

Señaló además que lo que se pretende con 
el dictado de la cautelar es de idéntico objeto 
que la pretensión de fondo que tramita en el 
presente expediente, situación también re-
ñida con el art. 3º, punto 4º de la Ley 26.854.

Por todo ello, consideró que no estaban 
dados los presupuestos para disponer el le-
vantamiento temporal de la inhabilitación 
de la CUIT peticionada como medida caute-
lar innovativa.

3) Contra la resolución del juez, en fecha 
19/10/2022, el apoderado de la actora inter-
pone recurso de reposición con apelación en 
subsidio y expresa agravios.

En su memorial, realiza una síntesis de los 
antecedentes de la causa y en primer lugar 
dice agraviarse de la omisión del represen-
tante de la AFIP de aclarar en su informe que 
las limitaciones contempladas en el art. 6º 
de la R.G. 3832/16 exceden el carácter de 
medidas preventivas tendientes a evitar la 
consumación de maniobras de evasión tri-
butaria y sostiene que en definitiva consti-
tuyen vías de hecho por resultar lesivas de 
los derechos de trabajar, propiedad, debido 
proceso y razonabilidad.

Agrega que el propósito que perseguía 
la Sra. Batista era obtener una determina-
ción que pudiera ser consolidada en el plan 
de facilidades de pago establecido por la 
Ley 27.562, pero que el rechazo de AFIP le ha 
impedido a la actora a contar con una deter-
minación de la pretensión fiscal a los fines 
de regularizar dichos conceptos e importes.

Por otro lado, le agravia que se afirme que 
el objeto de la cautelar resulte idéntico al ob-
jeto de la demanda, ya que el objeto que se 
persigue a través de la demanda es obtener 
un pronunciamiento que declare la nulidad 
de la Resolución 2/2022 (DT OBER) y que 
con el dictado de la medida se pretende un 
pronunciamiento contra los efectos del acto 
administrativo atacado.

En ese sentido manifiesta que “El efecto 
particular que se persigue con la cautelar re-
currida, se traduce en el interés de acreditar 
la CUIT de la Sra. Rosa Batista Dos Santos y 
el servicio que a posteriori le permita conso-
lidar la deuda que mantiene con el organis-
mo recaudador”.

Se queja respecto a las manifestaciones de 
la demandada en cuanto sostiene que “Los 
jueces no podrán decretar ninguna medida 
cautelar que afecte, obstaculice, comprome-
ta, distraiga de su destino o de cualquier for-
ma perturbe los recursos propios del Estado” 
cuando es la misma AFIP quien al desesti-
mar el pedido de fiscalización de la actora 
culmina por impedir que el Estado recaude 
lo que por derecho le corresponde.

Le agravia que la AFIP pretenda justificar la 
limitación del uso de los servicios de la web 
afirmando que la Sra. Dos Santos lo efectuó 
con fines ilícitos comprometiendo el inte-
rés público; que la AFIP sostenga una doc-
trina inaplicable al afirmar que el art. 12 de 
la Ley 19.549 presume la legitimidad de los 
actos administrativos, lo que implicaría de 
mantenerse suspendidos la totalidad de los 
efectos en los términos del art. 6 de la RG 
3832 que el cobro fiscal se verá impedido por 
la propia inacción de la AFIP; que se consi-
dere prematura a la demanda interpuesta 
contra la Resolución 2/2022 (DT OBER) sin 

reparar que la opción de interponer el recur-
so del art. 74 del decreto 1397/1979 es optati-
vo y que el representante de la AFIP sostenga 
que la impugnación de la Sra. Dos Santos ha 
sido contra un acto definitivo o equiparable 
a tal, sin reparar que la omisión de presen-
tar el recurso previsto en el art. 74 del Dec. 
1397/1979 no impide la posterior presenta-
ción del recurso del art. 23 de la ley 19.549.

Además, le agravia que la demandada ale-
gue que la Base E-APOC se encuentre váli-
damente regulada por el art. 35, inc. h) de la 
ley 11.683 y que la inclusión del sujeto en la 
‘Base de Contribuyentes no Confiables’ tam-
bién es causal de inhabilitación de la CUIT, 
considerando que dicha base de datos al no 
haber sido creada mediante una resolución 
general deviene inoponible contra los con-
tribuyentes en general.

Por último, se agravia por las manifesta-
ciones de la AFIP respecto a la caución jura-
toria y por la imposición de las costas a su 
representada, cuando en el caso —entien-
de— se trata de un daño compartido.

Por todo ello, solicita se haga lugar a la me-
dida cautelar y se ordene a la AFIP el levan-
tamiento de la suspensión recae sobre (i) la 
visualización de la constancia de inscripción 
y (ii) los servicios con clave fiscal a los que 
ella previamente se adhirió a los efectos de 
formalizar las presentaciones y pagos de sus 
declaraciones juradas, con costas.

4) Corrido el pertinente traslado del me-
morial, contesta la AFIP en fecha 07/11/2022.

5) Que, en forma preliminar, corresponde 
recordar que los jueces no están obligados a 
analizar todas y cada una de las argumenta-
ciones de las partes, sino tan solo aquellas 
que sean conducentes y posean relevan-
cia para decidir el caso y que basten para 
dar sustento a un pronunciamiento válido 
(cfr. CSJN, Fallos: 258:304; 262:222; 265:301; 
272:225; 278:271; 291:390; 297:140; 301:970, 
entre otros).

Que, en cuenta lo expuesto y teniendo en 
cuenta que el régimen de medidas caute-
lares suspensivas en materia de reclamos y 
cobros fiscales debe ser examinado con par-
ticular estrictez (316:2922 y 322:2275) y con 
la necesaria prudencia que deriva también 
de la presunción de validez de los actos de 
los poderes públicos y de la consideración 
del interés fiscal comprometido (319:1069), 
se adelanta que la resolución recurrida será 
confirmada.

6) Que, en primer lugar, de los elemen-
tos de ponderación apuntados en la causa, 
se advierte que la limitación de la CUIT de 
la actora obedece a su inclusión previa en 
la base E-APOC sustentada en la RG (AFIP) 
Nº 3832/16.

Que, tal como fuera referenciado en autos, 
en el marco de la fiscalización que se llevó 
adelante mediante OI 1791339 se concluyó 
que “la Sra. Dos Santos es un sujeto genera-
dor de Crédito fiscal ilegítimo al no consta-
tarse a través de las acciones de fiscalización 
realizadas elementos concretos que respal-
den las operaciones facturadas” y por ello se 
la incorporó a la base de contribuyentes no 
confiables bajo la condición “Usina de Única 
Actividad Venta de Facturas”.

Que, estas circunstancias que han sido 
descritas y que surgen de la documental 
acompañada por la actora en oportunidad 
de presentar la demanda, no permiten des-
cartar en este estado liminar de la causa, la 
hipótesis de que la actora desarrollaría su 
actividad a los fines indicados por la deman-
dada.
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Esto, ya que, a criterio de este Tribunal, 
no se encuentra configurado con la entidad 
suficiente el recaudo de la verosimilitud del 
derecho necesario para la procedencia de la 
medida pretendida, al menos —como ya se 
dijo— en esta etapa inicial del proceso.

Máxime si se tiene en cuenta que el ape-
lante no ha hecho referencia alguna que per-
mita refutar las consideraciones efectuadas 
por el a quo al momento de analizar la pro-
cedencia de la medida cautelar (cfr. senten-
cia “B. Tratamiento de la medida cautelar”) y 
que aquel considere equivocadas, sino más 
bien se hubo limitado a manifestar meras 
disconformidades con las postulaciones de 
la demandada y que no resultan conducen-
tes dentro del estricto marco de cognición de 
la cuestión aquí traída.

Por otro lado, es indudable también que la 
concesión de la medida cautelar en cuestión 
anticiparía el resultado final del juicio, lo 
que contraría con la finalidad propia de este 
instituto procesal.

Esto así ya que la determinación de la ve-
rosimilitud del derecho en autos —condi-
ción sine qua non para la admisión de las 
medidas cautelares— requiere de un riguro-
so escrutinio jurídico, el cual, al ser omitido 
en la concesión de la cautelar, conduciría a 
una resolución anticipada del pleito sin ha-
ber agotado previamente la sustanciación de 
la causa.

Por último, no puede soslayarse que más 
allá de la invocación del supuesto agravio 
constitucional, las consecuencias que po-
drían derivar en perjuicio de la parte actora 
se circunscriben exclusivamente al ámbito 
patrimonial y que en caso de que la decisión 
final del proceso determine que la activi-
dad estatal desplegada ha resultado en un 
daño injustificado para sus intereses, podrá 
la misma obtener una reparación adecuada 
de los perjuicios que eventualmente pueda 
causarle el proceder de la demandada por el 
medio procesal idóneo.

7) En tales condiciones, al no hallarse 
satisfechos los requerimientos vinculados 
con los presupuestos de admisibilidad de la 
tutela requerida, confírmese la resolución 
apelada. Costas de esta instancia a la actora 
perdidosa (art. 68 Cód. Proc. Civ. y Comer-
cial).

Notifíquese. Publíquese en la forma dis-
puesta en la Acordada 15/2013 de la CSJN 
y procédase conforme Acordada 31/2020, 
Anexo II, Punto I) de la CSJN. Devuélvase. — 
Mario O. Boldu. — Mirta Tyden de Skanata. 
— Ana L. Cáceres de Mengoni.

Despido directo
Docente que zamarreó a una alumna. Falta 
de sustanciación de sumario administrativo 
previo. Rechazo.

1. -	 Se debe declarar improcedente el despi-
do directo de una maestra que zamarreó 
a una alumna, pues si bien el maltrato a 
una niña menor de edad constituye una 
inconducta de la docente, de gravedad 
suficiente como para impedir la continui-
dad de la relación laboral, la demandada 
incumplió con el recaudo formal del su-
mario administrativo previo que exige el 
art. 13 de la ley 13.047.

2. -	 No tiene razón la demandada al afirmar 
que el maltrato cometido por la docen-
te sería una “causa distinta” a las pre-
vistas por el referido art. 13 y que, por 
ende, por aplicación de lo dispuesto por 
el art. 14 del Estatuto Docente, no esta-
ría alcanzado por el requisito de sustan-
ciación de un sumario administrativo. 
Es que el maltrato a una alumna es una 

“inconducta” —supuesto expresamente 
previsto en el artículo 13—; y es más que 
evidente que la expresión “causas distin-
tas” contenida en el art. 14 comprende 
supuestos tales como caso fortuito, fuer-
za mayor o falta o disminución de tra-
bajo, es decir, causales objetivas que no 
afectan a la trabajadora y para las cua-
les el régimen general prevé una repara-
ción menguada especial. Por ello, amén 
de la gravedad de la injuria, ante la falta 
de cumplimiento del sumario adminis-
trativo previo que exige el art. 13 de la 
ley 13.047 corresponde declarar impro-
cedente el despido directo con invoca-
ción de causa.

CNTrab., sala II, 17/02/2023. - A. F., V. c. Lo-
mas de Núñez Upper School SRL s/ despido.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/7548/2023]

Costas

Se imponen a la demandada.

2ª Instancia.- Buenos Aires, febrero 17 de 
2023.

El doctor Sudera dijo:

I. Contra la sentencia de primera instancia 
que receptó la demanda, se alzan la señora 
Á. F. y Lomas de Núñez Upper School SRL; la 
entidad accionada y la reclamante, a su vez, 
contestan agravios.

II. Se encuentra fuera de debate en el sub 
examine que la señora Á. F. se desempeñó 
a las órdenes de Lomas de Núñez Upper 
School SRL, como maestra de inglés titu-
lar —además de auxiliar de primeria y de 
auxiliar de comedor—, entre el 14/02/2011 
y el 03/12/2018, cuando fue despedida so 
pretexto de haber “zamarreado a [una] (…) 
alumna (…), tomándola muy fuertemen-
te del brazo, y doblando violentamente 
dicha extremidad” en el campamento del 
16/11/2018 que estaba a su cargo, lo que “ge-
neró (…) en la menor de 8 años, un impor-
tante shock emocional y ataque de angustia, 
rompiendo en llanto por un lapso muy pro-
longado de tiempo, retornando a su hogar 
sin lograr recuperarse”.

Dado que entre ambos recursos se obje-
tan —básicamente— todos los aspectos del 
pronunciamiento de grado, los analizaré en 
forma conjunta y sin respetar el orden en el 
cual se proponen los agravios.

III. En base al principio rector contenido 
en el artículo 377 del Cód. Proc. Civ. y Com. 
de la Nación, era deber de Lomas de Núñez 
Upper School SRL acreditar las circunstan-
cias fácticas en las cuales sustentó el dis-
tracto.

Cinco fueron las personas que compare-
cieron a declarar a instancia de la entidad 
demandada: M. O., M. F. M., A. S., M. S. y 
A. A. C. Como testigo de reconocimiento se 
presentaron A. R. y A. R.

La primera, que se identificó como la 
“directora de inglés” de la institución, se-
ñaló que la señora Á. F. dejó de trabajar, 
“porque sacudió a una nena fuertemente 
del brazo en un campamento”, de lo que 
dijo tener conocimiento, “porque la madre 
de la alumna fue al colegio (…) a quejar-
se” y a pedir “que la actora no est[uviera] 
más en contacto con su hija”. Agregó que 
la pretensora también, en 2018, empujó a 
un alumno contra un mueble para retarlo, 
que, además, a un alumno de segundo gra-
do, lo hizo “sentar en el piso porque no se 
quedaba quieto en el asiento”, que maltrató 
a “B. A.”, que se refería a una niña —a quien 
le costó la adaptación— como “una mal-

criada”, y que también tuvo un problema 
personal con una colega, M. F.

M. F. M., quien dijo haber sido compañera 
de la reclamante, afirmó que Á. F. fue des-
pedida, “porque maltrató a una niña en un 
campamento”, aunque agregó que ella no es-
tuvo allí. Se refirió, también, al episodio que 
tuvo lugar en el comedor, cuando la accio-
nante “tironeó”, lo zamarreó, lo levantó del 
brazo y lo “puso contra un mueble”; y que 
también en el comedor, a un chico se le ca-
yeron los fideos que tenía en un recipiente, 
que ella los levantó con la mano y se los puso 
en el plato para que los comiera. Señaló que 
ambas tuvieron un problema por el funcio-
namiento de un aire acondicionado nuevo 
que habían colocado en el comedor.

A. S. declaró que en el campamento en el 
cual sucedió el hecho, él estaba a cargo de la 
actividad del grupo de 1er grado y la señora Á. 
F., junto con otra maestras, de las de 2º grado, 
y que, en un momento en que él se detuvo a 
atarle las zapatillas a un niño, escuchó que, a 
su espalda, estaba “la actora en una actitud 
de enojo”, que la vio y “le esta[ba] gritando a 
una niña y a su vez la esta[ba] zamarreando 
del brazo”, que “unos segundos después v[ió] 
que la niña (…) se agusti[ó] y sal[ió] corriendo 
en búsqueda de otra maestra (…) que era M.”, 
que M. la recibió y la contuvo, junto con sus 
compañeros. Apuntó que “el campamento 
fue en el club S., en el bajo de San Isidro”, el 
“viernes 16 de noviembre de 2018”.

M. S., quien se identificó como la madre 
de la niña con la cual sucedió el incidente del 
campamento, relató que en noviembre de 
2018, en el campamento de un día que se rea-
liz[ó] en San Isidro”, su hija estaba en 2º grado, 
que jugaban a “buscar la cola a un animal”, 
que la menor se acercó a una compañera de 
curso que “estaba en el grupo de la actora, 
agarr[ó] la cola y la actora, enojada, sacada, 
le grit[ó]” a su hija, “la tom[ó] del brazo, fuer-
te, (…) le dobl[ó] la muñeca” y su hija su puso 
a llorar y concurrió “a buscar protección en 
M., que era de [su] equipo”. Dijo que la niña le 
contó lo sucedido de camino a su casa, y que, 
luego de corroborar los hechos con los com-
pañeros de curso de su hija, se presentaron 
junto con su esposo —y padre de la niña— 
ante las autoridades del colegio y solicitaron 
una medida disciplinaria ejemplar.

A. A., quien dijo ser padre de una niña que 
concurre al colegio, dijo que en un campa-
mento de 1º y 2º grado ocurrió “un maltrato 
físico con una compañera de su hija y que a 
raíz de ello, la desvincularon. Afirmó que su 
hija dejó de concurrir al comedor del colegio 
porque se sentía maltratada por la señora Á. F.”.

A. R. y A. R., respectivamente, reconocie-
ron las firmas insertas en los documentos de 
fecha 16/11/2018 y 19/11/2018 (ver).

Dos fueron las personas que declararon a 
propuesta de la señora Á. F.: M. R. C. W. y M. G.

M. G., quien dijo haber estado en el cam-
pamento del 16/11/2018, refirió que el 
“conflicto” surgió mientras jugaban al juego 
“sacarle la cola”, que ella estaba un árbol y 
la reclamante en otro, con otro “grupito de 
nenes”, que no mientras atendía a su grupo, 
la niña involucrada “volvió (…) llorando, 
angustiada, acompañada por sus compañe-
ros, diciéndole que la actora la había tratado 
mal, que le había gritado, que también (…) le 
había agarrado el brazo, que los compañeros 
la acompañaban a la nena en la angustia (…) 
afirmando (…) lo que la nena decía”. Sostuvo 
que la dijo a Á. F. que hablara con la menor, y 
que ella le respondió que ya lo había hecho y 
que estaba “todo bien”.

Ningún dato de utilidad aportó M. del R. 
C. W.

Contrariamente a lo señalado por la pre-
tensora en su queja, concuerdo con el señor 

juez a quo en que está acreditado en el sub 
examine que el 16/11/2018 la señora Á. F. 
maltrató a una niña de 2º grado a quien le 
tocaba cuidar. Da cuenta de ello el análisis 
conjunto de las declaraciones reseñadas su-
pra, puntualmente, las de A. S., M. G. y M. 
S., incluso cuando estas últimas —esencial-
mente— basaron sus expresiones en lo rela-
tado por la niña maltratada y por sus com-
pañeros de campamento; los testimonios 
lucen concordantes entre sí, objetivos, debi-
damente circunstanciados y revisten fuerza 
suasoria (arts. 386 del Cód. Proc. Civ. y Com. 
de la Nación y 90 de la LO).

El maltrato a una niña menor de edad, a 
su cargo, constituye una inconducta de la 
docente de gravedad suficiente como para 
impedir la continuidad de la relación labo-
ral. Es evidente, por tanto, que discrepo con 
la valoración efectuada en primera instancia 
al respecto.

Sin embargo, no cabe otra solución que 
confirmar la sentencia apelada en tanto de-
claró improcedente el despido directo mate-
rializado el 03/12/2018.

Dispone el artículo 13 de la ley 13.047, 
aplicable al contrato de trabajo sub examine: 
“El personal solo podrá ser removido, sin de-
recho a preaviso ni indemnización, por cau-
sas de inconducta, mal desempeño de sus 
deberes o incapacidad física o mental, pre-
via substanciación del correspondiente su-
mario por autoridad oficial competente en 
el que se garantizará la inviolabilidad de la 
defensa”. Y la entidad accionada no cumplió 
con este recaudo formal ad solemnitatem.

A fin de garantizar el derecho de defensa 
de la trabajadora, el Régimen de Contrato de 
Trabajo establece, en su artículo 243, que la 
comunicación extintiva debe contener una 
“expresión suficientemente clara de los mo-
tivos en que se funda la ruptura del contrato”, 
y, además, que “[a]nte la demanda que pro-
moviere la parte interesada, no se admitirá la 
modificación de la causal de despido consig-
nada en las comunicaciones”.

El artículo 13 de la ley 13.047 complemen-
ta lo normado por el artículo 243 de la LCT, y 
agrega otro recaudo, que es la sustanciación 
previa de un sumario administrativo ante la 
autoridad oficial, en el caso el Ministerio de 
Educación de la Ciudad de Buenos Aires.

No quiero dejar de señalar que no tiene 
razón Lomas de Núñez Upper School SRL 
al afirmar que el maltrato cometido por la 
señora Á. F. sería una “causa distinta” a las 
previstas por el referido artículo 13, y que, 
por ende, por aplicación de lo dispuesto por 
el artículo 14 del Estatuto Docente, no esta-
ría alcanzado por el requisito de sustancia-
ción de un sumario administrativo. Es que 
el maltrato a una alumna —como dije— es 
una “inconducta” —supuesto expresamen-
te previsto en el artículo 13—; y es más que 
evidente que la expresión “causas distintas” 
contenida en el artículo 14 comprende su-
puestos tales como caso fortuito, fuerza ma-
yor o falta o disminución de trabajo, es decir, 
causales objetivas que no afectan a la traba-
jadora y para las cuales el régimen general 
prevé una reparación menguada especial.

Con sustento en estas consideraciones, 
amén de la gravedad de la injuria y de mi 
ya desarrollada opinión personal al res-
pecto, ante la falta de cumplimiento del 
sumario administrativo previo que exige el 
artículo 13 de la ley 13.047 no puedo sino 
proponer mantener el pronunciamiento de 
grado en tanto declaró improcedente el des-
pido directo con invocación de causa y con-
denó a Lomas de Núñez Upper School SRL a 
abonarle a la señora Á. F. las indemnizacio-
nes de los artículos 232, 233 y 245 de la LCT.

IV. También en lo que hace a la viabilidad 
de la sanción del artículo 2 de la Ley 25.323, 
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5071/2022. CASTILLO GÓMEZ, 
SANDRA ELENA s/SOLICITUD DE 
CARTA DE CIUDADANÍA. El Juzga-
do Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil y Comercial Federal Nº 2, 
Secretaría Nº 4 interinamente a mi 
cargo, de Capital Federal, informa 
que CASTILLO GÓMEZ, SANDRA 
ELENA, DNI Nº 95.873.494, so-
licitó la declaración de Carta de 
Ciudadanía Argentina. Cualquier 
persona que conozca algún impedi-
mento para la concesión del bene-
ficio, podrá hacerlo saber a través 
del Ministerio Público. Publíquese 
por dos días dentro de un plazo de 
quince días.

Buenos Aires, 10 de mayo de 2023
Constanza Belén Francingues, sec.

LA LEY: I. 31/05/23 V. 31/05/23

El Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial 
Federal Nº 11,  Secretaría Nº 22, 
sito en Libertad 731, 7º piso, de 
esa Capital ,  hace saber  que la 
S r a .  LO R E N A  B E AT R I Z  P E R A-
LES FERNÁNDEZ, cuyo DNI es el 
Nº 95.671.326, de nacionalidad 
venezolana, ha solicitado la ciu-
dadanía argentina. Quien conozca 
algún impedimento para la conce-
sión del beneficio, podrá comuni-
carlo a través del Ministerio Públi-
co. Publíquese por dos días, en un 
lapso de quince días.

Buenos Aires, 4 de mayo de 2023
Alejandro J. Nobili, sec.

LA LEY: I. 31/05/23 V. 31/05/23

El Juzgado Nacional de Primera Ins-

tancia en lo Civil y Comercial Federal 
Nº 11 a cargo del Dr. Alejandro No-
bili, secretaría Nº 21 a mi cargo, sito 
en Libertad 731 7º piso de Capital Fe-
deral, hace saber que CARLA KRIS-
TINA RÍOS SOTO de nacionalidad 
venezolana con DNI Nº 95.731.670 
ha peticionado la concesión de la 
ciudadanía argentina, a fin de que 
los interesados hagan saber a este 
Juzgado las circunstancias que pu-
diesen obstar a dicho pedido. Publí-
quese por dos días, en un lapso de 
quince días.

Buenos Aires, 24 de abril de 2023
María Victoria Tripiccio, sec.

LA LEY: I. 31/05/23 V. 31/05/23

El Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial 

Federal Nº 7, a cargo de Dr. Javier 
Pico Terrero, Secretaría Nº 14, a mi 
cargo, sito en Libertad 731, 6º piso 
de la Capital Federal, comunica 
que la Sra. Madelaine YELU MORA 
MOLINA con DNI Nº 96.006.690, 
nacida el 11 de diciembre de 1969 en 
Caracas, Distrito Capital, República 
Bolivariana de Venezuela, ha solici-
tado la declaración de la ciudada-
nía argentina. Cualquier persona 
que tuviere conocimiento de algún 
acontecimiento que pudiere obstar 
a dicha concesión, deberá hacer 
saber su oposición fundada al Juz-
gado. El presente se publica a los 
efectos del art. 11 de la ley 346. Pu-
blíquese por dos días dentro de un 
plazo de quince días.

Buenos Aires, 15 de mayo de 2023

Carlos Mallo, sec.
LA LEY: I. 31/05/23 V. 31/05/23

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Federal 
Nº 8 a cargo del Dr. Marcelo Gota, 
secretaría Nº 16, sito en Libertad 731 
7º piso de Capital Federal, hace sa-
ber que GLEB SAMOILOV de nacio-
nalidad rusa con DNI – Pasaporte 
767796879 ha peticionado la conce-
sión de la ciudadanía argentina, a fin 
de que los interesados hagan saber 
a este Juzgado las circunstancias 
que pudiesen obstar a dicho pedido. 
Publíquese por dos días. El presente 
deberá ser publicado por dos veces 
en un lapso de quince días en el dia-
rio LA LEY.

Buenos Aires, 9 de mayo de 2023

Sebastián Andrés Ferrero, sec.
LA LEY: I. 31/05/23 V. 31/05/23

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Federal 
Nº 8, secretaría Nº 15, sito en Liber-
tad 731 7º piso de esta ciudad, infor-
ma que YERALDIN KARELIS ARIAS 
DE LÓPEZ de nacionalidad vene-
zolana con 95.869.137 ha iniciado 
los trámites tendientes a obtener la 
ciudadanía argentina. Por ello cual-
quier persona que tuviere conoci-
miento de algún acontecimiento que 
estimara podría obstar a dicha con-
cesión, deberá hacerlo saber a este 
Juzgado. Publíquese por dos días.

Buenos Aires, 15 de marzo de 2023
Juan Martín Gavaldá, sec.

LA LEY: I. 30/05/23 V. 31/05/23

Edictos

en tanto —ante la aludida falta del recau-
do ad solemnitatem del artículo 13 de la 
ley 13.047— no encuentro razón alguna para 
dejarla sin efecto o, en su caso, minimizar su 
cuantía. Tanto en torno a este punto como 
en lo atinente al anteriormente analizado, 
me viene a la mente el viejo adagio latino 
nemo propriam turpitudinem alegans potest.

V. La sola puesta a disposición de los cer-
tificados de trabajo mediante una carta do-
cumento no constituye más que una decla-
ración de voluntad que, como tal, es insufi-
ciente para constituir en mora al acreedor 
(art. 886 del Cód. Civil y Comercial). Así, y 
dado que la entidad accionada no intentó 
entregarle en el SeCLO (ver página 2), al a se-
ñora Á. F., los instrumentos que acompañó 
junto con su responde; atento a los estrictos 
términos de la queja, propongo confirmar la 
aplicación de la multa del artículo 80 de la 
LCT.

VI. Toda vez que los certificados aportados 
por Lomas de Núñez Upper School SRL es-
tán completos, sí propicio receptar el agra-
vio de la ex empleadora en lo que respecta a 
la condena a entregar nuevos instrumentos, 
que voto por dejar sin efecto.

VII. Los cuestionamientos que ambas par-
tes deducen respecto de la cuantía de los ac-
cesorios determinada en primera instancia 
no tendrán favorable recepción en mi pro-
puesta.

VIII. En el contexto económico actual, la 
aplicación de la tasa efectiva anual venci-
da, cartera general diversa que determina 
la misma entidad bancaria (Acta 2658 de la 
CNAT) es adecuada para punir la mora del 
deudor y reparar el daño causado por la in-
flación que asola la economía. No es irrazo-
nable ni violatoria de garantías de raigambre 
constitucional. El planteo que deduce Lo-
mas de Núñez Upper School SRL respecto 
de la incidencia de esos intereses es inaten-
dible.

Tampoco es procedente la solicitud de 
inconstitucionalidad —vacía de contenido, 
por cierto— que la entidad demandada ar-
ticula en torno al Acta 2764 de esta Excelen-
tísima Cámara.

Es que el magistrado a quo no dispuso la 
aplicación lisa y llana de esa Acta, sino que 
estableció una única capitalización de los 
accesorios, al momento de notificación de 
la demanda (art. 770, inc. b, del Cód. Civil y 
Comercial). Y, casualmente, es esto lo que 

objeta la pretensora, quien tampoco tiene 
razón.

IX. La cuestión de los intereses ha venido 
siendo abordada por esta CNAT a través de 
las sugerencias de distintas tasas formuladas 
en las Actas Nº 2601, 2630 y 2658 —según los 
períodos que cada una involucra— con el 
propósito de evitar la dispersión de criterios 
y unificar posiciones. Ello así ante la facultad 
que asiste a cada juez de fijar la tasa de in-
terés aplicable e —insisto— con el propósito 
de evitar que se fijaran diferentes tasas con 
diferentes porcentajes de interés.

El Acta 2764 de la CNAT —del 07/09/2022— 
difiere de esa metodología, confirmando las 
tasas emergentes de las Actas anteriores, 
pero sugiriendo un modo de aplicación de 
la capitalización imperativamente dispues-
ta por el art. 770 inc. b) del Cód. Civ. y Co-
mercial que involucra una periodicidad no 
prevista en la norma, en un proceder que no 
considero plausible por dos motivos. El pri-
mero de ello es que un Acta de esta Cámara 
no es el instrumento legalmente válido para 
adoptar una decisión como la tomada —aún 
con el propósito de no resultar más que una 
sugerencia—, consistente en la interpreta-
ción de una norma; esto solo puede ser rea-
lizado a través de la convocatoria a un fallo 
plenario. Y el segundo, que lo dispuesto en el 
inc. b) del art. 770 del Cód. Civ. y Comercial 
constituye una excepción a la terminante 
regla (prohibición del anatocismo) estable-
cida en el primer párrafo de dicha norma de 
modo tal que debe ser interpretada con cri-
terio restrictivo, criterio que en modo alguno 
autoriza a adjudicarle una periodicidad en 
la capitalización que la norma no contempla 
expresamente.

Por eso, encuentro acertado lo resuelto 
en origen respecto de que los accesorios de-
vengados por el capital diferido a condena 
se capitalicen en la fecha de notificación de 
la demanda (art. 770 inc. b Cód. Civ. y Com. 
de la Nación), y de que el nuevo importe así 
obtenido, con los intereses capitalizados, 
continúe devengando intereses hasta la fe-
cha del efectivo pago, sin perjuicio de lo dis-
puesto en el artículo 770, inciso c) del Cód. 
Civ. y Comercial (conforme lo resuelto por 
esta Sala en “Martínez, Nélida Noemí y otros 
c. Agrest s/ despido”, Expte. Nº 23.509/2019, 
SD del 19/09/2022).

X. No hay razón alguna para alterar la ma-
nera en la cual, en origen, se impusieron 
las costas del proceso, esto es enteramente 
a cargo de la entidad demandada vencida 

(art. 68, 1º párrafo, del Cód. Proc. Civ. y Com. 
de la Nación).

XI. Atento al mérito, extensión y calidad de 
las tareas desplegadas en grado, y las escalas 
de la ley 27.423, la cuantía de los honorarios 
regulados en favor de los abogados de la re-
clamante y del perito contador (... UMAs y 
... UMAs, respectivamente) luce acertada y 
ajustada a derecho, razón por la cual propi-
cio su confirmación (art. 38 de la ley 18.345 
y ley 27.423). Propongo, en suma, rechazar 
la queja que la entidad accionada formula al 
respecto.

XII. Las costas de Alzada voto por impo-
nerlas a cargo de Lomas de Núñez Upper 
School SRL, vencida también en esta instan-
cia (art. 68, 1º párr, del Cód. Proc. Civ. y Com. 
de la Nación).

XIII. Para finalizar, en orden a lo que pre-
vé el artículo 30 de la ley 27.423, propongo 
regular los honorarios de los abogados de la 
reclamante y los de la representación letra-
da de la entidad demandada, por sus tareas 
en segunda instancia, en el 30% de lo que les 
corresponda percibir por su desempeño en 
origen.

La doctora García Vior dijo:

Adhiero a las conclusiones del voto prece-
dente en lo que hace al fondo del asunto, por 
análogos fundamentos.

Sin embargo no concuerdo con el aparta-
miento por parte del doctor Sudera de los li-
neamientos establecidos por esta Cámara en 
el Acta 2764 de fecha 07/09/2022.

Se ha demostrado en numerosos casos 
en base a datos numéricos concretos (com-
parando los resultados por ejemplo con la 
cantidad de salarios mínimos vitales y mó-
viles que representaba el crédito al tiempo 
de su devengamiento y la que resultaría de 
aplicarse el método propuesto en el voto 
precedente) que la aplicación lineal de las 
tasas de interés de aplicación habitual en 
el fuero no logran recomponer el capital 
adeudado en términos reales ni aún com-
putando la capitalización de intereses, por 
única vez, a la fecha de notificación de la 
demanda.

A mi juicio los jueces y juezas de la causa 
se encuentran habilitados no solo a determi-
nar la tasa de interés, sino también el modo 
en que la misma debe aplicarse (arts. 767, 
768 y concordantes del Cód. Civ. y Com. de la 

Nación —que remiten a las tasas aplicables a 
operatorias bancarias—) y, la capitalización 
periódica dispuesta en la norma reglamen-
taria dictada por esta Cámara mediante Acta 
2764 del 07/09/2022 no se contrapone en 
modo alguno con las limitaciones previstas 
en el Código de fondo que autoriza lapsos 
para la capitalización de intereses mucho 
menores (ver, arts. 770, 1398 y conc. del Cód. 
Civ. y Com. de la Nación).

No se trata de imponer a los jueces de pri-
mera instancia una determinada interpreta-
ción del art. 770 inciso b) del mencionado 
Código —lo que torna a mi ver innecesario 
el dictado de un Fallo Plenario—, sino de 
sugerir un método de cálculo de intereses 
que conjure en una medida más o menos 
adecuada los perjuicios derivados del paso 
del tiempo y a su vez sancione —aunque sea 
mínimamente— la mora del deudor (remito 
me a las restantes argumentaciones esbo-
zadas al respecto en casos anteriores —ver 
entre muchos otros “Montenegro, Gabriel 
Hugo c. Davicom Comunicaciones SRL y 
otros s/ despido”, Expte. 21.412/18 del regis-
tro de esta Sala—).

En consecuencia, de prosperar mi voto, 
corresponde confirmar la sentencia apelada 
en lo principal que decide y modificarla úni-
camente en el sentido expuesto en cuanto a 
la aplicación de las capitalizaciones periódi-
cas previstas en el Acta 2764 CNAT, lo que al 
afectar la base de cálculo de honorarios me 
lleva a proponer también la elevación de los 
mismos a lo que en definitiva resulte en la 
etapa prevista en el art. 132 de la LO.

El doctor Pesino dijo:

En lo que es materia de disidencia, adhie-
ro al voto del doctor Sudera por análogos 
fundamentos.

Por lo que resulta del acuerdo que ante-
cede, el Tribunal resuelve: 1)  Confirmar la 
sentencia apelada en lo principal que se de-
cide; 2) Dejar sin efecto la condena a entre-
gar nuevos certificados de trabajo que se le 
impusiera a Lomas de Núñez Upper School 
SRL; 3) Fijar las costas de Alzada a cargo de 
la entidad demandada; 4) Regular los hono-
rarios de los abogados de la reclamante y los 
de la representación letrada de la entidad 
demandada, por sus tareas en segunda ins-
tancia, en el 30% de lo que les corresponda 
percibir por su desempeño en origen. Re-
gístrese, notifíquese y, oportunamente, de-
vuélvase. — Andrea E. García Vior. — José A. 
Sudera. — Víctor A. Pesino.
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I. Introducción

El 5 de diciembre de 2022, el Gobierno 
argentino y el Gobierno estadounidense 
suscribieron el Acuerdo para Mejorar el 
Cumplimiento Tributario Internacional e 
implementar la Ley de Cumplimiento Fiscal 
de Cuentas Extranjeras [Foreign Account Tax 
Compliance Act (FATCA)]. 

En la práctica, esta decisión implica sumar 
una herramienta de intercambio automático 
de información financiera.

El citado acuerdo fue redactado bajo el 
esquema de los llamados Intergovernmen-
tal Agreements (IGAs), modelo 1, en el mar-
co del Régimen de la Ley de Cumplimiento 
Tributario de Cuentas Extranjeras (FATCA) 
bajo el cual las entidades financieras repor-
tan a la administración tributaria de su país 
quien anualmente enviará la información a 
la autoridad competente del otro país, signa-
tario del Acuerdo.

En este trabajo analizaremos los mecanis-
mos utilizados hasta el momento por Argen-
tina y Estados Unidos para el intercambio de 
información, el alcance del nuevo Acuerdo 
y, en particular, algunas cuestiones que sur-
gen de su firma y podrá surgir a la hora de su 
aplicación.

II. Instrumentos firmados por Argentina con 
la comunidad internacional

Nuestro país ha seguido las recomendacio-
nes de la OCDE (Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos) en mate-
ria de intercambio de información, especial-
mente en los últimos quince años en los que 
han crecido sustancialmente los acuerdos 
multilaterales y bilaterales suscriptos.

Actualmente, conviven diferentes tipos de 
instrumentos.

Los acuerdos bilaterales que incluyen los: 
i) convenios para evitar la doble imposición 
internacional que contienen una cláusula 
destinada al intercambio de información (1); 
o ii) acuerdos específicos de intercambio de 
información fiscal (2).

Los tratados multilaterales que compren-
den: i)  la Convención sobre Asistencia Ad-
ministrativa Mutua en Materia Fiscal (3); 
ii) el Acuerdo Multilateral entre autoridades 

competentes para el Intercambio Automáti-
co de Información sobre Cuentas Financie-
ras que dispuso el formato CRS (Common 
Reporting Standard) (4); o iii) el Acuerdo 
Multilateral entre Autoridades Competen-
tes para el Intercambio de Informes País por 
País (5).

El mecanismo CRS prevé el intercambio 
automático anual entre los gobiernos, de 
la información de cuentas financieras, in-
cluidos los saldos, intereses, dividendos y 
productos de las ventas de los activos finan-
cieros informados a los gobiernos por las 
instituciones financieras y que cubren las 
cuentas de personas y entidades, incluidos 
fideicomisos y fundaciones.

El intercambio de información entre los 
países adheridos vence el 30 de septiembre 
de cada año. Dado que Argentina se adhirió 
a las jurisdicciones que tempranamente han 
adoptado el estándar, el primer intercambio 
de información se materializó en septiembre 
de 2017, con respecto al Período Fiscal 2016.

La información sobre el uso de esas herra-
mientas no fue siempre dada a conocer por 
el Gobierno argentino pero en los últimos 
años se han dado a conocer las estadísticas 
sobre la materia. Así sabemos que en el año 
2022, se enviaron 331 solicitudes de infor-
mación al exterior y se recibieron 4 (6).

III. Herramientas utilizadas por Estados 
Unidos de América

Estados Unidos de América incorporó 
cláusulas de intercambio de información 
en los convenios bilaterales para evitar la 
doble imposición que suscribió, adoptando 
en general, el texto previsto en el art. 26 de 
su propio modelo de convenio (7). 

Así como también,  ha celebrado acuer-
dos bilaterales específicos sobre intercam-
bio de información con algunas jurisdic-
ciones, entre las que se encuentra la Repú-
blica Argentina, como analizaremos en el 
siguiente punto (8).

Estados Unidos es miembro del Foro Glo-
bal sobre Transparencia e Intercambio de 
Información Tributaria de la OCDE, al igual 
que la República Argentina. También, sus-
cribió y puso en vigor la Convención sobre 
Asistencia Administrativa Mutua en Materia 
Fiscal propuesta por la OCDE. Sin embargo 

no terminó con el proceso de ratificación del 
Protocolo Modificatorio de la Convención 
acordado en el año 2010 y no forma parte del 
intercambio automático bajo CRS (9).

El intercambio de información financiera 
que realiza el Gobierno norteamericano es 
consecuencia de la aprobación de FATCA 
en el año 2010 y su implementación desde 
el año 2014, a través de la firma de los IGAs. 
Estos instrumentos fueron redactados bajo 
dos modelos. El Modelo 1, celebrado por el 
Departamento del Tesoro con las autorida-
des competentes de otros países, que puede 
implicar reciprocidad en el envío de infor-
mación o no; y el Modelo 2, suscripto entre el 
citado Departamento y las entidades finan-
cieras domiciliadas fuera de Estados Unidos 
que conlleva el envío de información desde 
dichas entidades exclusivamente.

Bajo el Modelo IGA 1, Estados Unidos ce-
lebró acuerdos automáticos con 113 países. 
En la mayoría de los casos se compromete a 
dar y recibir información aunque existe, en 
general, asimetría entre la información que 
recibe y la que debe enviar.

IV. Acuerdos previos celebrados entre 
ambos países

En el año 1981, Argentina y Estados Uni-
dos celebraron un convenio para evitar la 
doble imposición y prevenir la evasión fiscal 
con respecto a los impuestos a la renta y al 
patrimonio cuyo art. 26 preveía el intercam-
bio de información y la asistencia adminis-
trativa. Sin embargo este acuerdo no fue 
aprobado internamente por lo que nunca 
entró en vigor.

En el año 2016, se celebra el Acuerdo 
Bilateral para el Intercambio de Informa-
ción Impositiva [Tax Information Exchange 
Agreement (TIEA)], con vigencia desde el 
año 2017 (10).

Si bien el texto prevé tres modalidades de 
colaboración: i) a requerimiento de unos de 
los Estados; ii) espontánea; o iii) automáti-
ca, se contemplaron las disposiciones nece-
sarias únicamente para realizar el envío a re-
querimiento (11). Esto implica que la Admi-
nistración requirente debe realizar una soli-
citud específica en la que debe identificar la 
persona o grupo o categoría comprobable de 
personas bajo fiscalización o investigación. 
Asimismo, en relación con la información 

debe: a) explicar qué se busca; b) indicar los 
motivos por los cuales es relevante; c) mani-
festar de que se intentó obtenerla localmen-
te; d) en poder de quién está; y e) período de 
tiempo respecto del cual es requerida.

La autoridad requerida debe buscar datos 
que estén en su poder o de terceros bajo su 
jurisdicción. Incluye testimonios y copias 
autenticadas de registros originales.

La información comprende aquella que 
obra en poder de los bancos u otras entida-
des financieras o de cualquier otra persona 
que actúe en carácter de agente, represen-
tante, custodio, etc. ..., e información relati-
va a la propiedad de empresas, sociedades, 
fideicomisos, fundaciones y otras entidades, 
incluyendo aquella concerniente a la pro-
piedad sobre todos los sujetos que confor-
men una cadena de propiedad.

En la práctica, si se requiere información 
financiera de un residente argentino debe 
solicitarse por cada banco, cuenta y residen-
te.

En el año 2021, ambos gobiernos firmaron 
un acuerdo administrativo de autoridades 
competentes para el Intercambio de Infor-
mes País por País en Materia de Precios de 
Transferencia.

Finalmente, el 5 de diciembre de 2022 se 
firmó el Acuerdo para Mejorar el Cumpli-
miento Tributario Internacional e imple-
mentar el FATCA y un memorándum de 
entendimiento en relación con el citado 
Acuerdo. Este torna operativo el intercambio 
automático previsto en el art. 6º del Acuerdo 
firmado en el año 2016, solo respecto a deter-
minada información vinculada a las cuentas 
abiertas en instituciones financieras.

Los acuerdos celebrados en los años 1981 
y 2021 fueron suscriptos en idioma español 
e inglés, siendo ambos textos igualmente vá-
lidos.

Sin embargo, los instrumentos firmados 
en los años 2016 y 2022, que se refieren ex-
clusivamente al Intercambio de Informa-
ción Tributaria, fueron suscriptos en idioma 
inglés. Ambos instrumentos prevén que un 
texto en idioma español será preparado y 
será considerado igualmente auténtico lue-
go de que se realice un intercambio de notas 
diplomáticas entre los países, confirmando 

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) Actualmente Argentina cuenta con 21 convenios en 

vigor y cuatro firmados y pendientes de aprobación por el 
Poder Legislativo.

(2) Son 29 los vigentes a la fecha de este artículo.
(3) Este instrumento multilateral fue propiciado por la 

OCDE. Fue firmado el 3 de noviembre de 2011 y publicado 
en el Boletín Oficial el 1 de noviembre de 2012. Su vigen-
cia comenzó en 2013.

(4) En noviembre de 2022 formaban parte 119 jurisdic-
ciones. De acuerdo con la información disponible en www.
afip.gob.ar/fiscalidad-internacional/intercambio-de-in-
formacion/con-otras-jurisdicciones/documentos/Estadis-
ticas-intercambio-automatico-crs.pdf,se habrían activado 
en los últimos años intercambio con 79 jurisdicciones.

(5) Este instrumento fue firmado el 30 de junio de 
2016.

(6) https://www.afip.gob.ar/fiscalidad-internacio-

nal/intercambio-de-informacion/previo-requerimiento/
documentos/Estadisticas-del-intercambio-de-informa-
cion-previo-requerimiento.pdf.

(7) A la fecha tiene convenios celebrados con 36 paí-
ses. Toda la información sobre los tratados internaciona-
les en materia tributaria puede consultarse en https://
home.treasury.gov/policy-issues/tax-policy/treaties.

(8) Cuenta a la fecha con 7 acuerdos similares.
(9) https://www.oecd.org/tax/exchange-of-tax-infor-

mation/convention-on-mutual-administrative-assistan-
ce-in-tax-matters.htm.

(10) El citado Acuerdo, de conformidad con su art. 14, 
entró en vigor el 17 de noviembre de 2017, conforme fue 
publicado el 5 de diciembre de 2017 en el Boletín Oficial 
de la República Argentina nº 33.765.

(11) La información pública indica que en noviembre de 
2022 existían 38 casos activos con requerimientos for-
mulados a Estados Unidos en el marco de este Acuerdo.
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la conformidad con el texto en idioma inglés. 
Nos referiremos a esta cuestión en el próxi-
mo punto.

V. Características del nuevo Acuerdo

V.1. El idioma utilizado, la publicidad y 
transparencia de los acuerdos

Los acuerdos firmados en los años 2016 y 
2022 no requieren la aprobación legislativa 
pues la Administración Federal de Ingresos 
Públicos (AFIP) cuenta con potestad para 
celebrarlos.

Sin embargo, por aplicación de ley 24.080, 
el texto del Tratado junto con las caracte-
rísticas del cumplimiento de la condición o 
fecha de entrada en vigencia, deben ser pu-
blicadas en el Boletín Oficial dentro de los 
quince días hábiles siguientes a que se pro-
duzcan los actos o hechos indicados.

El Gobierno argentino cumplió con la pu-
blicación en el Boletín Oficial, los días 5 de 
diciembre de 2017 y 2 de enero de 2023.

Esta publicación es necesaria para que 
los tratados sean considerados obligatorios 
para las personas humanas o jurídicas que 
no sean el Estado nacional, como es el caso 
de las entidades financieras argentinas que 
deben cumplir con múltiples obligaciones 
derivadas del Acuerdo celebrado en diciem-
bre de 2022.

Si bien muchas instituciones financieras 
argentinas involucradas ya habían firmado 
acuerdos con el Servicio Interno de Impues-
tos [Internal Revenue Service (IRS)] y venían 
cumpliendo con el reporte de la información, 
la firma del nuevo Acuerdo implica que en el 
futuro la información deberá ser provista a la 
AFIP, quien luego la intercambiará con el De-
partamento del Tesoro de Estados Unidos.

Por su parte, los requisitos, plazos y demás 
condiciones que deben cumplir las entida-
des financieras con motivo de la firma del 
nuevo Acuerdo, fueron incorporadas a la res. 
general 5303/2022 (AFIP), curiosamente pu-
blicada en el Boletín Oficial y con vigencia 
desde el 16 de diciembre de 2022, es decir, 
antes de publicarse en el mismo medio el 
Acuerdo firmado.

No puede soslayarse que, pese a haber 
transcurrido más de seis años desde la firma 
del Acuerdo en el año 2016, nunca se dio a 
conocer un texto en español, sea auténtico 
o no.

Aunque no exista obligación legal de que 
la Administración Tributaria argentina cele-
bre normas en idioma español, no deberían 
existir acuerdos en idiomas extranjeros que 
no cuenten con un texto traducido.

La Constitución Nacional garantiza el 
principio de publicidad de los actos de go-
bierno y uno de sus pilares es la transparen-
cia y máxima divulgación de estos, tal como 
surge de la ley 27.275, que prevé que toda la 
información pública debe ser accesible para 
todas las personas.

Hasta tanto no se produzca y consensúe 
una versión en español, Argentina no podrá 
invocar el texto en español pues el compro-
miso internacional fue asumido con base en 
los textos auténticos en idioma inglés y su 
postura en ese caso sería violatoria del Prin-
cipio de Buena Fe de la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados de 1969, e 
incorporada al derecho argentino.

La existencia de una norma vinculante, ex-
clusivamente en idioma extranjero, provoca 

además una inexplicable asimetría, en tanto 
que el Estado nacional no acepta la presen-
tación de documentación que no haya sido 
traducida por traductor público matricula-
do, tal como lo indica la ley 20.305.

V.2. La vigencia del acuerdo y el efectivo in-
tercambio

El art. 3º del Acuerdo incorpora diversas 
normas vinculadas a su entrada en vigencia, 
la información que se obtendrá e intercam-
biará y cuándo resultará obligatorio hacerlo 
para cada jurisdicción.

Ambos gobiernos han indicado que el 
acuerdo entró en vigor el 1º de enero de 
2023 (12). De conformidad con el art. 10, pá-
rrafo 1, esto sucedió toda vez que el 19 de 
diciembre de 2022 el Gobierno argentino 
notificó al Gobierno norteamericano sobre 
el cumplimiento de sus procedimientos in-
ternos, necesarios para la entrada en vigor.

La información que se obtendrá e inter-
cambiará es con relación al año calendario 
de entrada en vigor del Acuerdo y los si-
guientes años. Por lo tanto, no se reportará 
información relativa al año 2022 y anteriores. 
Esto surge del art. 3º, párrafo 2 del Acuerdo.

La información se intercambiará a más 
tardar nueve meses después del final del año 
calendario al que se refiere la información, 
o el 30 de septiembre siguiente a la fecha en 
que surta efecto la obligación de la parte de 
intercambiar información, tal como se des-
prende del art. 3º párrafo 4 del Acuerdo.

El Acuerdo también prevé en el art. 3º, 
párrafo 5, que las autoridades competentes 
deben celebrar un convenio o un acuerdo 
bajo el procedimiento de acuerdo mutuo 
previsto en el art. 12 del Convenio del año 
2016 a fin de establecer los procedimien-
tos para el intercambio automático de la 
información financiera y prescribir las re-
glas y los procedimientos necesarios para 
implementar los deberes de colaboración 
en el cumplimiento y la aplicación contem-
plados en el art. 5º del Convenio. No se ha 
dado a conocer información sobre la firma 
de este documento.

Ahora bien, conforme el art. 3º, párra-
fo 8, la obligación de Argentina de obtener 
e intercambiar información surtió efectos 
el día de entrada en vigencia del Acuerdo 
mientras que la obligación del Departamen-
to del Tesoro de Estados Unidos de obtener 
e intercambiar información tendrá efectos 
el día de la notificación prevista en el art. 3º, 
párrafo 7.

Dicha notificación consiste en una confor-
midad escrita emitida por el Departamento 
del Tesoro a la AFIP cuando esté convencido 
de que Argentina cuenta con: i) salvaguardas 
apropiadas para garantizar que la informa-
ción recibida de conformidad con el Acuer-
do se mantenga confidencial y se utilice úni-
camente con fines fiscales; o ii) la infraes-
tructura para una relación de intercambio 
eficaz, incluidos los procesos establecidos 
para garantizar intercambios de informa-
ción oportunos, precisos y confidenciales, 
comunicaciones efectivas y confiables, y 
capacidades demostradas para resolver rá-
pidamente preguntas e inquietudes sobre 
intercambios o solicitudes de intercambios y 
para administrar las disposiciones de art. 5º 
de este Acuerdo.

No hubo hasta el momento una confir-
mación oficial de que el Departamento del 
Tesoro haya emitido la comunicación indi-
cada a la AFIP. Sin embargo, la AFIP ha deja-
do trascender que la comunicación existió y 

que considera que no es necesaria su publi-
cación oficial.

Teniendo en cuenta la información indi-
cada, el Departamento del Tesoro también 
estaría obligado a recabar la información co-
rrespondiente al año 2023 e intercambiarla 
antes del 30 de septiembre de 2024.

V.3. La información que podrá recibir el 
Gobierno argentino

El nuevo Acuerdo es exclusivo sobre in-
formación financiera. Se trata de un extenso 
texto de diez artículos y dos anexos a lo que 
se suma un memorándum de entendimien-
to. La mayoría del texto regula las obligacio-
nes de las entidades financieras argentinas.

La información que deberá ser provista 
por entidades financieras norteamericanas 
es acotada toda vez que incluye información 
de cuentas financieras que pertenezcan a 
sujetos residentes en Argentina (13).

Las cuentas reportables son las cuentas 
de depósito cuyo titular sea una persona hu-
mana residente en Argentina siempre que 
se paguen más de 10 dólares de intereses en 
un año calendario determinado y las demás 
cuentas financieras cuyo titular sea una per-
sona humana o entidad residente fiscal en 
Argentina, con respecto a la cual se pagan o 
acreditan ingresos de fuente estadouniden-
ses que están sujetos a informes bajo el Ca-
pítulo 3 del Subtítulo A o el Capítulo 61 del 
Subtítulo F del Código de Rentas Internas de 
los Estados Unidos.

Actualmente, califican como rentas de 
fuente norteamericana las rentas pasivas, 
es decir las que provienen de intereses, divi-
dendos, regalías, etc. y las rentas provenien-
tes de la realización de una actividad comer-
cial o negocio en Estados Unidos.

El impuesto debido es recaudado por los 
agentes de retención, quienes obtienen la 
información a través de los Formularios W8, 
que un sujeto no estadounidense debe pre-
sentar a las entidades financieras.

En el caso de un residente argentino titular 
de una cuenta en la que recibe, por ejemplo, 
dividendos de una sociedad norteamerica-
na, debe completar y presentar el formulario 
W8-BEN manifestando que es titular de la 
cuenta y tiene su residencia fiscal en Argen-
tina. En esos casos, la institución financiera 
procederá a retener el impuesto y lo infor-
mará al IRS a través del Formulario 1042. Si 
no hay renta sujeta a retención no se com-
pleta entonces el Formulario 1042.

La información que el Departamento del 
Tesoro enviará al Gobierno argentino surgi-
rá entonces de los Formularios 1042, indica-
dos. Ahora bien, si bien todas las entidades 
financieras están obligadas a completar los 
formularios, no todas deben identificar ac-
tualmente en forma individual a los benefi-
ciarios de las rentas, toda vez que en función 
de la calificación que tengan del IRS (inter-
mediario calificado o no calificado) puede 
ser que deban indicar un grupo de benefi-
ciarios o la entidad que actúa como primer 
custodio de la información. Esto implicará 
que puede existir renta de fuente norteame-
ricana proveniente de intereses, dividendos, 
regalías, obtenida por residentes argentinos, 
disponible en cuentas financieras abiertas 
en USA que no estarán sujetas a reporte 
porque no estará identificado el titular de 
la cuenta del residente fiscal argentino en el 
Formulario 1042.

Por lo tanto, a diferencia del intercambio 
automático sobre información financiera 

que proviene de la aplicación del estándar 
CRS la información anual que se reciba no 
involucra saldos en cuentas ni renta que no 
esté sujeta a impuesto en Norteamérica ni 
beneficiarios finales (controlantes de enti-
dades residentes en Estados Unidos o en ter-
ceras jurisdicciones) de rentas pasivas.

Si bien el convenio es recíproco pues pre-
vé el intercambio de información por ambos 
países, como se ha señalado la asimetría en 
la información que cada país reportará es 
notoria en tanto Argentina no recibirá el va-
lor total o saldo de la cuenta financiera ni el 
beneficiario final. En este orden, en el Acuer-
do, el Gobierno de Estados Unidos reconoce 
la necesidad de alcanzar niveles equivalen-
tes de intercambio automático recíproco de 
información y se compromete a seguir mejo-
rando la transparencia y reforzar la relación 
de intercambio para lograrlo.

En este sentido, debe atenderse al impac-
to, que pueda generar en el intercambio de 
información, en el futuro, la puesta en mar-
cha en el año 2024 de la obligación de ciertas 
entidades norteamericanas de revelar el últi-
mo beneficiario, es decir, identificar las per-
sonas que directa o indirectamente poseen o 
controlan una empresa.

En efecto, en diciembre de 2020 se aprobó 
la denominada “The Corporate Transparen-
cy Act” (Ley de Transparencia Corporativa), 
mediante la cual se creó, por primera vez en 
la historia de los Estados Unidos, la obliga-
ción de informar los beneficiarios finales, a 
través del FinCEN (Financial Crimes Enfor-
cement Network) (14).

Esto es trascendental si consideramos que 
dentro de los Estados Unidos existen cuatro 
Estados (Delaware, Nevada, South Dakota 
y Wyoming) en los que no es necesario ac-
tualmente declarar quién es el dueño de la 
sociedad (el beneficiario final).

Si las entidades fueron creadas en o antes 
del año 2023 podrán cumplir con la obliga-
ción de informar hasta el 1 de enero de 2025. 
Las entidades que se creen desde el año 2024 
deberán hacerlo dentro del plazo de 30 días.

La ley autoriza a FinCEN a revelar el be-
neficiario efectivo en ciertas circunstancias 
a determinados requirentes entre los cuales 
están el Departamento del Tesoro, las insti-
tuciones financieras que utilicen informa-
ción sobre beneficiarios reales para llevar a 
cabo el proceso de due diligence del cliente 
que les es exigido siempre que tengan el 
consentimiento del cliente para obtener 
la información, y autoridades extranjeras 
que envían solicitudes calificadas de infor-
mación a través de una agencia federal de 
EE.UU.

Por lo tanto, es factible que en el futuro la 
AFIP puede solicitar a través del IRS la infor-
mación a FinCEN por el Convenio del año 
2016 sujeto al cumplimiento de los requisi-
tos del pedido.

V.4. Definición de la pretensión fiscal y los 
sujetos involucrados

Como indicamos en el punto anterior, la 
AFIP recibirá: i) el nombre, dirección, núme-
ro de identificación fiscal (CUIT, CUIL, DNI) 
del titular de la cuenta; ii) número de cuen-
ta; iii) nombre y número de identificación 
de la institución financiera estadounidense 
que reportó; iv) monto bruto de intereses pa-
gados en una cuenta de depósito; v) monto 
bruto de dividendos de fuente estadouni-
dense pagados o acreditados en la cuenta; o 
vi) el monto bruto de otros ingresos de fuen-
te estadounidenses pagados o acreditados a 

(12) Esta información surge respecto de Argentina en 
el Boletín Oficial del 2 de enero de 2023 y de Estados Uni-
dos de América en la página web https://home.treasury.

gov/policy-issues/tax-policy/foreign-account-tax-com-
pliance-act.

(13) También podrían estar sujetas a reporte las cuen-

tas que pertenezcan a sociedades norteamericanas que 
califiquen como disregard entity si el único miembro es 
residente argentino.

(14) https://www.fincen.gov/boi.
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la cuenta, en la medida que estén sujetos a 
informes bajo el Capítulo 3 del Subtítulo A o 
el Capítulo 61 del Subtítulo F del Código de 
Rentas Internas de los Estados Unidos.

Cabe preguntarse entonces si la infor-
mación que reciba la AFIP como conse-
cuencia del intercambio automático (e.g. 
cobro de intereses o dividendos durante 
un año calendario) será suficiente para 
reclamar el pago de los supuestos tributos 
debidos.

En los últimos años se han dado casos de 
ajustes practicados como consecuencia de 
la información compartida por otros países 
relativas a residentes argentinos. En esos ca-
sos, la AFIP practicó ajustes en el Impuesto 
a las Ganancias, aplicando además la figura 
del “incremento patrimonial no justificado” 
prevista en el art. 18 de la Ley de Procedi-
miento Tributario 11.683, que contempla 
un excedente del 10% en concepto de renta 
consumida.

En el caso de responsables inscriptos en el 
Impuesto al Valor Agregado (IVA) también 
ha practicado ajustes basados en que la ren-
ta se habría originado en ventas de bienes o 
prestaciones de servicio no declaradas.

Finalmente, se han practicado ajustes en 
el Impuesto sobre los Bienes Personales por 
los saldos al 31 de diciembre de cada año.

En función de la información automática 
financiera que podrá recibir la AFIP, se en-
contrará con la dificultad de no contar con 
los saldos de las cuentas al inicio y fin del 

año calendario o ejercicio fiscal, ello obsta-
ría a aplicar la figura del incremento patri-
monial y a exigir el pago del impuesto sobre 
los bienes personales (15).

Es decir que para llevar adelante el ajuste 
por los conceptos indicados, la AFIP deberá 
obtener la información faltante. Esto lo po-
drá hacer a través de la solicitud de infor-
mación en el marco del Acuerdo celebrado 
en el año 2016, siempre que cumpla con los 
recaudos exigidos para solicitar la informa-
ción.

Por otra parte, en los últimos años, la AFIP 
ha practicado ajustes por la totalidad de los 
supuestos impuestos debidos a quienes ha-
bían sido informados como titulares de las 
cuentas bancarias u otros sujetos informa-
dos por las entidades involucradas, provo-
cándose una multiplicidad de pretensiones 
por la misma renta o patrimonio a varios 
sujetos. Este criterio debería ser revisado y, 
eventualmente, distribuir la pretensión total 
entre los cotitulares (16).

Como ya indicamos, el contribuyente 
que quiera hacer valer una documentación 
emitida por una entidad pública o privada 
extranjera en un idioma distinto al español 
ante la AFIP deberá contar además de la le-
galización pertinente con una traducción 
efectuada por un traductor público matricu-
lado. Sin embargo, se ha concluido recien-
temente que la información que obtenga el 
Gobierno argentino en virtud del intercam-
bio con otros países no requiere legalización 
ni es indispensable que deba ser traducida al 
español pues no ofrecía dificultad la lectura 

de los documentos, en orden a la identifi-
cación del actor y de los datos referidos a la 
cuenta bancaria en cuestión (17).

En el mismo sentido, se ha señalado que 
la falta de traducción no puede ser admi-
tida como causal de nulidad, si los datos 
versan básicamente sobre nombres, nacio-
nalidades, domicilios, montos de dinero y 
transferencias temporales, es decir que son 
de fácil comprensión y que corresponde a 
quien considere que la información podría 
dar lugar a equívocos acompañar su traduc-
ción (18).

VI. Reflexiones finales

El derecho a la información pública y la 
transparencia en los actos de gobierno de-
bieran ser razones suficientes para que to-
dos los acuerdos, entre los cuales están los 
celebrados en los años 2016 y 2022 con el 
Gobierno estadounidense, estén disponi-
bles para los ciudadanos en idioma español 
y se den a conocer oficialmente el cum-
plimiento de los diversos actos llevados a 
cabo para su operatividad, aun cuando las 
obligaciones que surgen de los acuerdos in-
volucran a los gobiernos y a las entidades 
financieras.

El nuevo Acuerdo de intercambio de infor-
mación celebrado con el Gobierno estadou-
nidense posibilitará a la Administración Tri-
butaria argentina obtener en los próximos 
años datos sobre cuentas financieras a nom-
bre de residentes argentinos siempre que se 
hayan generado o depositado en ellas inte-
reses, dividendos, u otras rentas que califi-

quen como de fuente estadounidense y que 
la entidad financiera se encuentre obligada 
a reportar en forma individual al titular de 
la cuenta en cuestión. Es decir, que la infor-
mación es acotada, teniendo en cuenta los 
diversos bienes e inversiones que un sujeto 
residente argentino puede tener en Estados 
Unidos.

Es de esperar que la AFIP, en la medida 
que concluya que la renta informada no fue 
declarada, contacte a los contribuyentes 
para informarles que se detectó la cuenta en 
cuestión a su nombre y la falta de inclusión 
en la respectiva declaración jurada, tal como 
lo hace respecto de la información obteni-
da a través del Estándar Común de Reporte 
de la OCDE, exhortando a los requeridos a 
regularizar su situación fiscal para evitar el 
proceso de fiscalización.

La falta de cumplimiento por parte de 
los requeridos obligará a la AFIP a tratar de 
obtener más información del Gobierno es-
tadounidense a través de requerimientos 
específicos previstos en el Acuerdo celebra-
do en el año 2016 para poder llevar adelan-
te ajustes sobre base cierta que requieran 
conocer los saldos al inicio y cierre del año 
calendario o ejercicio fiscal. El mismo proce-
dimiento deberá continuar llevando a cabo 
la autoridad fiscal para obtener información 
que involucre información que no se refie-
ra a cuentas financieras o que involucre te-
nencias o rentas que no califiquen como de 
fuente norteamericana.
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I. Objeto de la norma

La res. general 5339/2023 (en adelante 
“RG 5339/2023”) dictada por la Adminis-
tración Federal de Ingresos Públicos (en 
adelante “AFIP”), que entró en vigor el día 
29 de marzo de 2023 con motivo de su pu-
blicación en el Boletín Oficial, tiene por 
objeto —en una interpretación literal de la 
norma— suspender la aplicación de algu-
nos artículos de dos resoluciones que esta-
blecen un régimen de percepción aplicable 
a las operaciones de importación definitiva 
de bienes o cosas muebles, según se trate 
del Impuesto a las Ganancias o del Impues-
to al Valor Agregado.

Por su parte, en lo que respecta al Ré-
gimen de Percepción del Impuesto a las 
Ganancias, previsto por la res. general 
2281/2007 (en adelante “RG 2281/2007”), 

aplicable a las operaciones de importa-
ción definitiva de bienes (incluidas las 
realizadas al área franca desde terceros 
países y las realizadas desde el área fran-
ca al territorio aduanero general, o espe-
cial, salvo que se encuentren exceptuadas, 
conforme a las respectivas normas lega-
les), la RG 5339/2023 suspende —desde el 
29/03/2023 hasta el 31/12/2023— la aplica-
ción de su art. 7º. Dicho artículo establece 
que los certificados de no retención del Im-
puesto a las Ganancias otorgados por AFIP 
de acuerdo al art. 38 de la RG 830/2000 
serán válidos —hasta la finalización de su 
vigencia— a los efectos de que la Dirección 
General de Aduanas no efectúe: i)  la per-
cepción del Impuesto a las Ganancias del 
6% sobre el precio normal definido para 
la aplicación de los derechos de importa-
ción; o ii) la percepción del Impuesto a las 
Ganancias del 11% en caso de tratarse de 
la importación definitiva de bienes que 
tengan como destino el uso o consumo 
particular del importador. La suspensión 

prevista por la RG AFIP 5339/2023 se tra-
duce entonces en que, desde el 29/03/2023 
y hasta el 31/12/2023, queda fulminada la 
posibilidad de que el contribuyente que 
tenga un certificado de no retención cuya 
vigencia exceda el 29/03/2023, lo pueda 
hacer valer al oficializar despachos de im-
portación.

Al igual que lo previsto en la RG 2281/2007, 
la RG 5339/2023 dispone, en su art. 2º, que 
las percepciones del Impuesto a las Ganan-
cias que se practiquen en virtud de la sus-
pensión antes comentada tendrán para los 
sujetos pasibles de percepción el carácter 
de impuesto ingresado y en tal concepto las 
percepciones que sufran podrán ser com-
putadas en la declaración jurada del perío-
do fiscal correspondiente. No obstante, una 
cuestión particular es que la RG 5339/2023 
dispone que las percepciones no resulta-
rán computables en la determinación de 
los anticipos del Impuesto a las Ganan-
cias que se efectúe en los términos de la 

RG AFIP 5211/2022 y modificatoria, y sus 
complementarias, aun cuando se utilice el 
régimen opcional de determinación e in-
greso establecido para aquellos casos en 
que los contribuyentes consideren que la 
suma a ingresar en concepto de anticipos 
del Impuesto a las Ganancias superará 
el importe definitivo de la obligación del 
período fiscal al cual deba imputarse esa 
suma.

En lo que hace al Régimen de Percepción 
del Impuesto al Valor Agregado dispuesto 
por la res. general 2937/2010 (en adelante 
“RG 2937/2010”) aplicable en el momen-
to de la importación definitiva de cosas 
muebles gravadas por el referido impues-
to (incluidas las importaciones definitivas 
realizadas desde el área franca al territorio 
aduanero general o especial, salvo que se 
encuentren exceptuadas conforme a las res-
pectivas normas legales) la RG  5339/2023 
suspende —desde el 29/03/2023 hasta el 
31/12/2023— la aplicación del cuarto pá-

(15) Esta conclusión fue adoptada por el Tribunal Fiscal 
de la Nación, sala B, en la causa “Materia, Esteban Alber-
to - Expediente Nº 44.459-I y su acumulado Nº 44.462-I 
Materia Graciela María”, 11 de febrero de 2022, TR LALEY 
AR/JUR/190591/2022, y sala D, en la causa “Orsili, Ma-
ría s/ recurso de apelación”, 21 de septiembre de 2022, 

TR LALEY AR/JUR/190590/2022. Ambas sentencias 
disponibles en https://jurisprudenciatfn.mecon.gob.ar.

(16) TFN, sala D, 02/06/2022, “Florez, Esperanza 
s/ apelación”, TR LALEY AR/JUR/177268/2022. Este cri-
terio ya había sido adoptado en otras sentencias dictadas 
por las salas B y D en las causas “Materia, Esteban Alber-

to” y “Orsili, María”, ya citadas.
(17) CNApel. en lo Contenciosoadministrativo Fe-

deral, sala III, 01/09/2022, “Busnelli, Roberto Oreste 
Antonio - TF 44227-I c. Dirección General Impositiva s/
recurso directo de organismo externo”, TR LALEY AR/
JUR/116707/2022. El tribunal confirma el criterio de la 

sala D del TFN. Esta conclusión también fue adoptada 
por la sala B.

(18) TFN, sala D, 13/11/2019, “Baralo Ottonello, Ricar-
do Antonio s/ Recurso de apelación - Impuesto a las ga-
nancias”, TR LALEY AR/JUR/61320/2019.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
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rrafo del art. 8º. Dicho párrafo establece 
que de resultar permanente la generación 
de saldo a favor con motivo de este régi-
men de percepción, el contribuyente po-
drá solicitar el Certificado de Exclusión 
dispuesto por la res. general 2226/2007 (en 
adelante “RG 2226/2007”). La suspensión 
prevista por la RG 5339/2023 se traduce 
entonces en que, desde el 29/03/2023 y 
hasta el 31/12/2023, los contribuyentes no 
podrán solicitar el Certificado de Exclusión 
pertinente.

Mientras que la RG 2397/2010 estable-
ce que los contribuyentes podrían com-
putarse las percepciones sufridas en la 
Declaración Jurada del Impuesto al Valor 
Agregado del período fiscal al cual resulten 
imputables los créditos fiscales generados 
por las operaciones de importación defi-
nitiva que dieran origen a la percepción, 
la RG  5339/2023 expresamente estableció 
que las percepciones efectuadas en virtud 
de la suspensión antes mencionada no po-
drán ser computadas en el período fiscal 
en que se oficializa el despacho sino que 
podrán ser computadas recién a partir del 
noveno período fiscal posterior a la fecha 
del despacho de importación.

La AFIP, en cada caso, estableció que las 
suspensiones antes mencionadas no serán 
de aplicación para:

i) Importaciones para consumo efectua-
das por Micro y Pequeñas Empresas que 
tengan un certificado “MiPyME” —ob-
tenido de conformidad con lo dispuesto 
por la res. 220 del 12 de abril de 2019, de 
la ex Secretaría de Emprendedores y de la 
Pequeña y Mediana Empresa del entonces 
Ministerio de Producción y Trabajo y sus 
modificatorias— vigente al momento de la 
importación;

ii) Importaciones para consumo que se 
realicen por cuenta y orden del Estado na-
cional;

iii) Importaciones para consumo, exi-
midas de impuestos nacionales por la 
ley 27.701 de Presupuesto General de la Ad-
ministración Nacional para el Ejercicio 2023.

Como consecuencia de esta resolución 
general, mientras que en el caso del Impues-
to a las Ganancias a partir del 29/03/2023, el 
certificado de no retención que ostentaban 
los contribuyentes dejó de ser válido de cara 
al Régimen de Percepción a las importacio-
nes definitivas de bienes (quedando expues-
tos a una percepción del 6%), lo que ocurrió 
con el Impuesto al Valor Agregado vincula-
do con las operaciones de importación de-
finitiva de cosas muebles fue distinto, pues 
mientras la norma establecía que lo que se 
suspende es la posibilidad de solicitar certi-
ficados de exclusión, en los hechos el Siste-
ma Malvina desconoció los certificados de 
exclusión vigentes, quedando los contribu-
yentes expuestos a una percepción del 20% 
o 10% según sea aplicable.

En los hechos, quedaron suspendidos los 
certificados de exclusión o de no retención 
de cara a las importaciones definitivas de 
bienes (por resolución en el caso del Im-
puesto a las Ganancias y de hecho en el 
caso del Impuesto al Valor Agregado) y, por 
otro lado, quedó inhabilitada —conforme 
la letra dura de la resolución— la posibili-
dad de solicitar nuevos certificados de ex-
clusión del Impuesto al Valor Agregado.

II. Los regímenes de recaudación

Los regímenes de recaudación (1) han 
sido validados por la mayoría de las legis-

laciones como una forma de asegurar la re-
caudación, de eficientizar los esfuerzos de 
recaudación, de evitar la elusión o evasión, 
siendo la anticipación de la recaudación 
un efecto y no su finalidad inmediata. En 
el caso del Impuesto al Valor Agregado, los 
regímenes de percepción previstos suelen 
ser criticados como consecuencia de que, 
al tratarse de un impuesto de liquidación 
mensual, la anticipación de la renta pa-
reciera ser la única finalidad, lo cual a su 
vez queda más en evidencia en casos como 
el de marras en el que el agente de per-
cepción designado es la propia Dirección 
General de Aduanas. En el Impuesto a las 
Ganancias, se acepta más la idea de que 
funcionan como un método para evitar la 
elusión o evasión del tributo, sin perjuicio 
de que tienen a su vez el beneficio de anti-
cipar la recaudación, más que nada por las 
características del tributo y porque su de-
claración es anual.

La validez de un régimen de retención o 
de percepción estará dada, no solo como 
consecuencia del art. 22 de la ley 11.683 de 
Procedimiento Tributario o de la ley que 
específicamente lo autorice, sino que sola-
mente podrán ser considerados válidos en 
la medida que se respete, entre otros, pero 
fundamentalmente, el principio de legali-
dad y de reserva de ley que rige en materia 
tributaria. Cuando los regímenes de recau-
dación (sean de retención o de percepción) 
generan saldos a favor de forma continua 
y no contemplan la posibilidad de solicitar 
certificados de exclusión o de no retención 
ni sistemas de devolución ágiles y rápidos, 
ello se traduce en una sobre tasa del tribu-
to que se trate, sin ninguna norma legal de 
respaldo, lo que los transforma en incons-
titucionales y violatorios del principio de 
reserva de ley en materia tributaria.

Como enseña el Doctor Spisso, el Prin-
cipio de Legalidad Tributaria, cuando 
despliega su eficacia normativa sobre las 
fuentes del derecho, recibe el nombre de 
principio de reserva de ley, pues reserva 
un determinado espacio de la realidad so-
cial —en este caso, la parcela tributaria—, 
al ámbito exclusivo de la ley. La reserva 
exige que el tributo sea creado por ley y 
la reserva absoluta exige que la ley defina 
todos los aspectos relativos a la existencia, 
estructura y cuantía de la obligación tri-
butaria —presupuesto de hecho, base de 
cálculo, exenciones, alícuotas, etc.— (2). 
Por su parte, el Principio de Reserva de Ley 
hace las veces de garantía del derecho de 
propiedad, dispuesto en el art. 17 de la CN, 
al constituirse en un límite al poder impe-
rio del Estado en virtud del cual se exige a 
los particulares el pago de un tributo con su 
patrimonio. Según Jarach decir que no debe 
existir tributo sin ley significa que solo la ley 
puede establecer la obligación tributaria y, 
por tanto, solo la ley debe definir cuáles son 
los supuestos y los elementos de la relación 
tributaria (3). Es por ello que, definido el tri-
buto por la ley, solo ella puede establecer la 
justa medida que el Estado está facultado a 
exigir a los contribuyentes y no otra, ergo, la 
generación de permanentes saldos a favor 
de los contribuyentes como consecuencia 
retenciones y percepciones por encima de 
la cuantía del tributo definido por el legis-
lador, constituye —desde una perspectiva 
estrictamente jurídica— un atropello del 
principio de legalidad y reserva de ley, di-
visión de poderes, derecho de propiedad, 
seguridad jurídica, razonabilidad, jerarquía 
normativa, etc. que permitirían tachar de 
inconstitucional al régimen de retención o 
percepción de que se trate.

Sin embargo, no es menos cierto, que 
nuestro sistema jurídico, a pesar de tener 

un precepto constitucional tan claro como 
el antes mencionado, acepta un matiz en 
su aplicación práctica, toda vez que no se 
ha declarado la inconstitucionalidad per 
se de dichos regímenes, sino que la pro-
pia AFIP, reconociendo que la generación 
de saldos a favor es o podría ser un efecto 
en ciertos casos, ha implementado y regla-
mentado distintos mecanismos para que el 
contribuyente afectado pueda: i)  acceder 
a la devolución de los saldos a favor; y/o 
ii) solicitar un certificado de no retención 
o de exclusión.

En la práctica, es sabido que, ante la si-
tuación de generación de saldos a favor, a 
fin de poder tener un caso, no basta la mera 
configuración del saldo a favor, sino que se 
debe analizar: el tributo de que se trate, la 
estacionalidad de la actividad del contri-
buyente, los motivos que generan el saldo a 
favor, la posibilidad de consumir ese saldo 
a favor, la proyección de generación de sal-
do a favor, etc. Así, al encontrarse inmerso 
en esta situación, un contribuyente debe 
efectuar un análisis por el pasado: ¿cuán-
to saldo a favor se le acumuló?, ¿por qué 
no lo pudo compensar?, ¿cuál es la ratio 
de depreciación de ese saldo a favor (re-
cordemos que hasta que no se solicita de-
volución no se devengan intereses a favor 
del contribuyente)?, ¿cuánto demora un 
proceso de solicitud de devolución?, etc., 
y también debe efectuar un análisis por 
el futuro: de no poder lograr el certificado 
de exclusión o de no retención cuál será el 
incremento de sus costos, si tiene espalda 
financiera para soportar la carga, si deberá 
acceder a financiamiento con terceros, si 
modifica su operatoria, etc.

Estas cuestiones llevan al contribuyente 
a convivir —forzosamente— con regíme-
nes de recaudación que por instantes oca-
sionan un daño concreto pero que dicho 
daño, para poder ser reclamado, tenga que 
verificarse en un determinado período de 
tiempo y de cierta forma. Una evidencia 
de ello es la existencia de la RG 2226/2007 
y el art. 38 de la RG 830/2000, referidas al 
Impuesto al Valor Agregado y al Impuesto a 
las Ganancias, respectivamente, en las que 
se reconoce que podría ocurrir que se con-
formen y/o acumulen de saldos de libre 
disponibilidad a favor de los contribuyen-
tes y/o responsables o que las retenciones/
percepciones que se sufran en el curso del 
período fiscal den lugar a un exceso en el 
cumplimiento de la obligación tributaria 
correspondiente a dicho período.

Los parámetros elegidos por la AFIP 
para tener por acreditado que un régimen 
de recaudación se traduce en un cobro en 
exceso a la justa medida del tributo que 
se trate (como por ejemplo, en el caso del 
Impuesto al Valor Agregado: poseer un sal-
do de libre disponibilidad, que surja de la 
última declaración jurada del impuesto al 
valor agregado vencida a la fecha de soli-
citud equivalente, como mínimo, al 20% 
del promedio del impuesto determinado 
en las declaraciones juradas del impuesto 
al valor agregado correspondientes a los 12 
últimos períodos fiscales) suelen parecer, 
desde la perspectiva de los contribuyentes, 
como exagerados mientras que, desde la 
perspectiva fiscal, son lo mínimo necesario 
como para garantizar que la exclusión del 
régimen de recaudación no se otorgue li-
geramente y se afecte el fin perseguido ori-
ginalmente por el régimen de recaudación 
(esto es, asegurar la recaudación).

Luego, encontramos que la AFIP ha es-
tablecido en las RG 2224/1979, 1466/2003, 
5173/2022, entre otras, los mecanismos 
para solicitar la devolución y/o convalida-

ción de saldos para transferencia a terce-
ros, según corresponda, a fin de restituir al 
contribuyente lo cobrado en exceso. La crí-
tica generalizada a estos procedimientos es 
que la actualización del capital no está per-
mitida, que los tiempos en que se procesan 
las solicitudes hacen que el capital quede 
expuesto a la devaluación crónica de la 
moneda que sufre este país, que la tasa de 
interés reconocida no resarce efectivamen-
te la indisponibilidad del dinero del contri-
buyente si no se judicializa la petición, etc.

En definitiva, como consecuencia de que 
los regímenes de recaudación provocan, en 
ciertos casos, una recaudación en exceso a 
la justa medida del tributo, aparecen los 
certificados de no retención o exclusión y 
los mecanismos de solicitud de devolución 
(amén de que no funcionan con la veloci-
dad que resultaría deseable) como herra-
mientas al alcance del contribuyente para 
intentar paliar los efectos de esos desvíos 
y corregir la situación a lo que la ley prevé 
en cada caso.

III. Los certificados de exclusión o de no 
retención ¿son un derecho adquirido?

Como se comenta previamente, en caso 
de reunir los requisitos exigidos por la nor-
ma reglamentaria del régimen de recauda-
ción de que se trate, la AFIP otorgará, lue-
go de efectuar determinados controles, el 
certificado de exclusión o de no retención 
solicitado por el contribuyente.

De resultar procedente, en el caso del 
Impuesto a las Ganancias, la exclusión 
otorgada por el art. 38 de la RG 830/2000 
es de carácter total, el beneficio se otorga 
por períodos mensuales completos y tie-
ne vigencia a partir del primer día del mes 
inmediato siguiente a aquel en que la pe-
tición es resuelta favorablemente, y como 
máximo hasta el último día del tercer mes 
posterior al mes de cierre del ejercicio fis-
cal de que se trate. Por su parte, el art. 7º 
de la RG 2281/2007, que estableció el Régi-
men de Percepciones aplicable a los bienes 
que se importen con carácter definitivo, 
prevé que los certificados de no retención 
del Impuesto a las Ganancias, otorgados 
por esta AFIP de acuerdo con lo previsto 
en el art. 38 de la RG 830/2000, serán váli-
dos —hasta la finalización de su vigencia— 
a los efectos de que la Dirección General de 
Aduanas no efectúe la percepción prevista 
en la RG 2281/2007.

Ello quiere decir que la AFIP reconoce 
que si un contribuyente reunió los requisi-
tos para acceder al certificado de exclusión 
previsto en la RG 830/2000 debe quedar 
también fuera del universo de contribu-
yentes alcanzados por el Régimen de Per-
cepción aplicable a los bienes que se im-
porten con carácter definitivo.

No obstante, la RG 5339/2023 lo que hizo 
fue suspender dicho art. 7º, haciendo que 
los contribuyentes que tenían un certifica-
do de exclusión (o sea, contribuyentes que 
ya estaban en una situación de generación 
de saldos a favor crónicos) no lo puedan 
hacer valer al importar bienes con carácter 
definitivo. Es decir, los contribuyentes al 
oficializar el/los despacho/s en el Sistema 
Malvina, ya no podían gozar de la ventaja 
del certificado, quedando sujetos a la per-
cepción e ingreso de esta, como requisito 
sine qua non para poder importar la mer-
cadería.

En el caso del Impuesto al Valor Agrega-
do, el art. 3º de la RG 5339/2023, suspendió 
hasta el 31/12/2023 la aplicación del cuar-
to párrafo del art. 8º de la RG 2937/2010. 

(1) La referencia es respecto a los regímenes de recau-
dación como género, siendo los regímenes de percepción 
o de retención una especie dentro de los regímenes de re-

caudación. Ello sin perjuicio de que cierta parte de la doc-
trina entiende a los regímenes de percepción como una 
especie dentro de los regímenes de retención.

(2) SPISSO, Rodolfo, “Derecho Constitucional Tributa-
rio”, Abeledo Perrot, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
2016, 6ª ed., ps. 298 y 299.

(3) JARACH, Dino, “Curso Superior de Derecho Tribu-
tario”, Cima, Ciudad de Buenos Aires, 1969, p. 80.
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Como expliqué previamente, aquí yace 
una diferencia significativa con respecto a 
lo ocurrido con la suspensión del certifica-
do de exclusión de los regímenes de reten-
ción del Impuesto a las Ganancias (aplica-
ble al régimen de percepción), ya que en 
el presente caso, lo que se suspendió fue 
la posibilidad de solicitar certificados de 
exclusión conforme la RG 2226/2007 pero, 
en los hechos, se implementó como la sus-
pensión del certificado a los efectos del 
régimen de percepción de IVA a las impor-
taciones definitivas de bienes. Conforme 
la resolución general lo que debió haber 
ocurrido —dejando de lado el análisis de 
constitucionalidad de la resolución por un 
momento— es que: i)  aquellos que tuvie-
ran certificados de exclusión ya otorgados 
los pudieran hacer valer hasta su fecha de 
vencimiento, sin posibilidad de solicitar 
un nuevo certificado en caso que el venci-
miento ocurriera entre el 29/03/2023 y el 
31/12/2023; y que ii) aquellos que no hu-
bieran tenido un certificado al 29/03/2023, 
no pudieran solicitarlos de verificarse una 
situación de generación de saldos a favor 
como consecuencia del Régimen de Per-
cepción del Impuesto al Valor Agregado a 
la importación definitiva de cosas muebles 
gravadas por el tributo.

Es de destacar que ello es lo que debería 
haber ocurrido porque lo que efectivamen-
te ocurrió fue la suspensión de pleno dere-
cho de todos los certificados otorgados, con 
una rigurosidad tal que aquellos despa-
chos que se oficializaron ya el 29/03/2023 
(mismo día de entrada en vigor de la reso-
lución) se vieron afectados por la percep-
ción, restringiéndose indebidamente los 
derechos y garantías del contribuyente que 
tenía un certificado de exclusión vigente. El 
contribuyente se vio imposibilitado de ha-
cer algo distinto ya que la imposibilidad de 
hacer valer el certificado de exclusión ve-
nía predeterminada en el Sistema Malvina. 
Hutchinson sostiene que el “principio de 
legalidad pauta globalmente la actividad 
administrativa y, consecuentemente, to-
dos los actos de la Administración pública 
están subordinados a una norma habilita-
dora, aunque no necesariamente de rango 
de ley. Cuando la Administración pública 
quebranta ese principio y promueve opera-
ciones materiales restrictivas o cercenado-
ras de los derechos y garantías individua-
les carentes de aquella base sustentadora, 
se está en presencia de una vía de hecho 
(CNCont. Adm. Fed., Sala II, 12/12/1995, 
“Fernández”, ED, Supl. Jurisp. 1995, nº 3, 
p. 23). Esta situación genera —como prin-
cipales efectos— la ilicitud del obrar admi-
nistrativo y, consiguientemente, la respon-
sabilidad patrimonial de la Administración 
Pública” (4).

No obstante, cualquiera fuere la forma 
en que se materializó, el efecto inmediato 
de la norma —fundado en cuestiones de 
política tributaria según los considerandos 
de la propia RG 5339/2023— fue que los su-
jetos que ya habían acreditado ante el Fisco 
que iban a ingresar tributos en exceso a la 
justa medida prevista por ley sean impac-
tados (porque alcanzados ya estaban por 
la norma pero estaban excluidos) por la 
percepción incrementándoseles: el costo 
de importación o el costo de guarda en los 
depósitos fiscales, según el contribuyente 
tuviera la posibilidad de afrontar el pago de 
la percepción o no.

La pregunta de rigor que corresponde 
hacernos entonces es: si es posible sos-

tener que los contribuyentes que tenían 
un certificado de exclusión tenían ya un 
derecho adquirido o no. Ello, en el enten-
dimiento de que el certificado de no re-
tención o de exclusión constituye un acto 
administrativo de alcance individual.

Partiendo de la idea de que la estabilidad 
de los derechos es una de las principales 
garantías del orden jurídico, el acto admi-
nistrativo regular (como lo es el certifica-
do de no retención o exclusión otorgados 
a los contribuyentes que cumplían los re-
quisitos para solicitarlos en forma previa a 
la entrada en vigencia de la RG 5339/2023) 
del cual surgen derechos adquiridos no 
puede ser revocado arbitrariamente por 
la Administración. La Corte Suprema ha 
dicho que “el orden público se interesa en 
que los derechos adquiridos bajo el am-
paro de resoluciones definitivas queden 
inconmovibles” ya que “de otro modo no 
habrá régimen administrativo ni judicial 
posible” (5). 

Conforme explica Gordillo, la cosa juz-
gada administrativa implica una limi-
tación a que la misma Administración 
revoque, modifique o sustituya el acto 
administrativo de que se trate, excepto 
que con ello beneficie al interesado (6). 
De allí que se hable de estabilidad del 
acto administrativo, para la cual el dec.-
ley 19.542/1979 de Procedimientos Admi-
nistrativos dispone que para que exista: 
a)  se debe tratar de un acto administra-
tivo (unilateral e individual); b) que de él 
hayan nacido derechos subjetivos; c) que 
esté notificado al interesado; d)  que sea 
regular; y e) que no haya una ley que au-
torice la revocación. A este respecto, la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación 
tiene dicho que “si bajo la vigencia de una 
ley —o para el caso, un reglamento— el 
particular ha cumplido todos los actos y 
condiciones substanciales y los requisi-
tos formales previstos en esa ley para ser 
titular de un determinado derecho, cabe 
considerar que hay un derecho adquirido, 
aunque falte la declaración formal de una 
sentencia o un acto administrativo, pues 
estos sólo agregan el reconocimiento de 
ese derecho o el apoyo de la fuerza coer-
citiva necesaria para que se haga efecti-
vo. De no ser así, resultaría la inadmisible 
consecuencia de que la titularidad de un 
derecho vendría a depender de la volun-
tad discrecional del obligado renuente a 
satisfacer ese derecho” (7).

Derecho adquirido existe “...cuando 
bajo la vigencia de una ley, el particular 
ha cumplido todos los actos y condicio-
nes sustanciales y requisitos formales pre-
vistos en la misma, para ser titular de un 
determinado derecho, de manera que la 
situación jurídica general creada por esa 
ley, se transforma en una situación jurí-
dica concreta e individual en cabeza del 
sujeto, que como tal se vuelve inalterable, 
y no puede ser suprimido por la ley pos-
terior sin agravio al derecho de propiedad 
consagrado por el art. 17 de la CN...” (8). 
Sumado a ello, las decisiones adminis-
trativas no pueden alterar derechos ad-
quiridos, salvo los casos de revocación 
ex tunc, es decir, por nulidad absoluta, o 
inexistencia del acto; fuera de tales casos, 
la irretroactividad es norma y principio in-
cuestionable (9).

Como consecuencia de lo expuesto, 
parecería posible colegir que el certifi-
cado de no retención o de exclusión que 

ostentaban los contribuyentes al 29 de 
marzo de 2023, como consecuencia de 
haber verificado saldos a favor perma-
nentes, otorgaban un derecho adquirido 
a los contribuyentes a no ser pasibles de 
los regímenes de percepción del Impues-
to a las Ganancias y del Impuesto al Valor 
Agregado a la importación definitiva. Ello 
sin perjuicio de que, si se analizara esta 
situación a la luz de los precedentes antes 
citados, el derecho a no ser percibido el 
contribuyente lo tiene como consecuen-
cia del principio de reserva de ley y no 
por el mero hecho de haber obtenido un 
certificado, pero no profundizaré en esta 
cuestión por el momento.

Si nos basamos en el certificado de no 
retención o exclusión, este solo podría 
haber sido dejado sin efecto válidamen-
te por AFIP si se considerara que el mis-
mo era un acto administrativo irregular, 
esto es, que ostentaba algún tipo de vicio 
(ej. que se haya otorgado por error) (10). 
Lo que sucede como consecuencia de la 
RG 5339/2023 es que, de forma arbitraria 
por insuficiente fundamentación legal, 
en virtud de un nuevo acto administrati-
vo —pero de alcance general— se dejan 
sin efecto los certificados de no retención 
del Impuesto a las Ganancias otorgados 
conforme la ley y las resoluciones genera-
les aplicables. Esta situación no solo viola 
el derecho de propiedad, el principio de 
reserva de ley, el derecho a la seguridad ju-
rídica, sino que además podría sostenerse 
que la RG 5339/2023 implica un atropello 
del principio de separación de poderes, ya 
que, haciendo uso excesivo de sus faculta-
des reglamentarias, se termina exigiendo 
un tributo por sobre la justa medida pre-
vista por el legislador.

IV. Efectos de la RG 5339/2023 sobre los 
contribuyentes

La RG 5339/2023 implica entonces:

i) Que los contribuyentes alcanzados 
por la RG 5339/2023 terminen efectiva-
mente ingresando un 6% o 20% más, se-
gún se trate del Impuesto a las Ganancias 
o del Impuesto al Valor Agregado; lo cual 
constituiría una exacción ilegítima, veja-
toria del derecho de propiedad;

ii) Que el saldo a favor generado como 
consecuencia de las percepciones así apli-
cadas se traduzca en una indisponibilidad 
del dinero del contribuyente que, además, 
no es resarcida por el Estado de forma ade-
cuada. De conformidad con el Código Civil 
y Comercial, art. 756, a partir de su mora el 
deudor debe los intereses correspondientes 
y la tasa se determina: a) por lo que acuer-
den las partes; b) por lo que dispongan las 
leyes especiales; y c) en subsidio, por tasas 
que se fijen según las reglamentaciones 
del Banco Central. No obstante, en el caso 
de las devoluciones de tributos, el deven-
gamiento a favor del contribuyente ocurre 
no desde el pago sino desde que se realiza 
la solicitud de devolución o repetición del 
tributo (ley 11.683, de Procedimiento Tri-
butario) y conforme la res. 559/2022 del 
Ministerio de Economía, la tasa de interés 
aplicable es de 3,85% mensual, cuando 
desde enero de 2023 se registra una infla-
ción promedio de 6,76% mensual. Ello evi-
dencia que el patrimonio quitado al contri-
buyente no solo queda expuesto a la deva-
luación, sino que al no resarcirse la mora 
de forma adecuada, el daño provocado al 
contribuyente sea mayor;

iii) Que las percepciones sufridas a cuen-
ta del Impuesto a las Ganancias puedan ser 
computadas en la declaración jurada del 
período fiscal correspondiente pero que 
no puedan ser computadas para la deter-
minación de los anticipos del Impuesto a 
las Ganancias: la RG 5339/2023 se proyec-
ta así sobre el período fiscal siguiente (a 
aquellos que cierren entre el 29/03/2023 
y el 31/12/2023 —fecha de vigencia de la 
suspensión—) ya que al no poder detraer-
se el monto de las percepciones sufridas 
de la base de cálculo de los anticipos, ello 
implica una mayor salida de caja para los 
contribuyentes y el Estado se garantiza un 
mayor flujo de caja. Recordemos que la 
RG 5211/2022 ya excluye a las percepcio-
nes que tuvieran carácter de pago único y 
definitivo.

iv) Que el hecho de que las percepciones 
del Impuesto al Valor Agregado efectuadas 
en virtud de la RG 5339/23 no puedan ser 
computadas en el período en el cual son 
sufridas, sino recién a partir del noveno pe-
ríodo fiscal posterior a la fecha del despa-
cho de importación:

a) Constituya una violación del art. 27 de 
la ley 23.349 del Impuesto al Valor Agrega-
do y del art. 21 de la ley 11.683, ya que, si 
consideramos que la percepción tiene la 
naturaleza de pago a cuenta del tributo, 
dicho pago a cuenta debe necesariamente 
imputarse al período fiscal por el cual se li-
quidan los anticipos;

b) Constituya una violación del art. 29 de 
la ley 11.683 y de los arts. 1796 y 1798 del 
Cód. Civ. y Com. como consecuencia de 
la imposibilidad de solicitar la devolución 
(sea vía RG 2224/1979 o RG 1466/2003) del 
saldo a favor que se generará en virtud de 
las percepciones sufridas;

c) Que el daño provocado sea mayor al 
que se genera por el mero desconocimien-
to del certificado de no retención o exclu-
sión;

v) Que las opciones a disposición de los 
contribuyentes, dependiendo de su situa-
ción particular, terminan siendo acudir al 
financiamiento con terceros (a tasas que, 
en general, resultan ser superiores al 110% 
anual), al financiamiento con sus clientes 
(en el entendimiento de que si no reciben 
asistencia financiera para afrontar el pago 
de las percepciones no pueden afrontar el 
costo de la importación) o, en su defecto, 
de poder hacerlo, optan por demorar la 
importación, lo cual termina por incre-
mentar los costos de conservación de la 
mercadería en los depósitos fiscales.

vi) Que los costos antes mencionados se 
sumen al costo de la percepción, de su im-
posibilidad de solicitud de devolución o de 
devolución a un valor totalmente afectado 
por las condiciones antes mencionadas, in-
crementando como consecuencia el valor 
del producto que el contribuyente entrega 
a sus clientes, lo cual además incrementa 
de forma indirecta la totalidad de la cadena 
de producción a la cual pertenece ese pro-
ducto.

vii) Que una vez que los certificados de 
exclusión del IVA se venzan no esté claro 
qué pasará:

a) ¿Será posible en dicha oportunidad 
que los contribuyentes se tomen las per-
cepciones de IVA en el período en que 

(4) HUTCHINSON, Tomás, “Régimen de Procedimien-
tos Administrativos Ley 19.549”, Ed. Astrea, Ciudad de 
Buenos Aires, 2006, 8ª ed., p. 95.

(5) CS, Fallos, 175:368, cons. 3º “Carman de Cantón”, 
1936.

6) https://www.gordillo.com/pdf_tomo3/capitulo6.
pdf.

(7) CS, Fallos, 296:723, “Alfredo de Martín”, año 1976; 
Fallos, 304:871, “Quinteros”, año 1982.

(8) CS, 28/09/1993, “Marozzi, Eldo E. c. Pcia. de Santa 
Fe”, TySS, Editorial ED, 1994, ps. 475 y ss.

(9) CS, 13/04/1995, “Fiscal de Estado c. Municipalidad 
de Godoy Cruz s/ Contencioso Administrativo”.

(10) Conforme la CS en Fallos 321:169 “Almagro Ga-

briela y otra”; año 1998: “una interpretación armónica de 
los preceptos citados conduce a sostener que las excep-
ciones a la regla de la estabilidad en sede administrativa 
del acto regular previstas en el art. 18 —entre ellas, el co-
nocimiento del vicio por el interesado— son igualmente 
aplicables al supuesto contemplado en el art. 17 primera 
parte. De lo contrario, el acto nulo de nulidad absoluta 

gozaría de mayor estabilidad que el regular, lo cual no 
constituye una solución razonable ni valiosa. Una inteli-
gencia meramente literal y asilada de las normas antes 
indicadas llevaría a la conclusión de que habría más rigor 
para revocar un acto nulo que uno regular cuya situación 
es considera por la ley como menos grave”.
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Nota a fallo

Prescripción
Tributos locales. Multas por omisión de 
pago. Ley aplicable. Disidencia.

1. -	 Corresponde aplicar a la multa estable-
cida por la Dirección General de Rentas 
provincial para la omisión en el pago del 
impuesto a los ingresos brutos el plazo es-
tablecido en el inc. 4º del art. 65 del Cód. 
Penal, pues es a ese cuerpo normativo al 
que le incumbe legislar sobre la extinción 
de acciones y penas, sin perjuicio del de-
recho de las provincias al establecimien-
to de particulares infracciones y penas en 
asuntos de interés puramente local.

2. -	 La multa aplicada al contribuyen-
te —establecida por la Dirección Gene-
ral de Rentas provincial debido a la omi-
sión en el pago del impuesto a los ingre-
sos brutos— es de carácter penal, pues si 
bien puede existir en los casos de mul-
tas un interés de tipo fiscal en su percep-
ción, esto no altera su naturaleza princi-
palmente punitiva, de donde se deriva la 
aplicabilidad a la materia de los princi-
pios del derecho penal, según lo prescri-
be el art. 4º del Cód. Penal.

3. -	 La prescripción de las obligaciones 
tributarias locales tanto en lo relati-
vo a sus plazos como al momento de 

su inicio, y a sus causales de interrup-
ción o suspensión, se rige por lo esta-
tuido por el Congreso de la Nación de 
manera uniforme para toda la Repú-
blica.

4. -	 El argumento que postula el carácter 
penal de las infracciones tributarias y, 
a los fines de su prescripción, considera 
que es una materia propia del Congre-
so de la Nación importa negar a las ju-
risdicciones locales el ejercicio de una 
materia que no ha sido delegada al Go-
bierno Federal, como es el de estable-
cer las consecuencias punitivas no pe-
nales, desnaturalizando el reparto de 

competencias que trazaron los consti-
tuyentes originarios de 1853/1860 y los 
reformadores de 1994 (del voto en disi-
dencia del Dr. Rosatti).

CS, 07/03/2023. - Alpha Shipping S.A. c. 
Provincia de T.D.F. A. e I.A.S. s/contencioso 
administrativo – Medida cautelar.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/15604/2023]

[El fallo in extenso puede consultarse en 
Atención al Cliente, https://www.laley-
next.com.ar/ o en Proview]

La trascendencia del fallo “Alpha Shipping”:  
La Corte Suprema concluyó que la prescripción  
de las infracciones locales se rige por el Código Penal
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El 7 de marzo de 2023, la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación (CS) se expidió en 
la causa “Recurso de hecho deducido por 
la actora en la causa “Alpha Shipping SA c. 
Provincia de Tierra del Fuego A. e I.A.S s/
contencioso administrativo-medida cau-
telar” sobre el plazo de prescripción de las 
multas en los tributos locales, y por ma-
yoría concluyó que resulta de aplicación 
el Código Penal y no los Códigos Fiscales 
locales.

De los antecedentes de la causa, surge 
que la Dirección de Rentas de Tierra del 
Fuego determinó de oficio a la contribu-
yente el Impuesto sobre los Ingresos Brutos 
por los períodos fiscales 5 a 12 de 2004 y 1 
a 12 de 2005; y aplicó una multa por omi-
sión de impuestos correspondientes a tales 
períodos fiscales, decisiones que fueron 
cuestionadas. Una vez que la instancia ad-
ministrativa fue agotada, la empresa inter-
puso demanda contenciosa ante el Tribu-
nal Superior de Tierra del Fuego, en donde 
planteó —entre otras cuestiones—, que las 
normas locales previstas en el Código Fis-
cal, relativas a la prescripción de las mul-
tas, resultaban inconstitucionales, toda vez 
que resultaban contrarias a los arts. 31 y 75 
inc. 12) de la CN, ya que disponían un pla-
zo de prescripción quinquenal en contra-
dicción con el art. 65, inc. 4) del Cód. Penal 
que prevé el plazo de dos años, resultando 
este último aplicable.

El Tribunal Superior de Tierra del Fuego 
rechazó el planteo de la contribuyente y 
concluyó que, “la aplicación de las multas 
era consecuencia de la determinación de 
oficio, sin la cual no podría aplicarse san-
ción alguna por cuanto no se contaría con 
base para su graduación”. Añadió que, si el 
Fisco no estableciese el hecho imponible 
del gravamen, calificase la actividad gravada 
y cuantificase el tributo omitido, no habría 
infracción punible, concluyendo que la de-
terminación era presupuesto de la sanción. 
En ese orden, si la autoridad administrativa 
gozaba de un período de cinco años para 
determinar la deuda, resultaba incompati-
ble limitar a un plazo de dos años el ejerci-
cio del poder sancionatorio consecuente.

En virtud de ello, observó que las nor-
mas del Código Fiscal local no vulneraban 
en modo alguno el principio de legalidad 
en materia penal y tributaria, ni el reparto 
de competencias legislativas instituidas en 
la Constitución Nacional, ni las directrices 
hermenéuticas fijadas por la CS. Sostuvo 
que el límite temporal normado en la Pro-
vincia estaba sincronizado y armonizado 
con la naturaleza del auto declarativo del 
tributo, cuyo incumplimiento servía de 
causa para las multas controvertidas, y con 
el procedimiento reglado para la determi-
nación del impuesto y la cuantificación de 
la multa, que no era automática. Añadió 
que receptaba los principios y disposicio-
nes generales del Código Penal, que deri-
vaban del carácter de esa específica san-
ción pecuniaria.

La empresa interpuso un recurso ex-
traordinario federal, el cual fue denegado, 
lo que motivó la presentación de un recur-
so de queja ante el Máximo Tribunal.

La Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción resolvió por mayoría hacer lugar al re-
curso de hecho deducido por la contribu-
yente y decidió que la multa aplicada por 
la Dirección de Rentas de Tierra del Fuego 
estaba prescripta a la luz del plazo de dos 
años previsto en el art. 65, inc. 4) del Cód. 
Penal, resultando inconstitucional el plazo 
de cinco años previsto en el art. 81 del Cód. 
Fiscal provincial. Asimismo, sostuvo que la 
sanción es de carácter penal y que, como 
tal, no persigue un interés de tipo fiscal 
sino eminentemente punitivo.

El Máximo Tribunal basándose en su pro-
pio antecedente en la causa “Filcrosa SA s/
quiebra” (Fallos: 326:3899) del 30/09/2003, 
donde la actora había introducido taxati-
vamente el argumento de naturaleza penal 
de las multas tributarias, recordó que dicho 
tribunal le había asignado dicha naturaleza 
para reputar aplicable el plazo de prescrip-
ción previsto en el art. 65, inc. 4º del Cód. 
Penal y la forma de su cómputo (art. 63), re-
firiendo que la finalidad perseguida con su 
aplicación era que se procuraba prevenir y 
reprimir la violación de disposiciones tribu-
tarias y descartar el carácter retributivo del 
posible daño provocado con la infracción.

Indica el Tribunal que la solución “debía 
cimentarse en una interpretación sistemá-

tica de ese plexo, en la particular estructu-
ración de la falta endilgada y del impuesto 
al que estaba vinculada, en su adecuación a 
los principios que surgen del Código Penal 
y en las consecuencias incoherentes e ilógi-
cas de aplicar plazos distintos para determi-
nar deudas impositivas —5 años— y para las 
consecuentes sanciones por omisión fiscal 
—2 años— y un dies a quo idéntico”.

En el considerando 4º de la sentencia ca-
lifica a la sanción aplicada como de carác-
ter penal debido a su naturaleza principal-
mente punitiva, derivando de este hecho la 
aplicabilidad de los principios del derecho 
penal, conforme lo prescripto por el art. 4º 
del Cód. Penal.

Asimismo, agrega el Tribunal que di-
chos principios y reglas son aplicables en 
el ámbito de las sanciones administrativas 
“siempre que la solución no esté prevista 
en el ordenamiento jurídico específico y 
en tanto aquellos principios y reglas resul-
ten compatibles con el régimen jurídico 
estructurado por las normas especiales de 
que se trate...”. Advierte, además, que las 
multas funcionan como penas ya que son 
sanciones ejemplificadoras e intimida-
torias con el objetivo de lograr el cumpli-
miento de las leyes para que estas últimas 
no sean burladas impunemente.

En el considerando 5º del fallo, cita como 
precedentes la sentencia dictada en la cau-
sa “Lázaro Rabinovich” (Fallos: 198:139) 
del 31 de marzo de 1944, donde ya había 

son sufridas sin perjuicio de que las per-
cepciones sufridas durante la suspensión 
de los certificados vigentes se computen 
conforme lo dispuesto en el segundo pá-
rrafo del art. 3º de la RG 5339/2023?

b) Si los certificados se vencieron, ¿es po-
sible solicitarlos nuevamente? En caso de 
poder hacerlo y obtenerlo, ¿si los obtuvieran 
durante el período de vigencia de la suspen-

sión prevista por la RG 5339/2023, les aplica 
la percepción o el certificado es oponible?

V. Conclusiones

Se observa así que la RG 5339/2023 des-
naturaliza los fines loables de las normas 
reglamentarias que permiten a los contri-
buyentes quedar excluidos de regímenes 
de recaudación cuando se verifica que se 

ingresará un tributo en exceso a la justa 
medida de este. Por otro lado, siendo un 
régimen de recaudación una herramienta 
concebida como un instrumento finan-
ciero al que puede acudir el Estado para 
garantizar la recaudación, para evitar la 
elusión o evasión de tributos, etc., se con-
vierte a los regímenes de percepción a la 
importación definitiva de bienes en nue-
vos tributos que los contribuyentes deben 

afrontar para desarrollar su operación en 
el país, incrementándose directamente sus 
costos operativos. Es por ello, que parece-
ría posible sostener que la RG 5339/2023 
no implica un problema financiero sino ya 
un verdadero problema económico para 
los contribuyentes.

Cita online: TR LALEY AR/DOC/1153/2023
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declarado que la multa por infracción a 
leyes locales de la Provincia de Mendoza 
(referidas a descanso dominical) estaban 
regidas por el Código Penal “no obstante lo 
que al respecto dispongan las leyes provin-
ciales que no pueden reglamentar ese pun-
to sin violación de los arts. 67, inc. 11 y 108 
de la CN”, doctrina jurisprudencial que fue 
ratificada por el Tribunal cimero en “Fil-
crosa” (Fallos: 326:3899) y “Volkswagen de 
Ahorro para Fines Determinados SA” (Fa-
llos: 342:1903), indicando que en estas úl-
timas dos causas que la materia en debate 
se encontraba regulada por el Código Civil, 
cuerpo normativo integrante de la llamada 
legislación común.

Específicamente el Tribunal refiere al 
considerando 2º de “Volkswagen”, donde el 
Tribunal ha desarrollado las razones por las 
que sostuvo que “la prescripción no es un 
instituto propio del derecho público local, 
sino un instituto general del derecho, lo que 
ha justificado que, en ejercicio de la habili-
tación conferida al legislador nacional por el 
art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, 
aquel estableciera un régimen destinado 
a comprender la generalidad de las accio-
nes susceptibles de extinguirse por esa vía 
y que, en consecuencia, las legislaturas lo-
cales no se hallaran habilitadas para dictar 
leyes incompatibles con las previsiones que 
al respecto contenían los códigos de fondo.

Sobre tales bases, el Tribunal consideró 
que la prescripción de las obligaciones tribu-
tarias locales tanto en lo relativo a sus plazos, 
como al momento de su inicio, y a sus cau-
sales de interrupción o suspensión, se rigen 
por lo estatuido por el Congreso de la Nación 
de manera uniforme para toda la República”.

En el considerando 6º de la sentencia se 
concluye que corresponde aplicar el plazo 
indicado en el art. 65, inc. 4 del Cód. Penal, 
admitiendo el recurso extraordinario, re-
vocando la sentencia apelada y ordenando 
que vuelvan los autos al Tribunal de origen 
para dictar nuevo pronunciamiento.

El fallo no fue unánime. La disidencia es-
tuvo por parte del Dr. Rosatti quien señaló 
que la delegación de las provincias a la Na-
ción para dictar el Código Penal que surge 
del art. 75, inc. 12), no les impide retener 
una potestad punitiva propia justificada en 
el ejercicio de ese poder; esto es, la prerro-
gativa exclusiva de establecer contraven-
ciones e infracciones, fijar las correlativas 
sanciones y aplicarlas en asuntos de puro 
interés local. Y concluyó que la posición de 
la actora “se apoya en una inapropiada lec-
tura de la doctrina jurisprudencial de este 
Tribunal sobre la aplicación de los princi-
pios del derecho penal al ámbito de las in-
fracciones administrativas; en efecto, a tra-
vés de esa prudente línea jurisprudencial lo 
que siempre se ha propuesto este Tribunal 
es garantizar —en el ámbito de las infraccio-
nes administrativas— la aplicación de cier-
tos principios y reglas del derecho penal a 
la actividad punitiva no delictual, en la me-
dida en que resulten compatibles (arg. doc. 
Fallos: 330:1855 y 335:1089). Sin embargo, 
esta construcción garantista, no puede ex-
tenderse hasta llegar al extremo de alterar 

las bases del sistema federal de gobierno y 
desconocer los regímenes e instituciones 
que, en ejercicio de atribuciones propias, se 
han dado las provincias”.

Resulta necesario analizar las implican-
cias y consecuencias del fallo, pues dicho 
precedente deberá ser acatado por los todos 
los fiscos locales y por todos los tribunales 
que ejercen jurisdicción en materia de san-
ciones fiscales locales.

Conforme se expuso, el Máximo Tribunal 
consideró que la prescripción de las obliga-
ciones tributarias locales tanto en lo relativo 
a sus plazos, como al momento de su inicio, 
y a sus causales de interrupción o suspen-
sión, se rigen por lo estatuido en el Congre-
so de la Nación de manera uniforme para 
toda la República.

Sin embargo, existen razones para consi-
derar que el Código Penal no está preparado 
para hacer frente a las diversas situaciones 
que se presentan respecto de los ilícitos lo-
cales, así como a la doctrina emanada del 
presente fallo.

Entendemos que el precedente comen-
tado no resulta aplicable únicamente a las 
sanciones “fiscales” sino que a todo el uni-
verso de sanciones administrativas que 
tanto las Provincias como lo Municipios re-
priman con “multa” como las sanciones de 
tránsito, bromatología, higiene, seguridad.

El Código Penal en el art. 65, inc. 4) hace 
referencia a la palabra “multa” y en este 
cuerpo normativo no está previsto otro tipo 
de sanciones como puede ser la clausura y 
el decomiso de bienes —los cuales sí están 
previstos en los Códigos Fiscales—. Esto se-
guramente traerá cuestiones para debatir.

En cuanto al cómputo de la prescripción 
podríamos adecuar el inicio del cómputo de 
esos dos años a lo previsto con el art. 66 (1) 
del Cód. Penal que dispone que la prescrip-
ción de la acción empezará a correr desde 
la medianoche del día en que se cometió el 
delito o, si este fuese continuo, en que cesó 
de cometerse.

En muchas situaciones el Fisco pretende-
rá esgrimir que ciertas infracciones forma-
les y materiales son continuas para “correr” 
el momento del inicio del término. El con-
tribuyente intentará señalar que son deli-
tos de consumación independiente. Sobre 
todo, pues el último párrafo del art. 67 (2) 
del Cód. Penal señala que la prescripción 
corre, se suspende o se interrumpe separa-
damente para cada delito y para cada uno 
de sus partícipes.

En materia de interrupción de la prescrip-
ción sus causales están contempladas en el 
art. 67 (3) del Cód. Penal. El inc. a) refiere a 
la interrupción por la comisión de otro deli-
to y el inc. e) refiere al dictado de la senten-
cia condenatoria.

En cuanto a la interrupción por comisión 
de otro delito, tenemos que señalar que la 
mera imposición de una sanción por parte 
de la Administración no basta para tener 

por interrumpido el plazo de prescripción 
de la acción para imponer infracciones. 
Únicamente corresponde concluir que ocu-
rrió ese efecto cuando la multa pasa en au-
toridad de cosa juzgada, pues si son revoca-
das no constituye infracción alguna.

Con relación a la interrupción por senten-
cia condenatoria, aunque no se encuentre 
firme, entendemos que los fiscos locales 
intentarán asignar tal carácter de sentencia 
a la resolución que agote la vía administrati-
va y el contribuyente a la sentencia en sede 
judicial. Así lo entendió la CS en “Sexton, 
José Luis, Gral.” (4), sentencia de fecha 15 de 
agosto de 1989 donde sostuvo que: “(..) los 
delitos entre sí no tienen carácter interrup-
tivo, de no mediar una sentencia judicial 
firme que declare su realización y atribuya 
responsabilidad al mismo encausado”.

Respecto a la suspensión de la prescrip-
ción el art. 67 del Cód. Penal dispone que 
se suspende en casos de prejudicialidad. El 
precitado artículo establece que: “La pres-
cripción se suspende en los casos de los 
delitos para cuyo juzgamiento sea necesaria 
la resolución de cuestiones previas o preju-
diciales, que deban ser resueltas en otro jui-
cio. Terminada la causa de la suspensión, la 
prescripción sigue su curso”.

Consideramos que en el caso de las san-
ciones fiscales este artículo podrá ser in-
vocado por las provincias y las municipali-
dades sosteniendo que la aplicación de las 
multas es consecuencia de la determina-
ción de oficio, sin la cual no podría aplicarse 
sanción alguna por cuanto no se contaría 
con base para su graduación.

Es decir que, si el Fisco no estableciese el 
hecho imponible del tributo, calificase la ac-
tividad gravada y cuantificase el tributo omi-
tido, no habría infracción punible. Este pre-
supuesto podría ser utilizado por los Fiscos 
locales para sostener que la determinación es 
presupuesto de la sanción y por ende la pres-
cripción de las multas se encuentra suspendi-
da hasta tanto se determine el impuesto.

Resaltamos que la prescripción es un 
instituto de orden público por lo que debe 
ser declarada de oficio por los jueces, Así lo 
sostuvo la CS en “Reggi, Alberto s/art. 302 
CP” (5) sentencia del 10 de mayo de 1999 al 
disponer que: “(…) la declaración de la pres-
cripción de la acción penal tiene carácter 
de orden público, motivo por el cual debe 
ser declarada de oficio (Fallos: 275:241), 
pues se produce de pleno derecho por el 
mero transcurso del plazo pertinente (Fa-
llos: 305:1236), corre y se opera en relación 
a cada delito aun cuando exista concurso 
de ellos (Fallos: 186:281; 201:63; 202:168; 
212:324 y 305:990)”.

Sin perjuicio de ello, el contribuyente, 
podrá plantear la prescripción, en varias 
oportunidades. Una es siguiendo el proce-
dimiento recursivo que inició ante la propia 
Administración teniendo en cuenta que, 
en el acceso a la vía judicial, en principio, 
por tratarse de sanciones, no es requisito el 
solve et repete o también tendrá posibilidad 
de plantearlo como una excepción de previo 

y especial pronunciamiento en el marco de 
una ejecución fiscal.

Esta sentencia constituye un precedente 
que debe ser considerado y, en consecuen-
cia, aplicado por todos los tribunales infe-
riores en casos análogos. Si bien no resulta 
de aplicación obligatoria ya que los fallos de 
la Corte no son vinculantes, los jueces infe-
riores deben ajustarse a ellos, aunque pue-
den apartarse si se dan ciertas condiciones.

Ello por cuanto la doctrina (6) ha sosteni-
do que nuestro sistema legal ha adoptado la 
denominada teoría del sometimiento con-
dicionado de los tribunales inferiores a la 
jurisprudencia emanada de la Corte Supre-
ma Justicia de la Nación, lo cual implica que 
esta ostenta fuerza vinculante en cuanto a la 
doctrina judicial que fija, sin perjuicio de la 
prerrogativa de aquellos de dejarla de lado 
si introducen nuevos argumentos, no teni-
dos en cuenta por la doctrina consolidada 
de la Corte.

Los contribuyentes expresarán esta doc-
trina jurisprudencial en relación con la 
prescripción bienal que consagra la misma, 
exigiendo su aplicación en las sanciones im-
puestas que superen el plazo de dos años; 
por su parte consideramos que los Fiscos 
locales tratarán de defender su posición au-
tónoma en relación con este instituto sobre 
la base en la no inclusión de la delegación 
de este tipo de potestad al gobierno federal, 
esgrimiendo los argumentos manifestados 
en el voto disidente del Dr. Rosatti.

En la práctica implicará apelar todas las 
sanciones impuestas en plazo mayor a dos 
años, agotar la instancia administrativa de 
cada jurisdicción local para poder llegar al 
ámbito judicial para que se declare pres-
cripto, generando amplio dispendio juris-
diccional.

En el caso del fallo “Filcrosa”, por ejemplo, 
las jurisdicciones municipales no acataron 
la aplicación de los plazos establecidos para 
la prescripción —cinco años desde el ven-
cimiento de la obligación—. Siguieron exi-
giendo a sus contribuyentes el ingreso de los 
tributos a pesar de haber operado la pres-
cripción que contaban desde el 1 de enero 
del año siguiente al del vencimiento.

Finalmente, para concluir resulta inte-
resante analizar cuál será la actitud de los 
Fiscos locales a la luz del fallo del Máximo 
Tribunal. Consideramos que resulta poco 
probable que los Fiscos avancen con deter-
minaciones de oficio y la aplicación de las 
multas dentro del exiguo plazo de dos años 
del vencimiento de la obligación y pareciera 
ser más probable que resulte necesaria una 
modificación del Código Penal adaptándo-
se a la doctrina emanada del fallo.

Estimamos que comenzará una etapa de 
impugnaciones varias, tanto en sede admi-
nistrativa como judicial, para que se aplique 
la jurisprudencia dictada por nuestro Máxi-
mo Tribunal.
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